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- La formula el señor Senador Chiesa de! 28 de 
agosto al 8 de setiembre. 


Concedida. 


La formula el señor Senador Couriel por el día 
de la fecha. 


- —Concedida. 


- La formula el señor Senador Astori del 28 de 
agosto al 3 de setiembre. 


6) Recursos administrativos. Proyecto de Resolu- 
A 108 


- Aclaración del señor Presidente. 
7) Protocolo Adicional al Tratado de Asunción so- 
bre la Estructura Institucional del MERCO- 
SUR. Tratado de Ouro Preto. Proyecto de Ley 108 


En consideración. 


Intervención de varios señores Senadores. 


106-C.S. 


- Aprobado. Se comunicará a la Cámara de Re- 
presentantes. 


10) Convención Interamericana sobre desaparición 
forzada de personas. Aprobación. Proyecto de 
A TO 137 


1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 18 de agosto de 1995, 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ex- 


traordinaria el próximo martes 22, a la hora 16, a fin de - 


informarse de los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


Discusión general y particular de los siguientes proyectos 
de ley; 


1% Por el que se aprueba el Protocolo Adicional al Tra- 
tado de Asunción sobre la Estructura Institucional 
del MERCOSUR - Protocolo de Ouro Preto. 


(Carp. N” 1689/95 - Rep. N* 79/95) 


2%) Por el que se aprueba la Convención Interamericana 
sobre desaparición forzada de personas. 


(Carp. N* 183/95 - Rep. N* 78/95) 


Jorge Moreira Parsons, Mario Farachio. Se- 
cretarios”. 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Andújar, Arismendi, 
Astori, Batlle, Brezzo, Cid, Dalmás, Fernández Faingold, 
Gandini, Garat, Gargano, Heber, Hierro López, Irurtia, 
Korzeniak, Mallo, Michelini, Millor, Pereyra, Posadas 
Montero, Sanabria, Sarthou, Segovia, Storace y Virgili. 


FALTAN: con licencia, el señor Senador Couriel; con 
aviso, los señores Senadores Chiesa y Pozzolo. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta 
la sesión. 


(Es la hora 16 y 15 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Montevideo, 22 de agosto de 1995. 


La Presidencia de la Asamblea General destina Men- 
sajes del Poder Ejecutivo a los que acompañan los 
siguientes Proyectos de Ley: 
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- En consideración. 
- Intervención de varios señores Senadores 


- Aprobado. Se comunicará a la Cámara de Re- 
presentantes. 


11) Se levanta la sesión ..........oooooo... TS Ada 


Por el que se aprueba la Convención para el Arre- 
glo Pacífico de los Conflictos Internacionales, hecho 
en La Haya el 18 de octubre de 1907, 


-A la Comisión de Asuntos Internacionales. 


Y reiterando el Proyecto de Ley por el que se 
aprueba el Acuerdo Cultural entre la República y la 
República Portuguesa. 


-A la Comisión de Asuntos Internacionales. 


La Presidencia de la Asamblea General remite va- 
rias notas del Tribunal de Cuentas comunicando haber 
dictado las siguientes resoluciones: 


Por el que se consideran de circulación nacional 
los. diarios “El País”; “La Mañana”; “La República”; 
“El Observador” y “Ultimas Noticias”. 


Relacionado con los Estados Contables correspon- 
dientes al Ejercicio cerrado al 31 de diciembre de 1993, 
remitidos por la Comisión Honoraria Pro-Erradicación 
de la Vivienda Rural Insalubre. 


Relacionado con el Balance de Ejecución Presu- 
puestal de la Universidad de la República correspon- 
diente al ejercicio 1993. 


Y relacionado con certificación de deuda de la Fa- 
cultad de Ingeniería, con diversos órganos de Prensa. 


-Téngunse presente. 


El Poder Ejecutivo remite un Mensaje solicitando 
acuerdo para acreditar en calidad de Embajador Ex- 
traordinario y Plenipotenciario de la República ante la 
República del Paraguay al Dr. Federico Bouza. 


-A la Comisión de Asuntos Internacionales. 


La Suprema Corte de Justicia remite un Mensaje 
solicitando la aprobación para la designación de los 
Doctores Felipe Javier Hounie Sanchez, Ana María 
Lorenzo Viña, Gloria Estela Gómez Franco y Carlos 
Cándido Nario como miembros de los Tribunales de 
Apelaciones. 


-A la Comisión de Asuntos Administrativos. 
La Cámara de Representantes remite aprobado el 


Proyecto de Ley por el que se aprueba la Rendición de 
Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal corres- 
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pondiente al Ejercicio 1994, y se autoriza al Poder 
Ejecutivo a emitir y mantener un circulante total de 
.Bonos del Tesoro y Letras de Tesorería que supere los 
topes dispuestos. 


-A la Comisión de Presupuesto integrada con Ha- 
cienda. 


De conformidad con lo establecido en el artículo 
118 de la Constitución el señor Senador Luis Alberto 
Heber solicita se curse un pedido de informes al Mi- 
nisterio del Interior relacionado con los proventos co- 
brados por dicho Ministerio desde 1990 a 1994, 
inclusive. 


-Procédase como se solicita. 


De conformidad con lo establecido en el artículo 
118 de la Constitución los señores Senadores Alberto 
Cid y Reinaldo Gargano solicitan se curse un pedido 
de informes al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y a la Intendencia Mu- 
nicipal de Río Negro relacionado con la instalación en 
la ciudad de Fray Bentos de una industria destinada a 
la fabricación de papel o al reciclado del mismo. 


-Oportunamente se tramitarán. 


La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca 
eleva informado el Proyecto de Ley por el que se deroga 
el artículo 10 de la Ley N* 13.663 (importación de fertili- 
zantes y materia prima para su procesamiento). 


-Repártase e inctúyase en el orden del día de la 
próxima sesión ordinaria”. 


4) SOLICITUDES DE LICENCIA. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Chiesa solicita licencia del 28 de agos- 
to al 8 de setiembre del presente año”. 


-Léase. 
(Se lee:) 


- “Montevideo, agosto 15 de 1995. 
Cámara de Senadores 
Sr. Presidente 


Dr. Hugo Batalla 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Cúmpleme por ta presente, solicitar licencia de 
acuerdo a la Ley N” 16.465 artículo 1 literal C, en el 
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período comprendido entre el 28 de agosto y el 8 de 
setiembre del presente año, 


En el período mencionado, del cual pido licencia 
viajaré invitado por el Gobierno de la República de 
China, lo que no provocará gastos a este Senado. 


Sin más, saludo a Usted atentamente 
Sergio Chiesa Duhalde. Senador” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la licencia solici- 
tada. 


(Se vota:) 
21 en 23, Afirmativa. 


En consecuencia, se convocará a partir del 28 de agosto al 
suplente respectivo, señor José Huaide. 


Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Couriel solicita licencia médica por el 
día de la fecha”. 


-Léase. 
(Se lee:) 


“Montevideo, 22 de agosto de 1995 


Sr. Presidente del Senado, 
Dr. Hugo Batalla 


De mi mayor consideración 


Cúmpleme dirigir a Ud. ta presente a fin de solici- 
tarle licencia médica por el día de la fecha. 


Saluda a Ud. atentamente. 


Alberto Couriel. Senador” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va:a votar la licencia solici- 
tada. 


(Se vota:) 
-21 en 22. Afirmativa. 
5) ARCHIVO DE CARPETAS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de un pedido de 
archivo de carpetas. 


(Se da del siguiente:) 


“La Comisión de Defensa Nacional aconseja al Cuer- 
po el archivo de las Carpetas Nos. 535/95 y 1443/94 con 
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solicitudes de venia para designar miembro integrante 
militar de la Suprema Corte de Justicia y para designar 
integrante del Supremo Tribunal Militar.” 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el pedido 
formulado. 


(Se vota:) 
-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


6) RECURSOS ADMINISTRATIVOS. Proyecto de Re- 
solución. , 


SEÑOR PRESIDENTE. - Antes de entrar al orden del día, 
la Presidencia desea dar cuenta de lo siguiente. 


En atención a las palabras que oportunamente pronuncia- 
ra el señor Senador Mallo con respecto al trámite de los 
recursos administrativos, en dos casos planteados, se ha soli- 
citado el pronunciamiento de la Asesoría Jurídica y se ha 
elaborado un Proyecto de Resolución que ha sido aprobado 
por unanimidad en la comisión de Asuntos Administrativos. 
Pero en virtud de que se trata de decisiones que, eventual- 
mente, pueden comprometer la responsabilidad, no sólo des- 
de el punto de vista político y jurídico, sino también 
patrimonial del Senado, la Presidencia entiende que antes de 
dar curso a los mismos es conveniente que el Cuerpo tenga 
conocimiento de ellos. Por lo tanto, las actuaciones están de 
manifiesto en la Presidencia para aquellos señores Senadores 
que deseen examinarlas y, en caso de no existir objeciones, 
se dará cuenta de las decisiones adoptadas. 


T) PROTOCOLO ADICIONAL AL TRATADO DE 
ASUNCION SOBRE LA ESTRUCTURA INSTITU- 
CIONAL DEL MERCOSUR. Tratado de Ouro Preto. 
Proyecto de Ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado entre al orden del día 
con la consideración de asunto que figura en primer término: 
“Proyecto de Ley por el que se aprueba el Protocolo Adicional 
al Tratado de Asunción sobre la Estructura Institucional del 
MERCOSUR - Protocolo de Ouro Preto. (Carp. N” 1689/95 - 
Rep. N* 79/95)”. 


(Antecedentes:) 
“CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo único. - Apruébase el Protocolo Adicio- 
nal al Tratado de Asunción sobre la Estructura Institu- 
cional del MERCOSUR -Protocolo de Ouro Preto- y 


su Anexo, suscritos en la ciudad de Ouro Preto, Repú- 
blica Federativa del Brasil, el 17 de diciembre de 1994, 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 
en Montevideo, a 16 de mayo de 1995. 


Guillermo Stirling 
Martín García Nin Presidente 


Secretario 


Protocolo Adicional al Tratado de Asunción 
sobre la Estructura Institucional del MERCOSUR 


- Protocolo de Ouro Preto - 


La República Argentina, la República Federativa 
del Brasil, la República del Paraguay y la República 
Oriental del Uruguay, en adelante denominados “Esta- 
dos Partes”, 


En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 18 
del Tratado de Asunción, del 26 de marzo de 1991; 


Conscientes de la importancia de los avances al- 
canzados y de la puesta en funcionamiento de la unión 
aduanera como etapa para la construcción del mercado 
común; 


Reafirmando los principios y objetivos del Tratado 
de Asunción y atentos a la necesidad de una conside- 
ración especial para los países y regiones menos desa- 
rrollados del MERCOSUR; 


Atentos a la dinámica implícita en todo proceso de 
integración y a la consecuente necesidad de adaptar la 
estructura institucional del MERCOSUR a las trans- 
formaciones ocurridas; 


Reconociendo el destacado trabajo desarrollado por 
los órganos existentes durante el período de transición, 


Acuerdan: 
CAPITULO I 
Estructura del MERCOSUR 


Artículo 1% - La estructura institucional del MER- 
COSUR contará con los siguientes Órganos: 


TI - El Consejo del Mercado Común (CMC); 

Il - El Grupo Mercado Común (GMC); 

UIT - La Comisión de Comercio del MERCOSUR 
(CCM); 

IV - La Comisión Parlamentaria Conjunta (CPC); 

V - El Foro Consultivo Económico-Social (FCES); 

VI - La Secretaría Administrativa del Mercosur (SAM). 


Parágrafo único - Podrán ser creados, en los térmi- 
nos del presente Protocolo, los órganos auxiliares que 
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fueren necesarios para la consecución de los objetivos 
del proceso de integración. 


Art. 2”. - Son órganos con capacidad decisoria, de 
naturaleza intergubernamental: el Consejo del Merca- 
do Común, el Grupo Mercado Común y la Comisión 
de Comercio del MERCOSUR. 


SECCION I 
Del Consejo del Mercado Común 


Artículo 3”, - El Consejo del Mercado Común es 
el órgano superior del MERCOSUR al cual incumbe 
la conducción política del proceso de integración y la 
toma de decisiones para asegurar el cumplimiento de 
las objetivos establecidos por el Tratado de Asunción 
y para alcanzar la constitución final del mercado co- 
mún. 


Art. 4%. - El Consejo del Mercado Común estará 
integrado por los Ministros de Relaciones Exteriores; 
y por los Ministros de Economía, o sus equivalentes, 
de los Estados Partes. 


Art. 5”. - La Presidencia del Consejo del Mercado 
Común será ejercida por rotación de los Estados Par- 
tes, en orden alfabético, por un período de seis meses. 


Art. 6”. - El Consejo del Mercado Común se reuní- 
rá todas las veces que lo estime oportuno, debiendo 
hacerlo por lo menos una vez por semestre con la 
participación de los Presidentes de los Estados Partes. 


Art. 7”. - Las reuniones del Consejo del Mercado 
Común serán coordinadas por los Ministerios de Relacio- 
nes Exteriores y podrán ser invitados a participar en ellas 
otros Ministros o autoridades de nivel ministerial. 


Art. 8”. - Son funciones y atribuciones del Consejo 
del Mercado Común: 


I - Velar por el cumplimiento del Tratado de Asun- 
ción, de sus Protocolos y de los acuerdos firmados en 
$u marco; 


- Y - Formular políticas y promover las acciones ne- 
cesarias para la conformación del mercado común; 


IT - Ejercer la titularidad de la personalidad jurídi- 
ca del MERCOSUR; 


IV - Negociar y firmar acuerdos, en nombre del 
MERCOSUR, con terceros países, grupos de países y 
organismos internacionales. Dichas funciones podrán 
ser delegadas por mandato expreso al Grupo Mercado 
Común en las condiciones establecidas en el inciso 
VIT del artículo 14; 
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V - Pronunciarse sobre las propuestas que le sean 
elevadas por el Grupo Mercado Común; 


VI - Crear reuniones de Ministros y pronunciarse 
sobre los acuerdos que le sean remitidos por las mis- 
mas; 


VI - Crear los órganos que estime pertinentes, así 
como modificarlos o suprimirlos; 


VII - Aclarar, cuando lo estime necesario, el con- 
tenido y alcance de sus Decisiones; 


IX - Designar al Director de la Secretaría Adminis- 
trativa del MERCOSUR; 


X - Adoptar Decisiones en materia financiera y 
presupuestaria; 


XI - Homologar el Reglamento Interno del Grupo 
Mercado Común. 


Art. 9”. - El Consejo del Mercado Común se pro- 
nunciará mediante Decisiones, las que serán obligato- 
rias para los Estados Partes. 


SECCION II 
Del Grupo Mercado Común 


Artículo 10. - El Grupo Mercado Común es el 
órgano ejecutivo del MERCOSUR. 


Art. 11. - El Grupo Mercado Común estará inte- 
grado por cuatro miembros titulares y cuatro miem- 
bros alternos por país. designados por los respectivos 
Gobiernos, entre los cuales deben constar obligatoria- 
mente representantes de los Ministerios de Relaciones 
Exteriores, de los Ministerios de Economía (o equiva- 
lentes) y de los Bancos Centrales. El Grupo Mercado 
Común será coordinado por los Ministerios de Rela- 
ciones Exteriores. 


Art. 12, - Al elaborar y proponer medidas concre- 
tas en el desarrollo de sus trabajos, el Grupo Mercado 
Común podrá convocar, cuando lo juzgue convenien- 
te, a representantes de otros órganos de la Admintstra- 
ción Pública o de la estructura institucional del 
MERCOSUR. 


Art. 13. - El Grupo Mercado Común se reunirá de 
manera ordinaria o extraordinaria, tantas veces como 
fuere necesario, en las condiciones establecidas en su 
Reglamento Interno. 


Art. 14. - Son funciones y atribuciones del Grupo 
Mercado Común: 
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1 - Velar, dentro de los límites de su competencia, 
por el cumplimiento del Tratado de Asunción, de sus 
Protocolos y de los acuerdos firmados en su marco; 


IE - Proponer proyectos de Decisión al Consejo del 
Mercado Común; 


Il - Tomar las medidas necesarias para el cumpli- 
miento de las Decisiones adoptadas por el Consejo del 
Mercado Común; 


IV - Fijar programas de trabajo que aseguren avan- 
ces para el establecimiento del mercado común; 


V - Crear, modificar o suprimir órganos tales como 
subgrupos de trabajo y reuniones especializadas, para 
el cumplimiento de sus objetivos; 


VI - Manifestarse sobre las propuestas v recomen- 
daciones que le fueren sometidas por los demás órga- 
nos del MERCOSUR en el ámbito de sus competencias; 


VII - Negociar, con la participación de represen- 
tantes de todos los Estados Partes, por delegación ex- 
presa del Consejo del Mercado Común y dentro de los 
límites establecidos en mandatos específicos concedi- 
dos con esa finalidad, acuerdos en nombre del MER- 
COSUR con terceros países, grupos de países y 
organismos internacionales. El Grupo Mercado Común, 
cuando disponga de mandato para tal fin, procederá a 
la firma de los mencionados acuerdos. El Grupo Mer- 
cado Común, cuando sea autorizado por ej Consejo 
del Mercado Común, podrá delegar los referidos pode- 
res a la Comisión de Comercio del MERCOSUR), 


VIM - Aprobar el presupuesto y la rendición de 
cuentas anual presentada por la Secretaría Administra- 
tiva del MERCOSUR; 


IX - Adoptar Resoluciones en materia financiera y 
presupuestaria, basado en las orientaciones emanadas 
del Consejo; 


X - Someter a] Consejo del Mercado Común su 
Reglamento Interno; 


XI - Organizar las reuniones del Consejo del Mer- 
cado Común y preparar los informes y estudios que 
éste le solicite; 


XII - Elegir al Director de la Secretaría Adminis- 
trativa del MERCOSUR; 


XI - Supervisar las actividades de la Secretaría 
Administrativa del MERCOSUR; 


XIV - Homologar los Reglamentos Internos de la 
Comisión de Comercio y del Foro Consultivo Econó- 
mico-Social. 
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Art. 15, - El Grupo Mercado Cómún se pronuncia- 
rá mediante Resoluciones, las cuales serán obligato- 
rias para los Estados Partes. 


SECCION II 
De la Comisión de Comercio del MERCOSUR 


Artículo 16. - A la Comisión de Comercio del 
MERCOSUR, órgano encargado de asistir al Grupo 
Mercado Común, compete velar por la aplicación de 
los instrumentos de política comercial común acorda- 
dos por los Estados Partes para el funcionamiento de 
la unión aduanera, así como efectuar el seguimiento y 
revisar los temas y materias relacionados con las polf- 
ticas comerciales comunes, con el comercio intra-MER- 
COSUR y con terceros países. 


Art. 47. - La Comisión de Comercio del MERCO- 
SUR estará integrada por cuatro miembros titulares y 
cuatro miembros alternos por Estado Parte y será coor- 
dinada por los Ministerios de Relaciones Exteriores. 


Art. 18. - La Comisión de Comercio del MERCO- 
SUR se reunirá por lo menos una vez al mes o siempre 
que le fuera solicitado por el Grupo Mercado Común o 
por cualquiera de los Estados Partes. 


Art. 19. - Son funciones y atribuciones de la Co- 
misión de Comercio del MERCOSUR: 


I - Velar por la aplicación de los instrumentos co- 
munes de política comercial intra- MERCOSUR y con 
terceros países, organismos internacionales y acuerdos 
de comercio; 


II - Considerar y pronunciarse sobre las solicitudes 
presentadas por los Estados Partes con respecto a la 
aplicación y al cumplimiento del arancel externo co- 
mún y de los demás instrumentos de política comer- 
cial común; 


MI - Efectuar el seguimiento de la aplicación de los 
instrumentos de política comercial común en los Esta- 
dos Partes; 


IV - Analizar la evolución de los instrumentos de 
política comercial común para el funcionamiento de la 
unión aduanera y formular Propuestas a este respecto 
al Grupo Mercado Común; 


V - Tomar las decisiones vinculadas a la adminis- 
tración y a la aplicación del arancel externo común y 
de los instrumentos de política comercial común acor- 
dados por los Estados Partes; 


VI - Informar al Grupo Mercado Común sobre la 
evolución y la aplicación de los instrumentos de polí- 
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tica comercial común, sobre la tramitación de las soli- 
citudes recibidas y sobre las decisiones adoptadas res- 
pecto de tas mismas: 


VII - Proponer al Grupo Mercado Común nuevas 
normas O modificaciones de las normas existentes en 
materia comercial y aduanera del MERCOSUR; 


VIII - Proponer la revisión de las alícuotas arance- 
larias de ftem específicos del arancel externo común, 
inclusive para contemplar casos referentes a nuevas 
actividades productivas. en el ámbito del MERCOSUR; 


IX - Establecer los comités técnicos necesarios para 
el adecuado cumplimiento de sus funciones, así como 
dirigir y supervisar las actividades de los mismos; 


X - Desempeñar las tareas vinculadas a la política 
comercial común que le solicite el Grupo Mercado 
Común; 


XI - Adoptar el Reglamento Interno, que someterá 
al Grupo Mercado Común para su homologación. 


Art. 20. - La Comisión de Comercio del MERCO- 
SUR se pronunciará mediante Directivas o Propuestas. 
Las Directivas serán obligatorias para los Estados Partes. 


Art. 21. - Además de las funciones y atribuciones 
establecidas en los artículos 16 y 19 del presente Pro- 
tocolo, corresponderá a la Comisión de Comercio del 
MERCOSUR la consideración de las reclamaciones 
presentadas por las Secciones Nacionales de la Comi- 
sión de Comercio del MERCOSUR, originadas por los 
Estados Partes o en demandas de particulares -perso- 
nas físicas o jurídicas- relacionadas con las situaciones 
previstas en los artículos 1 o 25 del Protocolo de Bra- 
silia, cuando estuvieran dentro de su área de compe- 
tencia. 


Parágrafo primero - El examen de las referidas re- 
clamaciones en el ámbito de la Comisión de Comercio 
del MERCOSUR no obstará la acción del Estado Parte 


que efectuó la reclamación, al amparo dei Protocolo 


de Brasilia para Solución de Controversias. 


Parágrafo segundo - Las reclamaciones originadas 
en los casos establecidos en el presente artículo se 
tramitarán de acuerdo con el procedimiento previsto 
en el Anexo de este Protocolo. 


SECCION IV 
De la Comisión Parlamentaria Conjunta 
Artículo 22. - La Comisión Parlamentaria Conjun- 


ta es el órgano representativo de los Parlamentos de 
los Estados Partes en el ámbito del MERCOSUR. 
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Art. 23. - La Comisión Parlamentaria Conjunta es- 
tará integrada por igual número de parlamentarios fe- 
presentantes de los Estados Partes. 


Art. 24, - Los integrantes de la Comisión Parla- 
mentaria Conjunta serán designados por los respecti- 
vos Parlamentos nacionales, de acuerdo con sus 
procedimientos internos. 


Art. 25. - La Comisión Parlamentaria Conjunta pro- 
curará acelerar los procedimientos internos correspon- 
dientes en los Estados Partes para la pronta entrada en 
vigor de las normas emanadas de los órganos del MER- 
COSUR previstos en el artículo 2” de este Protocolo. 
De la misma manera, coadyuvará en la armonización 
de legislaciones, tal como lo requiera el avance del 
proceso de integración. Cuando fuere necesario, el Con- 
sejo solicitará a la Comisión Parlamentaria Conjunta 
el examen de temas prioritarios. 


Art. 26. - La Comisión Parlamentaria Conjunta re- 
mitirá Recomendaciones al Consejo del Mercado Co- 
mún, por intermedio del Grupo Mercado Común. 


Art. 27. - La Comisión Parlamentaria Conjunta 
adoptará su Reglamento Interno. 


SECCION V 
Del Foro Consultivo Económico-Social 


Artículo 28. - El Foro Consultiva Económico-So- 
cial es el órgano de representación de los sectores eco- 
nómicos y sociales y estará integrado por igual número 
de representantes de cada Estado Parte. 


Art. 29, - El Foro Consultivo Económico-Social 
tendrá función consultiva y se manifestará mediante 
Recomendaciones al Grupo Mercado Común. 


Art. 30. - El Foro Consultivo Económico-Social 
someterá su Reglamento Interno al Grupo Mercado 
Común, para su homologación. 


SECCION VI 


De la Secretaría Administrativa 
del MERCOSUR 


Artículo 31. - El MERCOSUR contará con una 
Secretaría Administrativa como órgano de apoyo ope- 
rativo. La Secretaría Administrativa del MERCOSUR 
será responsable de la prestación de servicios a los 
demás órganos del MERCOSUR y tendrá sede perma- 
nente en la ciudad de Montevideo. 


Art. 32. - La Secretaría Administrativa del MLR- 
COSUR desempeñará las siguientes actividades: 
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I- Servir como archivo oficial de la documentación 
del MERCOSUR; 


Tl- Realizar la publicación y la difusión de las nor- 
mas adoptadas en el marco del MERCOSUR. En este 
contexto, le corresponderá: 


1) Realizar, en coordinación con los Estados Partes, 
las traducciones auténticas en los idiomas español y 
portugués de todas las decisiones adoptadas por los 
Órganos de la estructura institucional del MERCOSUR, 
cunforme lo previsto en el artículo 39; 


11) Editar el Boletín Oficial del MERCOSUR. 


1l1- Organizar los aspectos logísticos de las reunio- 
nes del Consejo del Mercado Común, del Grupo Mer- 
cado Común y de la Comisión de Comercio del 
MERCOSUR y, dentro de sus posibilidades, de los 
demás órganos del MERCOSUR, cuando las mismas 
se celebren en su sede permanente. En lo que se refie- 
re a las reuniones realizadas fuera de su sede perma- 
nente, la Secretaría Administrativa del MERCOSUR 
proporcionará apoyo al Estado en el que se realice la 
reunión; 


IV- Informar regularmente a los Estados Partes so- 
bre las medidas implementadas por cada país para in- 
corporar en su ordenamiento jurídico las normas 
emanadas de los órganos del MERCOSUR previstos 
en el artículo 2” de este Protocolo; 


V- Registrar las listas nacionales de los árbitros y 
expertos, así como desempeñar otras tareas determina- 
das por el Protocolo de Brasilia, del 17 de diciembre 
de 1991; 


VI- Desempeñar las tareas que le sean solicitadas 
por el Consejo del Mercado Común, el Grupo Merca- 
do Común y la Comisión de Comercio del Mercosur, 


VII- Elaborar su proyecto de presupuesto y, una 
vez que éste sea aprobado por el Grupo Mercado Co- 
mún, practicar todos los actos necesarios para su co- 
rrecta ejecución; 


VIII Presentar anualmente su rendición de cuentas 
al Grupo Mercado Común, así como un informe sobre 
sus actividades. 


Art. 33. - La Secretaría Administrativa del MER- 
COSUR estará a cargo de un Director, quien tendrá la 
nacionalidad de uno de los Estados Partes. Será electo 
por el Grupo Mercado Común, en forma rotativa, pre- 
via consulta a los Estados Partes y será designado por 
el Consejo del Mercado Común. Tendrá mandato de 
dos años, estando prohibida la reelección. 
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CAPITULO II 
Personalidad Jurídica 


Artículo 34, - El MERCOSUR tendrá personalidad 
jurídica de Derecho Internacional. 


Art. 35. - El MERCOSUR podrá, en el uso de sus 
atribuciones, practicar todos los actos necesarios para 
la realización de sus objetivos, en especial contratar, 
adquirir o enajenar bienes muebles e inmuebles, com- 
parecer en juicio, conservar fondos y hacer transferen- 
Cias. 


Art. 36. - El MERCOSUR celebrará acuerdos de 
sede. 


CAPITULO Ill 
Sistema de Toma de Decisiones 


Artículo 37. - Las decisiones de los órganos del 
MERCOSUR serán tomadas por consenso y con la 
presencia de todos los Estados Partes. 


CAPITULO 1V 


Aplicación Interna de las Normas Emanadas de 
los Organos del MERCOSUR 


Artículo 38. - Los Estados Partes se comprometen 
a adoptar todas las medidas necesarias para asegurar, 
en sus respectivos territorios, el cumplimiento de las 
normas emanadas de los órganos del MERCOSUR pre- 
vistos en el artículo 2” de este Protocolo. 


Parágrafo único. - Los Estados Partes informarán a 
la Secretaría Administrativa del MERCOSUR las me- 
didas adoptadas para este fin. 


Art. 39. - Serán publicados en el Boletín Oficial 
del MERCOSUR, íntegramente, en los idiomas espa- 
ñol y portugués, el tenor de las Decisiones del Consejo 
del Mercado Común, de las Resoluciones del Grupo 
Mercado Común, de las Directivas de la Comisión de 
Comercio del MERCOSUR y de los Laudos Arbitrales 
de solución de controversias, así como cualquier acto 
al cual el Consejo del Mercado Común o el Grupo 
Mercado Común entiendan necesario atribuirle publi- 


cidad oficial. 


Art. 40. - Con la finalidad de garantizar la vigen- 
cia simultánea en los Estados Partes de las normas 
emanadas de los órganos del MERCOSUR previstos 
en el artículo 2” de este Protocolo, deberá seguirse el 
siguiente procedimiento: 
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í) Una vez aprobada la norma, los Estados Partes 
adoptarán las medidas necesarias para su incorporación 
al ordenamiento jurídico nacional y comunicarán las mi- 
mas a la Secretaría Administrativa del MERCOSUR; 


11) Cuando todos los Estados Partes hubieren informa- 
do la incorporación a sus respectivos ordenamientos jurí- 
dicos internos, la Secretaría Administrativa del 
MERCOSUR comunicará el hecho a cada Estado Parte; 


31) Las normas entrarán en vigor simultáneamente 
en los Estados Partes 30 días después de la fecha de 
comunicación efectuada por la Secretaría Administra- 
tiva del MERCOSUR, en los términos del literal ante- 
rior. Con ese objetivo, los Estados Partes, dentro del 
plazo mencionado, darán publicidad dei inicio de la 
" vigencia de las referidas normas, por intermedio de 
sus respectivos diarios oficiales. 


CAPITULO Y 
Fuentes Jurídicas del MERCOSUR 


Artículo 41, - Las fuentes jurídicas del MERCO- 
SUR son: 


T- El Tratado de Asunción, sus Protocolos y los 
instrumentos adicionales o complementarios; 


I- Los acuerdos celebrados en el marco del Trata- 
da de Asunción y sus Protocolos; 


ll- Las Decisiones del Consejo del Mercado Co- 
mún, las Resoluciones del Grupo Mercado Común y 
las Directivas de la Comisión de comercios del MER- 
COSUR, adoptadas desde la entrada en vigor del Tra- 
tado de Asunción. 


Art. 42, - Las normas emanadas de los órganos del 
MERCOSUR previstos en el artículo 2” de este Proto- 
colo tendrán carácter obligatorio y, cuando sea necesa- 
rio, deberán ser incorporadas a los ordenamientos 
jurídicos nacionales mediante los procedimientos pre- 
vistos por la legislación de cada país. 


CAPITULO VI 
Sistema de Solución de Controversias 


Artículo 43. - Las controversias que surgieran en- 
tre los Estados Partes sobre la interpretación, aplica- 
ción o incumplimiento de las disposiciones contenidas 
en el Tratado de Asunción, de los acuerdos celebrados 
en el marco del mismo, así como de las Decisiones del 
Consejo del Mercado Común, de las Resoluciones del 
Grupo Mercado Común y de las Directivas de la Co- 
misión de Comercio del MERCOSUR, serán someti- 
das a los procedimientos de solución establecidos en 
el Protocolo de Brasilia, dei 17 de diciembre de 1991. 
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Parágrafo único. - Quedan también incorporadas a 
los Arts. 19 y 25 del Protocolo de Brasilia las Directi- 
vas de la Comisión de Comercio del MERCOSUR. 


Art. 44. - Antes de culminar el proceso de conver- 
gencia del Arancel Externo Común, los Estados Partes 
efectuarán una revisión del actual sistema de solución 
de controversias del MERCOSUR con miras a la adop- 
ción del sistema permanente a que se refieren el ítem 
3 del Anexo lII del Tratado de Asunción, y el artículo 
34 del Protocolo de Brasilia. —, 


CAPITULO VU 
Presupuesto 


Artículo 45. - La Secretaría Administrativa del 
MERCOSUR contará con un presupuesto para atender 
sus gastos de funcionamiento y aquellos que disponga 
el Grupo Mercado Común. Ta! presupuesto será finan- 
ciado, en partes iguales, por contribuciones de los Es- 
tados Partes. 


CAPITULO VIT 
Idiomas 


Artículo 46. - Los idiomas oficiales del MERCO- 
SUR son el español y el portugués. La versión oficial 
de los documentos de trabajo será la del idioma del 
país sede de cada reunión. 


CAPITULO IX 
Revisión 


Artículo 47. - Los Estados Partes convocarán, cuan- 
do lo juzguen oportuno, a una conferencia diplomática 
con el objetivo de revisar la estructura institucional 
del MERCOSUR establecida por el presente Protoco- 
lo, así como las atribuciones específicas de cada uno 
de sus Órganos. 


CAPITULO X 
Vigencia 


Artículo 48. - El presente Protocolo, parte inte- 
grante del Tratado de Asunción, tendrá duración inde- 
finida y entrará en vigor 30 días después de la fecha 
del depósito del tercer instrumento de ratificación. El 
presente Protocolo y sus instrumentos de ratificación 
serán depositados ante el Gobierno de la República del 
Paraguay. 


Art. 49. - El Gobierno de la República del Paraguay 
notificará a los Gobiernos de los demás Estados Partes la 
techa del depósito de los instrumentos de ratificación y 
de ta entrada en vigor del presente Protocolo. 


Art. 50. - En materia de adhesión o denuncia, regi- 
rán como un todo, para el presente Protocolo, las nor- 
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mas establecidas por el Tratado de Asunción. La adhe- 
sión o denuncia al Tratado de Asunción o al presente 
Protocolo significa, ipso iure, la adhesión o denuncia 
al presente Protocolo y al Tratado de Asunción. 


CAPITULO XI 
Disposición Transitoria 
Artículo 51. - La estructura institucional prevista 
en el Tratado de Asunción del 26 de marzo de 1991, 
así como los órganos por ella creados, se mantendrán 
hasta la fecha de entrada en vigencia del presente Pro- 
tocolo. 
CAPITULO XII 


Disposiciones Generales 


Artículo 52. - El presente Protocolo se denominará 
“Protocolo de Ouro Preto”. 


Art. 53, - Quedan derogadas todas las disposicio- 
nes del Tratado de Asunción, del 26 de marzo de 1991, 


que estén en conflicto con los términos del presente 


Protocolo y con el contenido de las Decisiones apro- 
badas por el Consejo del Mercado Común durante el 
período de transición. 


Hecho en la ciudad de Ouro Preto, República Fe- 
derativa del Brasil, a los diecisiete días del mes de 
diciembre de mil novecientos noventa y. cuatro, en un 
original, en los idiomas portugués y español, siendo 
ambos textos igualmente auténticos. El Gobierno de la 
República del Paraguay enviará copia debidamente au- 
tenticada del presente Protocolo a los Gobiernos de los 
demás Estados Partes. 


POR LA REPUBLICA ARGENTINA 
Carlos Saúl Menem Guido Di Tella 
POR LA REPUBLICA FEDERATIVA DEL BRASIL 
Itamar Franco Celso L. N. Amorim 
POR LA REPUBLICA DEL PARAGUAY 


Juan Carlos Wasmosy Luis María Ramírez 
Boettner 


POR LA REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUA Y 


Luis Alberto Lacalle Sergio Abreu 


Herrera 
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ANEXO AL PROTOCOLO DE OURO PRETO 


PROCEDIMIENTO GENERAL PARA 
RECLAMACIONES ANTE LA COMISION DE 
COMERCIO DEL MERCOSUR 


Artículo 1”. - Las reclamaciones presentadas por 
las Secciones Nacionales de la Comisión de Comercio 
del MERCOSUR, originadas en los Estados Partes o 
en reclamaciones de particulares -personas físicas o 
jurídicas- de acuerdo con lo previsto en el artículo 21 
del Protocolo de Ouro Preto, se ajustarán al procedi- 
miento establecido en el presente Anexo. 


Art. 2”. - El Estado Parte reclamante presentará su 
reclamación ante la Presidencia Pro-Tempore de la Co- 
misión de Comercio del MERCOSUR, la que tomará 
las providencias necesarias para la incorporación del 
tema en la Agenda de la primera reunión siguiente de 
la Comisión de Comercio del MERCOSUR con un 
plazo mínimo de una semana de antelación. Si no se 
adoptare una decisión en dicha reunión, la Comisión 
de Comercio del MERCOSUR remitirá los anteceden- 
tes, sin más trámite, a un Comité Técnico. 


Art. 3”. - El Comité Técnico preparará y elevará a 
la Comisión de Comercio del MERCOSUR, en el pla- 
zo máximo de treinta (30) días corridos, un dictamen 
conjunto sobre la materia. Dicho dictamen o las con- 
clusiones de los expertos integrantes del Comité Téc- 
nico, cuando no existiera dictamen conjunto, serán 
tomados en consideración por la Comisión de Comer- 
cio del MERCOSUR, al decidir sobre la reclamación. 


Art. 4”. - La Comisión de Comercio del MERCO- 
SUR decidirá sobre la cuestión en su primera reunión 
ordinaria posterior a la recepción del dictamen conjun- 
to, o en caso de no existir éste, de las conclusiones de 
los expertos, pudiendo también ser convocada una re- 
unión extraordinaria con esa finalidad. 


Art. 5%. - Si no se alcanzare el consenso en la 
primera reunión mencionada en el artículo 4%, la Co- 
misión de Comercio del MERCOSUR elevará al Gru- 
po Mercado Común las distintas alternativas propuestas, 
así como el dictamen conjunto o las conclusiones de 
los expertos del Comité Técnico, a fin de que se adop- 
te una decisión sobre la cuestión planteada. El Grupo 
Mercado Común se pronunciará al respecto en un pla- 
zo de treinta (30) días corridos, contados desde la re- 
cepción, por la Presidencia Pro-Tempore, de las 
propuestas elevadas por la Comisión de Comercio del 
MERCOSUR. 


Art. 6”. - Si hubiere consenso sobre la procedencia 
de la reclamación, el Estado Parte reclamado deberá 
adoptar las medidas aprobadas en la Comisión de Co- 
mercio del MERCOSUR o en el Grupo Mercado Co- 
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mún. En cada caso, ta Comisión de Comercio del MER- 
COSUR o, posteriormente el Grupo Mercado Común, 
determinarán un plazo razonable para la instrumenta- 
ción de dichas medidas, Transcurrido dicho plazo sin 
que el Estado reclamado haya cumplido con lo dis- 
puesto en la decisión adoptada, sea por la Comisión de 
Comercio del MERCOSUR o por el Grupo Mercado 
Común, el Estado reclamanté podrá recurrir directa- 
mente ai procedimiento previsto en el Capítulo IV del 
Protocolo de Brasilia. 


Art. 7”. - Si no se lograra el consenso en la Comi- 
sión de Comercio del MERCOSUR y posteriormente 
en el Grupo Mercado Común, o sí el Estado reclama- 
do no cumpliera en el plazo previsto en el artículo 6” 
con lo dispuesto en la decisión adoptada, el Estado 
reclamante podrá recurrir directamente al procedimiento 
establecido en el Capítulo IV del Protocolo de Brasi- 
lia, hecho que será comunicado a la Secretaría Admi- 
nistrativa del MERCOSUR. : 


El Tribunal Arbitral deberá, antes de emitir su Lau- 
do, dentro del plazo de hasta quince (15) días contados 
a partir de la fecha de su constitución, pronunciarse 
sobre las medidas provisionales que considere apro- 
piadas en las condiciones establecidas por el artículo 
18 del Protocolo de Brasilia. 


Carlos Scavone Godoy 
Dra, Vilma Veida Director de Tratados 
Directora 
Dirección de Tratados 


INFORME 
Al Senado: 


PROTOCOLO ADICIONAL AL TRATADO DE 
ASUNCION SOBRE LA ESTRUCTURA INSTITU- 
CIONAL DEL MERCOSUR - PROTOCOLO DE 
OURO PRETO 


-1- 


El artículo 18 del Tratado de Asunción, constituti- 
vo del MERCOSUR, dice: “Antes del establecimiento 
del Mercado Común, el 31 de diciembre de 1994, los 
Estados Partes convocarán a una reunión extraordina- 
ria con el objeto de determinar la estructura institucio- 
nal definitiva de los Órganos de administración del 
Mercado Común, así como las atribuciones específicas 
de cada uno de ellos y su sistema de adopción de 
decisiones”. 


En cumplimiento del referido artículo, se acordó el 
PROTOCOLO ADICIONAL AL TRATADO DE 
ASUNCION SOBRE LA ESTRUCTURA INSTITU- 
CIONAL DEL MERCOSUR, denominado PROTOCO- 
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LO DE OURO PRETO, y su Anexo, el 17 de diciem- 
bre de 1994, 


Este Protocolo -denominación que se acostumbra 
utilizar para referirse a instrumentos celebrados en el 
marco de tratados más amplios a los que el protocolo 
viene a complementar, (en este caso el Tratado de 
Asunción)- es un avance en el proceso de integración, 
puesto que sin ser el desideratam, constituye una me- 
jora de la normativa que rige el proceso de integración 
en el MERCOSUR, la cual deberá perfeccionarse, sin: 
duda, en el futuro. 


Tiene por objeto el mejoramiento de los aspectos 
institucionales del MERCOSUR, de acuerdo a la nue- 
va realidad existente como consecuencia de la dinámi- 
ca propia del proceso de integración. 


-H- 


Es importante destacar que el Protocolo, en su 
preámbulo, no sólo reafirma los principios y objetivos 
del Tratado de Asunción, sino también “la necesidad 
de una atención especial para los países y regiones 


menos desarrolladas del MERCOSUR”. 
- HI - 


El Capítulo 1 se denomina “Estructura del MER- 
COSUR”. 


El artículo 1” determina los órganos del MERCO- 
SUR: ]. - El Consejo del Mercado Común (CMC); II. - 
El Grupo Mercado Común (GMC); HL - La Comisión 
de Comercio del MERCOSUR (CCM); IV. - La Comt- 
sión Parlamentaria Conjunta (CPC); V. - El Foro Con- 
suftivo Económico-Social (FCES); y VI. - La Secretaría 
Administrativa del MERCOSUR (SAM). 


A su vez, el parágrafo único del artículo establece 
que “podrán ser creados,..., los órganos auxiliares que 
fueren necesarios para la consecución de los objetivos 
del proceso de integración”, lo que demuestra que los 
seis órganos enumerados pueden, en el futuro, no ser 
los únicos y existir otros que completen o complemen- 
ten sus tareas; esos sí: deberán ser Órganos auxiliares 
de los ya preestablecidos. 


El Consejo del Mercado Común (CMC) y el Grupo 
Mercado Común (GMC), eran los únicos dos Órganos 
previstos en el Tratado de Asunción (artículo 9”) para 
“la administración y ejecución, del referido tratado, y 
de los acuerdos y decisiones que se adopten durante el 
período de transición”. 


La Comisión Parlamentaria Conjunta (CPC) estaba 
referida en un solu párrafo del artículo 24 del Tratado 
de Asunción -establecido como al pasar- que dice: “Con 
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el objeto de facilitar el avance hacia la conformación 
del Mercado Común se establecerá una Comisión Par- 
lamentaria Conjunta del MERCOSUR”, 


El Protocolo de Ouro Preto crea tres órganos más: 
La Comisión de Comercio del MERCOSUR (CCM); 
el Foro Consultivo Económico-Social (FCES) y la Se- 
cretaría Administrativa del MERCOSUR (SAM). 


La Secretaría existía en el Tratado de Asunción 
(artículo 15) pero como Secretaría del Grupo Mercado 
Común y con menos atribuciones, puesto que ahora es 
de todos los órganos del MERCOSUR (artículo 31 y 
siguientes del Protocolo de Ouro Preto). 


De esos seis Órganos, no todos tienen facultad de 
decidir. El artículo 2” determina que “Son órganos con 
capacidad decisoria, de naturaleza intergubernamen- 
tal: El Consejo del Mercado Común, el Grupo Merca- 
do Común y la Comisión de Comercio del 
MERCOSUR”, ésta última creada por el presente Pro- 
tocolo. 


- IV - 


La Sección [, del Capítulo 1, se denomina “Del 
Consejo del Mercado Común”, 


El artículo 3? lo define de la siguiente manera: “El 
Consejo del Mercado Común es el órgano superior del 
MERCOSUR al cual incumbe la conducción política 
del proceso de integración y la toma de decisiones 
para asegurar el cumplimiento de los objetivos esta- 
blecidos por el Tratado de Asunción y para alcanzar la 
constitución final del mercado común”. 


A este órgano se le dedican más artículos que en el 
Tratado de Asunción, desarrollándose su estructura y 
atribuciones. 


Se confirma que es el órgano superior del MER- 
COSUR, al cual le incumbe la conducción política del 
proceso de integración y la toma de decisiones para 
asegurar el cumplimiento de los objetivos establecidos 
en el Tratado de Asunción. 


Esta y otras disposiciones revelan la vigencia del 
Tratado de Asunción, origen de todo este proceso, el 
cual deberá tenerse en cuenta en todo lo que no esté 
modificado por los instrumentos jurídicos comunita- 
rios posteriores (artículo 53 del Protacolo). El propio 
Protocolo de Ouro Preto es parte integrante del Trata- 
do de Asunción (artículo 48). 


El Consejo del Mercado Común estará integrado 
por los Ministros de Relaciones Exteriores y por los Mi- 
nistros de Economía o sus equivalentes (artículo 4%). Si- 
milar integración se establecía en el inciso J” del 
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artículo 11 del Tratado de Asunción, aunque con algu- 
na pequeña diferencia en la redacción. 


La Presidencia del Consejo será rotativa entre los 
Estados Partes, por orden alfabético y por un período 
de seis meses (artículo 5”, similar al artículo 12, pri- 
mer inciso del Tratado de Asunción). 


El artículo 6” determina que se podrá reunir todas 
las veces que lo estime oportuno, pero obligatoriamen- 
te una vez por semestre con la participación de los 
Presidentes de los Estados Partes, E] Tratado de Asun- 
ción determinaba que estas reuniones fueran anuales 
(artículo 11 inc. 2”). 


El artículo 7* que determina que las reuniones de- 
berán ser coordinadas por los Ministerios de Relacio- 
nes Exteriores y que podrán ser invitados otros 
Ministros o autoridades de nivel ministerial, es similar 
al inciso 2? del artículo 12 del Tratado de Asunción. 


El artículo 8” establece cuales son las funciones y 
atribuciones del Consejo del Mercado Común, las cua- 
les no estaban fijadas expresamente en ningún artículo 
del Tratado de Asunción, aunque se decía que tendría 
a su cargo la administración y ejecución del tratado y 
de los acuerdos específicos y decisiones que se adopten 
durante el período de transición, ya terminado, conjunta- 
mente con el Grupo Mercado Común (artículo 9”, Trata- 
do de Asunción). 


En el artículo 10 se especificaba que tendría a su 
cargo la conducción política y la toma de decisiones 
para asegurar el cumplimiento de los objetivos y los 
plazos establecidos, lo mismo que se dice en el artícu- 
lo 3” del Protocolo de Ouro Preto, sin referencia a los 
plazos. 


Este artículo 8% determina expresamente, numeral 
por numeral, cuales son esas funciones y atribuciones: 


L - Velar por el cumplimiento del Tratado de Asun- 
ción, de sus Protocolos y de los acuerdos firmados en 
su marco. Velar por el cumplimiento del tratado era 
una función que el artículo 13 del Tratado de Asun- 
ción atribuía al Grupo Mercado Común. 


IL. - Formular políticas y promover las acciones 
necesarias para la conformación del mercado común. 


III. - Ejercer la titularidad de la personalidad jurí- 
dica del MERCOSUR. 


Es la primera mención que, a que el MERCOSUR 
sea Persona Jurídica, se hace en sus documentos fun- 
damentales. Su personalidad jurídica se regula en los 
artículos 34 a 36 del Protocolo. 
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IV. - Un desarrollo de lo que se puede hacer en el 
ejercicio de esa personalidad jurídica, es lo que se 
determina en el numeral IV de este artículo: “Nego- 
ciar y firmar acuerdos, en nombre del MERCOSUR, 
con terceros países, grupos de países y organismos 
internacionales. Dichas funciones podrán ser delega: 
das por mandato expreso al Grupo Mercado Común 
en las condiciones establecidas en el inciso VII del 
artículo 14”, 


Aparece aquí otra facultad del Consejo del Merca- 
do Común: la de delegar funciones, relacionadas con 
las negociaciones expresadas. 


V y VI - Los numerales V y VI de este artículo 8” 
expresan que el Consejo de Mercado Común podrá: 
pronunciarse sobre propuestas que le sean elevadas 
por el Grupo Mercado Común o sobre los acuerdos 
que le sean remitidos por reuniones de Ministros, crea- 
das por el Consejo. 


VH. - Puede crear los órganos que estime pertinen- 
tes, modificarlos o suprimirlos. 


Á este respecto, cabe recordar que el “Parágrafo 
único” del artículo 1” expresaba que podrían ser crea- 
dos, en los términos del presente Protocolo, los órga- 
nos auxiliares que fueren necesarios. Esta facultad 
también la tiene el órgano subordinado, Grupo Merca- 
do Común (artículo 14, numeral V). 


VI. - Tiene la atribución de aclarar, cuando lo 
estime necesario, el contenido y alcance de sus Deci- 
siones. El artículo 9” precisa que este órgano se pro- 
nunciará mediante Decisiones, así como el Grupo 
Mercado Común se pronunciará mediante Resolucio- 
nes (artículo 15) y la Comisión de Comercio del MER- 
COSUR mediante Directivas o Propuestas. 


IX. - Designar, luego. de ser elegido por el Grupo 
Mercado Común (artículo 14, numeral XID) al Director 
de la Secretaría Administrativa del MERCOSUR, 


X. - Adoptar decisiones en materia financiera y 
presupuestaria; y, 


XL - Homologar el reglamento interno del Grupo 
Mercado Común. 


El artículo final de esta Sección l es el N” 9, el 
cual determina que el Consejo del Mercado Común se 
pronunciará mediante Decisiones, las que serán obli- 
gatorias para los Estados Partes. 


Es muy importante resaltar el carácter de obligato- 
rias de estas Decisiones, al igual que las Resoluciones 
del Grupo Mercado Común y las Directivas de la Comi- 
sión de Comercio del MERCOSUR (artículos 15 y 20). 
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Esta obligatoriedad es para todos los Estados Par- 
tes, lo que da a ello cierto rango comunitario, pero 
debe tenerse en cuenta que, de conformidad con el 
artículo 37, “Las decisiones de los órganos del MER- 
COSUR serán tomadas por consenso y con la presen- 
cia de todos los Estados Partes”. Cada Estado Parte 
tiene, en consecuencia, un derecho de veto. 


-V- 


La Sección II del Capítulo 1 es “Del Grupo Merca- 
do Común”, 


El artículo 10 dice que “el Grupo Mercado Común 
es el órgano ejecutivo del MERCOSUR”, lo cual esta- 
ba también expresado en el primer párrafo del artículo 
13 del Tratado de Asunción. 


El artículo 11 determina su integración con cuatro 
miembros titulares y cuatro miembros alternos por país, 
designados por los Gobiernos y entre los cuales debe- 
rán constar obligatoriamente representantes de los Mi- 
nisterios de Relaciones Exteriores, de Economía y de 
los Bancos Centrales. Integración semejante se preveía 
en da parte primera del artículo 14 del Tratado de 
Asunción. 


Además se establece que el Grupo será coordinado 
por los Ministerios de Relaciones Exteriores, lo que 
estaba expresado también en el primer inciso del 
artículo 13 del Tratado de Asunción. 


El Grupo Mercado Común “podrá convocar, cuan- 
do lo juzgue conveniente, a representantes de otros 
Órganos de la Administración Pública o de la estructu- 
ra institucional del MERCOSUR, al elaborar y propo- 
ner medidas concretas en el desarrollo de sus trabajos, 
según lo que dispone el artículo 12”. Algo semejante 
se decía en la parte final del artículo 14 del Tratado de 
Asunción, en donde esa facultad se extendía sólo hasta 
el 31 de diciembre de 1994 y podía convocar a repre- 
sentantes del sector privado, lo que no aparece en el 
artículo 12 de este Protocolo. 


El Tratado de Asunción no clarificaba las formas 
en que se podría reunir el Grupo Mercado Común, lo 
que sí hace el artículo 13 del Protocolo de Ouro Preto 
al decir que se podrá reunir ordinaria o extraordinaria- 
mente, todas las veces que fuera necesario en las con- 
diciones establecidas en su Reglamento Interno. 


El artículo 14 dice que “son funciones y atribucio- 
nes del Grupo Mercado Común": 


I. - Velar, dentro de los límites de su competencia, 
“por el cumplimiento del Tratado de Asunción, de sus 
Protocolos y de los acuerdos firmados en su marco”. 
El artículo 13 del Tratado de Asunción sólo se refería 
a “velar por el cumplimiento del Tratado”. 
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II. - Tiene facultad de iniciativa, como en el Trata- 
do de Asunción (artículo 13, inciso 2), ya que puede 
“proponer proyecto de Decisión al Consejo del Merca- 
do Común. 


En el Tratado de Asunción podría proponer medi- 
das concretas, limitadas, tendientes a la aplicación del 
Programa de Liberación Comercial, a la coordinación 
de políticas macroeconómicas y a la negociación de 
acuerdos frente a terceros. Hoy, de acuerdo al numeral 
II del artículo 14, no tiene limitaciones en su facultad 
de iniciativa. 


HI. - Tiene como función “tomar las medidas nece- 
sarias para el cumplimiento de las Decisiones adopta- 
das por el Consejo del Mercado Común”, lo que es 
semejante a lo previsto en el inciso 4” del artículo 13 
del Tratado de Asunción. 


IV. - Fijar programas de trabajo que aseguren avan- 
ces para el establecimiento del Mercado Común (tex- 
tual el inciso 6 del artículo 13 del Tratado de Asunción). 


Y. - Crear, modificar o suprimir órganos tales como 
subgrupos de trabajo y reuniones especializadas, para 
el cumplimiento de sus objetivos. Tiene mayores atri- 
buciones que en el inciso 7 del artículo 13 del Tratado 
de Asunción donde sólo podía constituir subgrupos de 
trabajo. La facultad de crear, modificar o suprimir ór- 
ganos también la tiene el órgano superior Consejo del 
Mercado Común (artículo 8%, numeral! VID. 


VI. - Manifestarse sobre las propuestas O recomen- 
daciones que le fueren sometidas por los demás órga- 
nos del MERCOSUR en el ámbito de sus competencias. 


VII. - Negociar, con la participación de represen- 
tantes de todos los Estados Partes, por delegación 
expresa del Consejo del Mercado Común y dentro de 
los límites establecidos en mandatos específicos con- 
cedidos con esa finalidad, acuerdos del MERCOSUR 
con terceros países, grupos de países y organismos 
internacionales. 


Es el ejercicio de la personalidad jurídica del MER- 
COSUR que el Grupo Mercado Común sólo podrá ejer- 
cer: 1) por delegación del Consejo del Mercado Común, 
2) dentro de los límites de mandatos específicos con- 
cedidos con esa finalidad y 3) con la participación de 
representantes de todos los Estados Partes. 


Se trata de una competencia originaria del Consejo 
del Mercado Común que éste puede delegar en el gru- 
po (artículo 8*, numeral 1V). 


El Grupo Mercado Común cuando disponga de man- 
dato para tal fin, procederá a la firma de los acuerdos. 
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Asimismo, el Grupo Mercado Común podrá dele- 
gar los referidos poderes a la Comisión de Comercio 
del MERCOSUR, cuando sea autorizado por el Conse- 
jo del Mercado Común. 


VIIL - Aprobar la Rendición de Cuentas anual y el 
Presupuesto de la Secretaría Administrativa del MER- 
COSUR, que ésta deberá presentar. 


IX. - Adoptar resoluciones en materia financiera, y 
presupuestaria de acuerdo con las orientaciones ema- 
nadas del Consejo. 


X. - Someter al Consejo del Mercado Común su 
Reglamento Interno. 


XI. - Organizar las reuniones del Consejo del Mer- 
cado Común y preparar los informes y estudios que 
este le solicite. 


XI - Elegir al Director de la Secretaría Adminis- 
trativa del MERCOSUR, el cual será designado por 
el Consejo del Mercado Común (artículo 8”, nume- 
ral IX). 


XUL - Supervisar las actividades de la Secretaría 
Administrativa del MERCOSUR. 


XIV. - Homologar los Reglamentos Internos de la 
Comisión de Comercio y del Foro Consultivo Econó- 
mico-Social. 


De todo lo enumerado, surge que el Grupo Merca- 
do Común, Organo Ejecutivo del MERCOSUR tiene, 
en este Protocolo, mayores facultades que las que le 
correspondían de acuerdo al Tratado de Asunción, las 
que han sido cuidadosamente establecidas. 


El artículo. 14 dice que los pronunciamientos de 
éste Órgano se denominarán resoluciones, que serán 
obligatorias para los Estados Partes, correspondiendo 
tener en cuenta aquí, como en los demás casos lo se- 
ñalado respecto a esa obligatoriedad al tratar la de las 
Decisiones del Consejo del Mercado Común. 


- Vi- 


La Sección MM del Capítulo [ se denomina: “De la 
Comisión de Comercio del MERCOSUR”. 


Esta Comisión, es un Órgano nuevo, no previsto en 
el Tratado de Asunción, que constituye una creación 
positiva, pues se trata de un órgano especializado en la 
materia comercial, lo que permite no sólo un mejor 
tratamiento de estos temas, sino también que los otros 
dos órganos con poder decisorio, puedan prestar ma- 
yor atención a otros aspectos de la integración tan 
importantes come los comerciales, los cuales absor- 
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bían hasta ahora la mayor atención de los referidos 
Órganos. 


Esta Comisión es un órgano encargado de asistir al 
Grupo Mercado Común y a ella compete: 1) velar por 
la aplicación de los instrumentos de política comercial 
común acordados por los Estados Partes para el fun- 
cionamiento de la Untón Aduanera; 2) efectuar el se- 
guimiento y 3) revisar los temas y materias relacionados 
con las políticas comerciales: comunes, con el comer- 
cio INTRA-MERCOSUR y con tercéros países (artícu- 
lo 16). 


Estará integrada por cuatro titulares y cuatro alter- 
nos por Estado Parte y, como en los demás casos, será 
coordinada por los Ministerios de Relaciones Exterio- 
res (artículo 17). 


Sus reuniones serán mensuales o siempre que lo 
soliciten el Grupo Mercado Común o cualquiera de tos 
Estados Partes (artículo 18). 


El artículo 19 determina las funciones y atribucio- 
nes de esta Comisión. 


L - Velar por da aplicación de los instrumentos 
comunes de política comercial INTRA-MERCOSUR 
y con terceros países, organismos internacionales y 
acuerdos de comercio. 


HL. - Debe considerar y pronunciarse sobre solicitu- 
des presentadas por los Estados Partes con respecto a 
la aplicación y cumplimiento del arancel externo co- 
mún y de los demás instrumentos de política comer- 
cial común. 


IM. - Debe efectuar el seguimiento de la aplicación 
de los instrumentos de política comercial común en 
los Estados Partes. 


IV. - Es su atribución analizar la evolución de los 
instrumentos de política comercial común para el fun- 
cionamiento de la Unión Aduanera y formular Pro- 
puestas a este respecto al Grupo Mercado Común. 


V. - También puede tomar decisiones vinculadas a 
la administración y a la aplicación del arancel externo 
común y de los instrumentos de política comercial 
común acordados por los Estados Partes. 


Al decir que podrá tomar decisiones, parece colidir 
con lo dispuesto por el artículo 9” que determina que 
las Decisiones son la forma de pronunciarse el Conse- 
jo del Mercado Común. Creemos esto debe interpre- 
tarse mediante Directivas -forma de pronunciarse 
obligatoria de esta Comisión- y exclusivamente con 
referencia a estos temas, puede tomar determinacio- 
nes. 
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VI. - informar al Grupo Mercado Común -no olvi- 
demos que es el órgano encargado de asistirlo (artícu- 
lo 16)- sobre la aplicación y evolución de los 
instrumentos de política comercial común, sobre la 
tramitación de las solicitudes recibidas y sobre las de- 
cisiones -otra vez la confusión terminológica- adoptas 
respecto de las mismas. 


VII - Proponer al Grupo Mercado Común nuevas 
normas o modificaciones de las normas existentes en 
materia comercial y aduanera del MERCOSUR. Ve- 
mos en este caso una cierta facultad de iniciativa ante 
el Grupo Mercado Común referida exclusivamente a 
estos temas. 


VIM. - Proponer la revisión de las alícuotas arance- 
larias de items específicos del arancel externo común, 
inclusive para contemplar casos referentes a nuevas 
actividades productivas en el ámbito del MERCOSUR, 


IX. - Establecer los comités técnicos necesarios para 
el cumplimiento adecuado de sus funciones y dirigir y 
supervisar las actividades de los mismos. 


X. - Desempeñar las tareas relacionadas a la políti- 
ca comercial común que le solicite el Grupo Mercado 
Común. 


XL - Adoptar el Reglamento interno que deberá ser 
homologado por el Grupo Mercado Común. 


De todo este conjunto de funciones y atribuciones 
se desprende que esta Comisión de Comercio del MER- 
COSUR, actúa siempre en relacionamiento, en cierto 
modo subordinado, con el Grupo Mercado Común, ór- 
gano a quien debe asistir en toda esta materia comer- 
cial (artículo 16). 


El artículo 20 dice que esta Comisión se pronun- 
ciará mediante Directivas o Propuestas y que las Di- 
rectivas son obligatorias para los Estados Partes, por 
lo que corresponde nuevamente tener presente lo ya 
expresado sobre la obligatoriedad al tratar de las deci- 
siones del Consejo del Mercado Común. 


Pero además de las funciones y atribuciones deter- 
minadas en los artículos 16 y 19, el artículo 21 dice 
que corresponderá a esta Comisión la consideración de 
las reclamaciones presentadas por las Secciones Na- 
cional de la Comisión de Comercio del MERCOSUR, 
originadas por los Estados Partes o en demandas de 
particulares -personas físicas o jurídicas- relacionadas 
con las situaciones previstas en los artículos 1? y 25 
det Protocolo de Brasilia, Para la Solución de Contro- 
versias, cuando estuvieran dentro de su área de com- 
petencia, vale decir, de las determinadas por los citados 
artículos 16 y 19. 
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Los artículos referidos del Protocolo de Brasilia 
determinan el ámbito de aplicación del mismo: el 
artículo 1”, las controversias que surjan entre los Es- 
tados Partes sobre la interpretación, aplicación o in- 
cumplimiento de las disposiciones contenidas en el 
Tratado de Asunción, de los acuerdos celebrados en el 
marco del mismo, así como de las decisiones del Con- 
sejo del Mercado Común y de las resoluciones del 
Grupo Mercado Común: y el artículo 25, los reclamos 
efectuados por particulares (personas físicas o jurídi- 
cas) con motivo de la sanción o aplicación, por cual- 
quiera de los Estados Partes, de medidas legales o 
administrativas de efecto restrictivo, discriminatorias 
o de competencia desleal, en violación del Tratado de 
Asunción, de los acuerdos celebrados en el marco del 
mismo, de las decisiones del Consejo del Mercado Co- 
mún o de las resoluciones del Grupo Mercado Común. 


De acuerdo al artículo 21, las acciones de los Esta- 
dos Partes a través del Protocolo de Brasilia y la pre- 
sentación del reclamo ante la Comisión de Comercio 
del MERCOSUR no son excluyentes. Claro está que, 
como se ha dicho, esta Comisión sólo podrá actuar en 
las materias que estuvieran dentro de su área de com- 
petencia, por lo que su campo de acción es más res- 
tringido que el dei Protocolo de Brasilia para la 
Solución de Controversias, 


El procedimiento para tramitar las reclamaciones 
ante la Comisión de Comercio, está previsto en el 
Anexo a este Protocolo de Ouro Preto. 


Se establece un primer análisis por parte de la Co- 
misión de Comercio, con la asistencia, si es necesario, 
de un Comité Técnico. Si no se alcanza el consenso en 
la Comisión, los antecedentes se remiten al Grupo Mer- 
cado Común. 


Si uno u otro órgano resuelven favorablemente el 
reclamo, estableciendo a su vez un plazo para la adop- 
ción por el Estado Parte de las medidas pertinentes, y 
éste no cumpliera, el reclamante podrá acudir al pro- 
cedimiento del Capítulo TV del Protocolo de Brasilia 
(Procedimiento Arbitral). Igual situación se planteará 
en caso de que no pueda arribarse al consenso en nin- 
guno de Jos órganos en cuestión. 


De la armonización de este artículo 21 y el Proto- 
colo de Brasilia, parece inferirse que, en la materia 
propia de esta Comisión de Comercio, este procedi- 
miento sustituiría, si se opta por el camino de esta 
Comisión, los procedimientos previstos en el Protoco- 
lo de Brasilia en los Capítulos 11 y III yéndose. en ese 
caso, directamente al IV. 


En este artículo 21 se recoge una singularidad exis- 
tente en el Protocolo de Brasilia, que de utilizarse 
puede ser muy importante en el camino de la integra- 
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ción: no sólo regula la solución de controversias que 
pudieran plantear los Estados Partes, sino también las 
derivadas de reclamos efectuados por particulares (per- 
sonas físicas o jurídicas) reproduciendo, en este caso, 
una solución novedosa del Protocolo de Brasilia que 
permite el impulso procesal de los propios particu- 
lares. 


Al referirnos a las funciones y atribuciones de este 
órgano, pusimos énfasis en la palabra común, subra- 
yándola para señalar que comienzan a aparecer en los 
documentos ciertas expresiones que conllevan actitu- 
des no individuales de los Estados Partes sino que 
tienen ciertos rasgos comunitarios, Esas atribuciones 
implican la consideración del interés común, de políti- 
cas comunes, o de decisiones o resoluciones o directi- 
vas obligatorias para todos, que en consecuencia son 
comunes para todos. Ello concuerda también con el 
reconocimiento al MERCOSUR de la personería jurí- 
dica, lo que muestra la existencia de un todo, un co- 
mún, diferente a la individualidad de cada uno de los 
Estados Partes. 


Lo señalado es muy importante porque demuestra 
que se empieza a actuar en función de intereses y 
conductas comunes, que convienen a todos y que to- 
dos tendrán interés en defender a medida que se desa- 
rrolle más y más la integración. 


- VU - 


La Sección TY del Capítulo I se denomina: “De la 
Comisión Parlamentaria Conjunta”. 


Esta Comisión Parlamentaria Conjunta, apenas men- 
cionada en el artículo 24 del Tratado de Asunción, que 
no precisaba ni su integración nt sus competencias, ha 
sido mejor delineada en el Protocolo de Ouro Preto, 
que le dedica varios artículos, lo que representa sin 
duda un avance. 


Según el artículo 22 es el órgano representativa de 
los Parlamentos de los Estados Partes en el MERCO- 
SUR, y estará integrada por igual número de Parla- 
mentarios representantes de los Estados Partes (artículo 
23). Precisar esta integración resúlta importante, pues- 
to que, en conversaciones informales mantenidas en 
algunas de las anteriores reuniones de la Comisión, 
algunos partamentarios de los países mayores, han in- 
sinuado, para el futuro, una integración proporcional 
al número de habitantes de cada país, lo que no es 
conveniente para los intereses de los Estados poco po- 
blados, como el nuestro. 


Los integrantes de la Comisión Parlamentaria Con- 
junta serán designados de acuerdo a los procedimien- 
tos internos de cada Parlamento (artículo 24). 


22 de Agosto de 1995 


22 de Agosto de 1995 


Las funciones de la Comisión, según los artículos 
25 y 26 son: 1) procurar acelerar los procedimientos 
internos en los Estados Partes para la pronta entrada 
en vigor de las normas emanadas de los Órganos del 
MERCOSUR, previstos en el artículo 2” de este Proto- 
colo; 2) coadyuvar en la armonización de las legisla- 
ciones, según los requerimientos del proceso de 
integración; 3) examinar temas prioritarios, cuando fue- 
re necesario, a solicitud del Consejo del Mercado Co- 
mún; 4) remitir recomendaciones al Consejo por 
intermedio del Grupo Mercado Común. 


Et artículo 27 determina que la Comisión Parla- 
mentaria adoptará su Reglamento Interno, el cual ya 
fue hecho con anterioridad al Protocolo de Ouro Preto 
y ha servido de fuente para las disposiciones recogidas 
en él. 


Es de hacer notar, que el referido reglamento prevé 
- que la Comisión Parlamentaria solicite información a 
los órganos institucionales del MERCOSUR, lo que no 
fue recogido por el Protocolo en estudio. 


- VIH - 


La Sección Y del Capítulo 1 se denomina: “Del 
Foro Consultivo Económico-Social”. 


Es otro de los nuevos órganos creados por el Proto- 
colo, el cual es caracterizado por el artículo 28 como 
“el órgano de representación de los sectores económi- 
cos y sociales” y estará integrado por igual número de 
representantes de cada Estado Parte. 


Aparece en cierta manera como órgano consultivo 
del Grupo Mercado Común, al cual puede dirigir Re- 
comendaciones (artículo 29) y al que deberá someter 
su Reglamento Interno para su homologación (artículo 
30). 


-IX- 


La Sección VI del Capítulo I es denominada: “De 
la Secretaría Administrativa del MERCOSUR”. 


Esta Secretaría es el órgano de apoyo operativo de 
todo el MERCOSUR y no solamente del Grupo Mer- 
cado Común como lo determinaba el artículo 15 del 
Tratado de Asunción. Tendrá sede permanente en Mon- 
tevideo y será responsable de la prestación de servi- 
cios a los demás órganos del MERCOSUR (artículo 
31). 


Desempeñará actividades como: 1) archivo de la 
documentación del MERCOSUR; 2) publicación y di- 
fusión de las normas adoptadas en el marco del MER- 
COSUR,; 3) realizar las traducciones auténticas en 
español y portugués de todas las decisiones adoptadas 
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por los órganos; 4) editar el Boletín Oficial del MER- 
COSUR, que se crea por este protocolo; 5) organizar 
los aspectos logísticos de las reuniones del Consejo 
del Mercado Común, del Grupo Mercado Común y de 
la Comisión de Comercio del MERCOSUR y, dentro 
de sus posibilidades, de los demás órganos del MER- 
COSUR, cuando se celebren en su sede permanente. 
En las que se realicen fuera de ta misma, proporciona- 
rá apoyo al Estado en el que se realice la reunión; 6) 
informar regularmente a los Estados Partes sobre las 
medidas implementadas por cada país para incorporar 
en su ordenamiento jurídico las normas emanadas de 
los órganos del MERCOSUR con capacidad decisoria, 
previstos en el artículo 2; 7) registrar las listas nacio- 
nales de árbitros y expertos, así como desempeñar otras 
tareas determinadas .por el Protocolo de Brasilia Para 
la Solución de Controversias; 8) desempeñar las tareas 
que le soliciten el Consejo del Mercado Común, el 
Grupo Mercado Común y la Comisión de Comercio 
del MERCOSUR; 9) elaborar su proyecto de presu- 
puesto que deberá ser aprobado por el Grupo Mercado 
Común; 10) ejecutar el referido presupuesto; y 11) 
presentar anualmente su rendición de cuentas y un ín- 
forme sobre sus actividades al Grupo Mercado Común 
(artículo 32). 


Estará a cargo de un Director, nacional de uno de 
los Estados Partes, electo por el Grupo Mercado Co- 
mún, en forma rotativa, previa consulta a los Estados 
Partes, y designado por el Consejo del Mercado Co- 
mún. Tendrá un mandato de dos años y no podrá ser 
reetecto. 


-X- 
El Capítulo ll se titula “Personalidad Jurídica”. 


“Tal vez uno de los aspectos más importantes del 
Protocolo de Ouro Preto, sea el establecimiento de la 
Personalidad Jurídica de Derecho Internacional del 
MERCOSUR, en virtud de la cual podrá realizar todos 
los actos necesarios para el cumplimiento de sus obje- 
tivos, tales como contratar, comparecer en juicio, etc. 
Podrá además, el MERCOSUR, adquirir o enajenar 
bienes muebles o inmuebles, conservar fondos y hacer 
transferencias (artículos 34 y. 35). 


El artículo 36 dice que el MERCOSUR celebrará 
acuerdos de sede. 


- X]I- 


Otro de los capítulos muy importantes del Protoco- 
lo de Ouro Preto es el IM que regula el “Sistema de 
Toma de Decisiones”. 


Las decisiones de los órganos del MERCOSUR se- 
rán tomadas por consenso y con la presencia de todos 
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los Estados Partes (artículo 37), lo que le da a cada 
uno de ellos una especie de derecho de veto. 


Igual sistema establecía el artículo 16 dei Tratado 
de Asunción, pero con la diferengia de que se refería 
únicamente a las decisiones del Consejo del Mercado 
Común y del Grupo Mercado Común y sólo durante el 
período de transición hoy terminado. 


De acuerdo con el artículo 37 el sistema de deci- 
siones es general y no sólo limitado a dos órganos del 
MERCOSUR. 


- XI! - 


Otro capítulo innovador y de mucha importancia es 
el IV: “Aplicación Interna de las Normas Emanadas 
de los Organos del MERCOSUR”. 


Los Estados Partes se comprometen a adoptar to- 
das las medidas necesarias para asegurar, en sus res- 
pectivos territorios, el cumplimiento de las normas 
emanadas de los órganos del MERCOSUR previstos 
en el artículo 2", esto es el Consejo del Mercado Co- 
mún, el Grupo Mercado Común y la Comisión de Co- 
mercio del MERCOSUR (artículo 38). 


Si bien esto no determina la supranacionalidad de 
las decisiones obligatorias de estos órganos, ya que 
será cada Estado el que deberá tomar las medidas ne- 
cesarias de acuerdo con su ordenamiento jurídico in- 
terno, para asegurar su cumplimiento en su territorio, 
se está muy cerca de ello. El artículo 40 establece un 
procedimiento muy especial para garantizar la vigen- 
cia simultánea de las normas, en cada país. 


Los Estados están obligados a informar a la Secre- 
taría Administrativa del MERCOSUR las medidas 
adoptadas (artículo 38). 


Se deben publicar en el Boletín Oficial del MER- 
COSUR, en español y portugués, el tenor de las Deci- 
siones del Consejo del Mercado Común, de las 
Resoluciones del Grupo Mercado Común, de la Direc- 
tiva de la Comisión de Comercio del MERCOSUR y 
de los Laudos Arbitrales de solución de controversias, 
así como cualquier acto que el Consejo o el Grupo 
entiendan necesario atribuirle publicidad oficial (ar- 
tículo 39). 


Una vez adoptadas las medidas internas necesarias, 
cada Estado Parte lo comunicará a la Secretaría Admi- 
nistrativa, que pondrá dicha circunstancia en conoci- 
miento de cada uno de ellos, una vez que todos los 
miembros hayan hecho lo propio. Las normas entrarán 
en vigor simultáneamente en los Estados Partes 30 
días después de la fecha de comunicación efectuada 
por la Secretaría Administrativa. Los Estados Partes, 
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dentro del plazo mencionado, darán a publicidad el 
inicio de la vigencia de las referidas normas, por inter- 
medio de sus Diarios Oficiales (artículo 40). 


- XIHMI - 


El Capítulo V precisa las “Fuentes Jurídicas del 
MERCOSUR”. 


Ellas son: 1) El Tratado de Asunción, sus protoco- 
los y los instrumentos adicionales o complementarios; 
2) los acuerdos celebrados en el marco del Tratado de 
Asunción y sus protocolos; 3) Las Decisiones del Con- 
sejo del Mercado Común, las Resoluciones del Grupo 
Mercado Común y las Directivas de la Comisión de 
Comercio del MERCOSUR, adoptadas desde la entra- 
da en vigor del Tratado de Asunción (artículo 41). 


El artículo 42 dice claramente que “las normas ema- 
nadas de los órganos del MERCOSUR previstos en el 
artículo 2” de este Protocolo tendrán carácter obligato- 
rio y, cuando sea necesario, deberán ser incorporadas 
a los ordenamientos jurídicos nacionales mediante los 
procedimientos previstos por la legislación de cada 
país”. 


- XIV - 


El Capítulo VI refiere al “Sistema de Solución de 
Controversias”. 


Las controversias que surgieran entre los Estados 
Partes sobre la interpretación, aplicación o incumpli- 
miento de las disposiciones contenidas en el Tratado 
de Asunción, de los acuerdos celebrados en el marco 
del mismo, así como de las Decisiones del Consejo del 
Mercado Común, de las resoluciones del Grupo Mer- 
cado Común y de las Directivas de la Comisión de 
Comercio del MERCOSUR, serán sometidas a los pro- 
cedimientos del Protocolo de Brasilia, quedando in- 
corporadas a los artículos 19 y 25 del mismo las 
Directivas de la Comisión de Comercio del MERCO- 
SUR (artículo 43). 


El artículo 44 determina que antes de culminar el 
proceso de convergencia del Arancel Externo Común, 
los Estados Partes revisarán el actual sistema de sotu- 
ción de controversias con miras a la adopción de un 
sistema permanente. 


-KV- 
El Capítulo VIH se titula “Presupuesto”. 
La Secretaría Administrativa del MERCOSUR con- 


tará con un presupuesto que será financiado, en partes 
iguales, por contribuciones de los Estados Partes. 


22 de Agosto de 1995 
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- XVI - 


El Capítulo VIH se denomina “Idiomas”, y estable- 
ce, en el artículo 46, que los idiomas oficiales del 
MERCOSUR son él español y el portugués y que la 
versión oficial de los documentos de trabajo será la 
del idioma del país sede de cada reunión. 


- XVII - 


El Capítulo IX, “Revisión”, consta de un solo 
artículo, el 47, que dice que cuando lo juzguen opor- 
tuno, los Estados Partes convocarán a una conferencia 
diplomática con el objetivo de revisar la estructura 
institucional del MERCOSUR. 


- XVII - 


E! Capítulo X determina la “Vigencia del Protoco- 
lo”, expresando, en el artículo 48, que es parte inte- 
grante del Tratado de Asunción, que tendrá una 
duración indefinida y que entrará en vigor 30 días 
después de la fecha de depósito del tercer instrumento 
de ratificación, el que deberá hacerse ante el Gobierno 
de la República del Paraguay, el cual notificará a los 
demás Gobiernos de los Estados Partes la fecha del 
depósito de los instrumentos y la de entrada en vigor 
del presente Protocolo (artículo 49). 


En materia de adhesión o denuncia, regirán las 
normas establecidas por el Tratado de Asunción (ar- 


tículo 50). 
- XIX - 


El Capítulo XI establece una única' “Disposición 
Transitoria”, en el artículo 5l, que expresa que la es- 
tructura institucional prevista en el Tratado de Asun- 
ción, se mantendrá hasta la entrada en vigencia de este 
Protocolo. 


KK = 


El Capítulo XII trata de “Disposiciones Genera- 
les”, la primera de las cuates (artículo 52) es que el 
presente Protocolo será denominado “Protocolo de Ouro 
Preto”. 


Asimismo, por el artículo 53 quedan derogadas to- 
das las disposiciones del Tratado de Asunción, que 
estén en conflicto con los términos del presente Proto- 
colo y con el contenido de las decisiones aprobadas 
por el Consejo del Mercado Común durante el período 
de transición ya finalizado, 


- XXI - 


El Protocolo de Ouro Preto y su Anexo constituyen 
un avance en el proceso de integración al perfeccionar 
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las normas fundacionales del Tratado de Asunción, 
mejorando su estructura institucional y precisando con- 
ceptos y normas, lo que permitirá seguir avanzando 
con seguridad en el desarrollo de la integración que 
nuestros países vienen realizando con total éxito, 


Por todo lo expuesto, esta Comisión aconseja al 
Senado la aprobación del artículo único por el cual se 
aprueba el Protocolo Adicional al Tratado de Asun- 
ción sobre la estructura institucional del MERCOSUR 
-Protocolo de Ouro Preto- y su. Anexo, suscritos en la 
ciudad de Ouro Preto, República Federativa del Brasil, 
el 17 de diciembre de 1994, 


Sala de la Comisión, 10 de agosto de 1995. 


Carlos Julio Pereyra (Miembro Informan- 
te), Alberto Couriel, Sergio Chiesa, Reinaldo 
Gargano, Rafael Michelini, Pablo Millor, 
Américo Ricaldoni. Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el Proyecto de Ley. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Pereyra. 


SEÑOR PEREYRA. - Como se recordará, al menos por 
quienes integrábamos el Senado en la Legislatura anterior, el 
Proyecto de Ley que tenemos en consideración ya fue apro- 
bado por este Cuerpo el 1? de febrero de 1995. 


En esa oportunidad, algunos señores Senadores entendie- 
ron que se debía agregar, luego de la aprobación del Protoco- 
lo, un artículo aditivo referido al discutido tema de la 
integración de los controles aduaneros en el país, 


Por sugerencia del señor Senador Ricaldoni, se incorporó 
un artículo 2” que decía lo siguiente: “Declárase que la apro- 
bación de los dos Protocolos precedentemente mencionados, 
en modo alguno convalida la legalidad de los Decretos de 29 
y 30 de diciembre de 1994 sobre tramitación aduanera, ni 


significa dejar sin efecto la vigencia de los artículos 2" y 9” 


de la Ley N” 10.000, de 10 de enero de 194! y el artículo 16 
de la Ley N” 12.670, de 17 de diciembre de 1959”. 


Este artículo fue aprobado por mayoría en el Senado y el 
Proyecto pasó a la Cámara de Representantes y a ésta la 
sorprendió la finalización del período de Gobierno. El Poder 
Ejecutivo ha reiterado el Mensaje. pero sin el artículo aditivo 
que le incorporara el Senado. Y es así que hoy tenemos que 
resolver sobre el Tratado que establece el Protocolo de Ouro 
Preto, firmado el 17 de diciembre de 1994. 


En el artículo 18 del Tratado de Asunción ya se establecía 
que antes del 31 de diciembre de 1994 habría una reunión 
extraordinaria de los representantes de los Estados Partes para 
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proyectar la estructura institucional definitiva y proceder a la 
creación de los órganos del MERCOSUR, definición de sus 
atribuciones y del sistema de adopción de decisiones. Todos 
estos aspectos están contenidos en este Protocolo. 


. Como se recordará, cuando se aprobó en el Senado el 
Tratado de Asunción, uno de los aspectos que se remarcaron 
fue que era éste un Tratado Marco. Podríamos decir que ese 

. marco se llena hoy. con diversas resoluciones que atañen al 
funcionamiento del MERCOSUR. 


El documento está dividido en Capítulos que, au su vez, 
contienen artículos que definen los aspectos que se acordó 
incluir en este Tratado. De esta manera, el Capítulo 1 refiere 
a la denominación de las autoridades, es decir, determina la 
estructura de los órganos con que contará el MERCOSUR. El 
Consejo del Mercado Común y el Grupo Mercado Común ya 
habían sido creados en el Tratado madre de Asunción; la 
Comisión de Comercio del MERCOSUR, por su parte, apare- 
ce mencionada sin concretarse sus facultades. Luego surgen 
como creaciones nuevas la Comisión Parlamentaria Conjun- 
ta, el Foro Consultivo Económico-Social y la Secretaría Ad- 
ministrativa del MERCOSUR. 


Al final del artículo 1? se establece, además, que podrán 
ser creados, en los términos del presente Protocolo, los órga- 
nos auxiliares que fueren necesarios para la consecución de 
los objetivos del proceso de integración. 


El Capítulo Il alude a la capacidad de decisión a nivel 
intergubernamental. Tienen dicha capacidad decisoria el Con- 
sejo del Mercado Común y el Grupo Mercado Común, así 
como la Comisión de Comercio del MERCOSUR. 


En la Sección | se establece -como es obvio- que el Con- 
sejo del Mercado Común es el órgano superior del MERCO- 
SUR, y se define que le incumbe la conducción política del 
proceso de integración. 


El artículo 4” hace mención a quiénes integrarán el Con- 
sejo del Mercado Común que, como se sabe, son los Minis- 
tros de Economía y Finanzas y Relaciones Exteriores o sus 
equivalentes en los Estados Partes. 


El artículo 5” tiene relación con la Presidencia del Conse- 
jo, que será ejercida por rotación entre los Estados Partes. 


El artículo 6” refiere a las reuniones a realizarse cada vez 
que se estime oportuno, por lo menos una vez por semestre, 
con la participación de los Presidentes de los Estados Partes. 


El artículo 7” tiene que ver con la coordinación de las 
reuniones. 


El artículo 8” está vinculado a las funciones y atribucio- 
nes del Consejo del Mercado Común. Entre los diversos nu- 
merales que contiene, me interesa destacar el 4%. que expresa 
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que dicho Organismo podrá negociar y firmar acuerdos, en 
nombre del MERCOSUR, con terceros países, grupos de paí- 
ses y organismos internacionales. Es obvia la importancia de 
esta disposición para la relación comercial con el resto del 
mundo. 


El artículo 9? establece la obligatoriedad de las decisiones 
que adopte el Consejo del Mercado Común. 


El artículo 10, que ya estaba previsto en el artículo 13 del 
Tratado de Asunción, establece que el Grupo Mercado Co- 
mún es el órgano ejecutivo del MERCOSUR. 


El artículo 11 se refiere a la integración del Grupo Merca- 
do Común, a la que ya se aludía en el artículo 14 del Tratado 
de Asunción. 


El artículo 12 habla de las facultades y procedimientos 
del Grupo Mercado Común. 


El artículo 13 hace alusión a las reuniones ordinarias y 
extraordinarias de] Organismo citado en el artículo anterior. 


El artículo 14 enumera las funciones y atribuciones del 
Grupo Mercado Común. 


En la Sección HI, el artículo 16 menciona las competen- 
cias de la Comisión de Comercio del MERCOSUR. Toda 
esta Sección se refiere a dicho Organismo. 


El artículo 17 se refiere a la integración de la Comisión 
de comercio del MERCOSUR. 


El artículo 18 tiene que ver con el número mínimo de 
reuniones que deberá realizar a solicitud de los Estados Parte, 
en cada oportunidad en que así se requiera. 


El artículo 20 define a la Comisión de Comercio del MER. 
COSUR, sus facultades, etcétera. 


La Sección FV está destinada a la Comisión Parlamentaria 
Conjunta, Órgano representativo de los Parlamentos de los 
Estados Parte. El artículo 23 habla de la integración de dichu 
Comisión. El artículo expresa que los integrantes de la Comi- 
sión Parlamentaria Conjunta serán designados por los respec- 
tivos Parlamentos, deacuerdo con los procedimientos internos. 


El artículo 25 se refiere a sus cometidos, el 26 al destino 
de sus decisiones y el 27 a la reglamentación interna. 


La Sección V está referida al Foro Consultivo Económico 
y Social. El artículo 28 dice que éste es el órgano de repre- 
sentación de los sectores económicos y sociales y que estará 
integrado por igual número de representantes de cada Estado. 
Las funciones de este Fora Consultivo se describen en el 
artículo 29. 
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El artículo 30 establece el reglamento de funcionamiento 
de este organismo, que someterá el Consejo Interno del Gru- 
po Común para su homologación. 


La Sección VI está destinada a lo referente a la Secretaría 
Administrativa del MERCOSUR, a la prestación de servicios 
y lugar de trabajo, como es conocido, su sede permanente 
está establecida en Montevideo. 


El artículo 32 describe la actividad de dicha Secretaría. El 
33 tiene que ver con la integración, elección de la Secretaría 
y duración de los integrantes y sus cometidos. 


El artículo 34 se refiere a la personalidad jurídica del 
MERCOSUR. El 36, al sistema de toma de decisiones que 
serán adoptadas por consenso y con la presencia de todos los 
Estados Parte, como lo establece el artículo 37. 


El Capítulo IV se refiere a la aplicación interna de las 
normas emanadas de los órganos del MERCOSUR y estable- 
ce que los Estados Parte se comprometen a adoptar todas las 
medidas necesarias para asegurar a sus respectivos territorios 
el cumplimiento de las normas dictadas por los órganos del 
MERCOSUR previstos en el artículo 2? de este Protocolo. 
Esta norma, como algunas otras, aparece con vigencia en la 
legislación interna de los Estados Parte y aquí podríamos ver 
cómo Se empieza a percibir una especie de derecho suprana- 
cional que dio motivo a una larga discusión en la Comisión 
que estudió el Proyecto de Reforma Constitucional en la Le- 
gislatura pasada, sobre si era conveniente incorporar o no, a 
la Constitución Nacional, el camino que abriera las posibili- 
dades de que las decisiones del MERCOSUR tuvieran una 
jerarquía de norma jurídica igual o superior a las leyes nacio- 
nales. Naturalmente, este es un problema técnico pero cree- 
mos que la consolidación del MERCOSUR va hacia la 
creación de normas de este carácter. 


El Capítulo V tiene que ver con las fuentes jurídicas del 
MERCOSUR y las establece a la obligatoriedad de incorpo- 
ración de los ordenamientos jurídicos en cada país. 


El Capítulo VI se refiere al sistema de soluciones de con- 
troverslas, que fue uno de los temas que se objetó en el 
Senado cuando se aprobó el Tratado Marco de Asunción. 
Entonces, quedaba librado al consenso y luego, el Protocolo 
de Brasilia dio los instrumentos para la dilucidación de las 
controversias cuando no se lograra el consense referido cosa 
que, además, se reitera en la parte final de este documento, 
fundamentalmente en el anexo que se refiere a ese tema. 


No voy a abundar en un asunto que ya ha sido estudiado 
en dos oportunidades a través de la Comisión de Asuntos 
Internacionales del Senado y que, además, viene precedido 
de un informe escrito en el que se detalla, con aprobación de 
la Comisión, el alcance de cada uno de los capítulos y artícu- 
los que contiene el citado Protocolo por lo cual, en nombre 
de la Comisión de Relaciones Exteriores, aconsejamos ai Cuer- 
po la aprobación de este Proyecto de Ley. 
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SEÑOR HIERRO LOPEZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. ; : 


SEÑOR HIERRO LOPEZ. - Quisiera hacer una breves 
reflexiones que tienen que ver con temas conexos al Protoco- 
lo de Ouro Preto, pero que pueden ser de interés para que el 
Senado los tenga en cuenta. 


En primer término, creo que es oportuno indicar que es 
conveniente que el Senado esté dando consenso para aprobar 
el Protocolo, dado que el MERCOSUR se encuentra en una- 
etapa en la que se hace imprescindible reforzar sus institucio- 
nes, a los efectos de que estén en condiciones de resolver o 
prever los pleitos, para que este Mercado Común no sea un 
MERCOSUR de hecho, que permite los acuerdos de los gran- 
des países y en el cual, los más pequeños no tienen las garan- 
tías del proceso que las comunidades de esta índole de 
integración requieren. Por lo tanto, aprobar el Protocolo de 
Ouro Preto, garantiza al Uruguay en el sentido de contar con 
esos procedimientos que aseguren el reforzamiento de las 
instituciones del MERCOSUR. Evidentemente, esto es bien- 
venido para nuestro país y, seguramente, para nuestros pue- 
blos. 


En segundo lugar, me siento obligado a trasmitir al Cuer- 
po algunas recomendaciones de la Comisión Parlamentaria 
Conjunta que es, precisamente, uno de los órganos del MER- 
COSUR que instaura el Protocolo de Ouro Preto. Esta se ha 
reunido en Asunción del Paraguay en estos días e incluso, 
mantuvo una reunión con los Jefes de Estado y con los Can- 
cilleres, en lo que es el inicio de una actividad de esta Comi- 
sión en procura de mantener una fuerte presencia política en 
las instituciones del Mercado Común. Como los señores Se- 
nadores sabrán, esta Comisión tiene una finalidad consultiva 
y no decisoria, pero aun así es la expresión política de nues- 
tros Parlamentos y en esa medida, se procura que tenga una 
mayor capacidad de comunicación y vinculación con los otros 
órganos del MERCOSUR a los efectos de plantear de forma 
más fluida y eficiente las propuestas que hagan sus represen- 
tantes. 


Quisiera leer alguna de estas recomendaciones, con las 
cuales no necesariamente coincido en su totalidad, pero es mi 
función difundirlas en cuanto le corresponde al Uruguay ejer- 
cer en estos días la presidencia “pro tempore” de la Comisión 
Parlamentaria Conjunta. En ella se solicita comunicar al Con- 
sejo del Mercado Común que cuando sea oportuno -y, natu- 
ralmente, no es en esta circunstancia- estudie la posibilidad 
de modificar el artículo 26 del Protocolo de Ouro Preto. 


Esta disposición establece un mecanismo interno de co- 
municación, por el que se obliga a la Comisión Parlamentaria 
Conjunta a comunicarse con el Consejo del Mercado Cotnún 
a través del Grupo del Mercado Común. Como es sabido, 
este último deriva de los Ministerios de Economía y de los 
Bancos Centrales y se entendió que es un grupo técnico, con 
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capacidad resolutiva pero con un nivel jerárquico secundario. 
Por lo tanto, se pensó que era oportuno, en las circunstancias 
en que los Parlamentos Jo consideren más conveniente, pro- 
ceder a la mencionada modificación, para que la Comisión 
Parlamentaria Conjunta se comunique directamente con el 
Consejo del Mercado Común. Se habló del necesario equili- 
brio entre los Poderes del Estado, la armonía de los mismos, 
y se dijo que sujetar las comunicaciones de la Comisión Par- 
lamentaria Conjunta a un grupo técnico, aparentemente, le 
restaba a ésta las potestades que tiene. 


Por otra parte, me parece oportuno informar al Cuerpo 
que se nos ha encomendado que los Parlamentos podamos 
dar pasos de iniciativa para la instalación de las secciones 
nacionales del Foro Consultivo Económico y Social. Este 
Organo del MERCOSUR fue establecido, precisamente, por 
el Protocolo que vamos a votar. Sin embargo, en éste no se 
describe el mecanismo de representación por el que se va a 
integrar dicho Foro. Es por eso que se ha solicitado a los 
Parlamentos que actúen como “motores de arranque” de la 
instalación de las secciones nacionales de los Foros Consulti- 
vos Económicos y Sociales. En estos días, estamos dando 
pasos tendientes a la instalación de la sección uruguaya del 
Foro Consultivo Económico y Social. 


La última apreciación que considero de interés y que estu- 
vo presente en todas nuestras discusiones en Asunción, tiene 
que ver con el rol político que los Parlamentos, los partidos 
políticos y los dirigentes debemos desarrollar en esta instan- 
cia de la arquitectura del MERCOSUR. Es evidente que el 
mayor peso, en lo que se refiere al acercamiento comercial, 
económico y político, le corresponde a las Gobiernos de nues- 
tros Estados. Los Parlamentos, que por ahora no tienen una 
capacidad decisoria, pero sí una facultad de asesoramiento y 
consulta, pueden desempeñar un papel político muy impor- 
tante en lo relativo a una mayor comprensión por parte de 
nuestra gente de los factores económicos que tienen una par- 
ticipación muy influyente en los procesos de integración. 


En la reunión de Asunción se habló de la necesidad de 
acercar las demandas urgentes y cotidianas de nuestros pue- 
blos a estos esfuerzos de la integración regional. Se dijo que, 
eventualmente, existe cierta distancia entre las demandas y 
las urgencias de los pueblos y los esfuerzos que hacen los 
gobiernos, a través de estos tratados, protocolos y dificultosas 
negociaciones comerciales. En consecuencia, resulta impres- 
cindible establecer un eslabón de confianza entre la gente y 
el MERCOSUR. para que éste sea realmente un ámbito de 
integración más viable e inmediata. 


A este respecto, la Comisión Parlamentaria Conjunta re- 
comendó a los Parlamentos que, apenas sea posible, desarro- 
llen acciones de convencimiento ante la opinión pública, 
precisamente para que ésta tenga mejores elementos de juicio 
a fin de comprender los problemas económicos de otros paí- 
ses que pueden repercutir negativamente en nuestras socieda- 
des, para tratar de articular los intereses corporativos de las 
sociedades y, además, para establecer un más fuerte lazo de 
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confianza entre los pueblos y las instituciones del MERCO- 
SUR. 


Si bien Jo que he señalado no figura en ningún protocolo 
ni tratado y es una sugerencia que surge de la propia Comi- 
sión Parlamentaria Conjunta, nos parece de interés que los 
Parlamentos y los partidos políticos podamos nutrir al MER- 
COSUR de un sentido que lo vincule más a la realidad social, 
cultural y económica de nuestros pueblos. Asimismo, no sólo 
querríamos una integración que tenga que ver con la puja 
comercial de los aranceles y las cuestiones tributarias, que 
son tan complejas, sino también contribuir desde nuestro ám- 
bito de acción a que sea un proceso más completo, social. 
cultural, intelectual, histórico y político, en que los Parla- 
mentos sin duda tendrán una actividad muy fecunda para 
desarrollar en los próximos tiempos. 


Estas son algunas de las apreciaciones que se volcaron en 
la reunión de Asunción y me parecía importante darlas a 
conocer al Cuerpo en esta instancia, 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Con respecto a la creación de la 
Comisión Consultiva representativa de los Parlamentos de los 
Estados Parte, al final de su exposición el señor Senador 
Hierro López mencionó una serie de aspiraciones que refie- 
ren a exhortaciones o tareas educativas, culturales o de pre- 
paración de los pueblos y de los agentes para la participación 
en el MERCOSUR. Desde que comenzó a tratarse en este 
Cuerpo la formación del Mercado Común, ya previmos la 
función importante que debía cumplir cada Parlamento para 
adaptar su Legislación interna a las disposiciones que ema- 
nen de los organismos del MERCOSUR. Evidentemente, se 
va a provocar una especie de choque o confrontación entre 
las disposiciones que comprometen a los Estados del MER- 
COSUR y la Legislación interna de cada país. Como ya seña- 
tamos, algo de eso se quiso prever en la Comisión que estudió 
el tema de la reforma constitucional en la pasada Legislatura. 
Sin embargo, al crearse esta Comisión Interparlamentaria, me 
pregunto si no sería posible conversar sobre la necesidad de 
que la Comisión de Asuntos Internacionales reciba un infor- 
me periódico y, conjuntamente con la Comisión de Constitu- 
ción y Legislación, para observar el proceso e intentar una 
armonización o derogación de la Legislación interna que se 
oponga a las decisiones que vayan tomando los distintos ór- 
ganos del MERCOSUR. 


Planteo esta reflexión a fin de que los señores Senadores 
piensen sobre el tema y estudien la forma de dar intervención 
al Parlamento en algo que. en determinado momento, puede 
llegar a ser preocupante. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dar. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Señalo que vamos a 
votar con particular satisfacción la ratificación de este Proto- 
colo más aliá de los aspectos de corte anecdótico de índole 
personal por haber contribuido de alguna manera, a la elabo- 
ración de este documento, a los trabajos que insumieron bas- 
tante tiempo y, sobre todo, :a las negociaciones; estamos 
convencidos de que éste tiene una significación muy impor- 
tante para el Uruguay. 


Todos sabemos que las normas jurídicas no hacen “per 
se” a la integración y abundante experiencia que ha tenido 
América Latina en este tipo de intentos, creyendo que con 
impulsos voluntaristas de acuerdos, protocolos y toda una 
parafernalia de normas se puedan provocar resultados econó- 
micos y sociales. 


El MERCOSUR optó por una estrategia distinta -a mi 
juicio, sabiamente- al provocar la realidad y de alguna mane- 
ra hacerla avanzar, para luego cortar la tela jurídica a la 
medida. Más allá de eso, cabe destacar que nos encontrába- 
mos en una etapa donde era muy importante la introducción 
de ciertas normas jurídicas, porque eso es lo que da garantía, 
da la certeza del contrato, no sólo para todos los actores, sino 
para aquellos que tienen una dimensión relativamente menor, 
quienes encuentran en ellas los instrumentos de defensa de 
sus derechos e intereses, que no están en las palancas que 
emergen de su poderío económico. 


Para nosotros, es de particular importancia ir poniendo 
algunas piezas jurídicas en esta estructura que se va montan- 
do, porque se trata de un tema difícil para el país, y sobre 
todo para su diplomacia. A lo largo de los últimos años, se ha 
aceptado con muy buen criterio que estas normas deben estar 
por encima de los sucesivos gobiernos y ser realmente una 
política de Estado. 


Reitero que esta materia es particularmente difícil. Por un 
lado, se debe cuidar que un avance normativo muy frondoso 
acabe por ahogar ese progreso de la realidad. Por otra 
parte -teniendo en cuenta los intereses de nuestro país- el 
avance jurídico, como ya dije, de alguna manera es necesa- 
rio, porque configura una situación de mayor garantía y cer- 
teza, en la medida en que al entrar en una negociación de 
temas jurídicos, se corre el riesgo de que se vaya plasmando 
el peso relativo menor de nuestro país. Por lo tanto, quizá sea 
más difícil la negociación jurídica que la económica o la 
comercial porque, repito, se pueden ir plasmando realidades 
de pesos específicos diferentes, 


Los documentos que tenemos para su ratificación son im- 
perfectos, y si se analizan con un criterio exclusivamente 
jurídico, formal o técnico-jurídico, se verá que en algunos 
aspectos son imprecisos o se podrá apreciar que son fruto de 
transacciones; pero en esa difícil tarea diplomática -que el 
Parlamento siempre debe tener presente- me parece que se ha 
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actuado con bastante sabiduría. Inclusive, esa imperfección 
que tos textos tienen, es sabia, en el sentido de que no preten- 
de ir mucho más allá de la reálidad, sino dar un tiempo de 
análisis a los países para ver cómo evolucionan los hechos y 
luego ajustar o completar la estructura jurídica. En ese senti- 
do, debemos ser conscientes y no alarmarnos excesivamente 
si en el futuro la vida de estos textos muestra “baches” o 
lagunas; es más, debemos hacerlos objeto de nuestro segui- 
miento a los efectos de irlos perfeccionando. 


En lo que tiene que ver con los conceptos vertidos por el 
señor Senador Hierro López, me parece -es una opinión per- 
sonal- que de nosotros deberían partir diferentes actitudes: 
una de prudencia, para ver cómo evoluciona esta realidad, no 
siendo demasiado exigentes; otra de comprensión hacia aque- 
llos que aplican o van a aplicar estos textos imperfectos y 
continuarán progresando en las negociaciones, porque tienen 
una tarea muy difícil, y una actitud de apoyo a quienes desde 
el Poder Ejecutivo cumplen estas tareas. Diría más: sería 
necesario seguir y conocer la marcha o la vida de estas insti- 
tuciones y normas, para en el momento oportuno -y no hay 
fórmulas matemáticas para ello- buscar que el Parlamento 
pudiera hacer una contribución -en lo que es su materia- de 
tipo legislativo al MERCOSUR. 


Esas son mis preocupaciones, sin desmerecer otros temas 
mencionados por el señor Senador Hierro López. Me parece 
que en esa combinación de prudencia, practicidad, seguimiento 
e información, puede estar nuestro mayor aporte a ésta, que 
sin duda es la aventura de mayor trascendencia que nuestro 
país tiene por delante. 


SEÑOR HIERRO LOPEZ. - ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Se- 
nador 


SEÑOR HIERRO LOPEZ. - Deseo indicar que estoy de 
acuerdo con lo que dice el señor Senador Posadas Montero en 
cuanto a la actitud que debe tener el Parlamento. Mi inter- 
vención anterior fue para hacer un mero relato de lo conver- 
sado en la Comisión Parlamentaria Conjunta, respecto a lo 
cual tengo coincidencias y algunos matices. Pero concuerdo 
totalmente con los puntos previos que acaba de señalar el 
señor Senador Posadas Montero. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Sena- 
dor Posadas Montero. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Teniendo en cuenta mi 
experiencia de tres años de trabajo en la otra “trinchera”, veo 
esto como un progreso y creo que no debemos aspirar -algo 
que es muy propio de nuestra idiosincrasia latina- a construc- 


128-C.S. 


ciones jurídicas inmediatas, perfectas y generalmente frondo- 
sas. De alguna manera, debemos ser más prácticos, cautos y 
prudentes. En definitiva, lo que intentamos anteriormente no 
produjo los resultados concretos de nuestros sueños. Por eso 
creo que en esa tarea de seguimiento y apoyo, el Parlamento, 
sin duda, tiene un papel trascendente a desempeñar, 


Reitero nuestra posición -y creo hablar por todo el sector 
herrerista- de particular satisfacción al votar la ratificación 
del Protocolo. : 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: vamos a dar nues- 
tro voto afirmativo a la ratificación del Tratado, como ya lo 
hicimos en el mes de febrero, cuando este Cuerpo lo trató en 
una primera oportunidad. 


Este Tratado, denominado Protocolo Adicional de Ouro 
Preto, desarrolla la estructura institucional del MERCOSUR, 
incorporando a sus órganos la Comisión de Comercio y el 
Foro Consultivo Económico y Social, que a nuestro juicio 
son dos avances en su funcionamiento fáctico. No se trata de 
un mero avance jurídico e institucional, sino de la instrumen- 
tación de caminos concretos, a través de los cuales se puede 
contribuir a afiatar la marcha de la relación comercial entre 
los cuatro Estados parte, y luego dar un ámbito para la inci- 
dencia directa de los agentes económicos y sociales involu- 
crados. Naturalmente, la Comisión de Comercio del 
MERCOSUR tiene una. jerarquía institucional diferente a la 
del Foro Consultivo Económico y Social. Este último sólo 
tiene un carácter consultivo, como su denominación lo indi- 
ca. A nuestro juicio, es un avance que se establezca la posibi- 
lidad de que los agentes económicos y sociales puedan 
vincularse directamente al desarrollo e incidir, a través de la 
palabra de los empresarios, de los comerciantes, de los indus- 
triales y también de los trabajadores, en la marcha del proce- 
so de integración. 


Quiero decir que comparto la propuesta formulada por la 
Comisión Parlamentaria Conjunta en la reunión de Asunción, 
en el sentido de que no parece ajustado, desde el punto de 
vista institucional, que dicha Comisión deba utilizar como 
intermediario al Grupo Mercado Común para dirigirse al ór- 
gano político de conducción del proceso de integración, que 
es el Consejo. Adelanto que este tema no puede ser discutido 
hoy, sino que debe ser desarrollado en el futuro, cuando de- 
berá tomarse en cuenta este relacionamiento. Además, me 
parece que es posible -dados los resultados que se han obteni- 
do en el cumplimiento del cronograma de apertura comercial 
entre los cuatro países integrantes del MERCOSUR y en la 
consagración de la unión aduanera imperfecta que ha entrado 
en funcionamiento- avanzar en el camino de dotar a la Comi- 
sión Parlamentaria Conjunta, no sólo de un carácter consulti- 
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vo, sino también de una incidencia concreta en la marcha del 
proceso de integración, dándole la posibilidad de participar 


7 * . 
directamente en el mismo, como lo han legado a hacer, des- 


pués de "muchos años, los Parlamentos de los países integran- 
tes del Mercado Común Europeo. : 


También quiero manifestar que la responsabilidad de la 
marcha de la integración y sus resultados recae fundamental- 
mente sobre el Poder Ejecutivo, que es el que conduce la 
política exterior del país, por lo que de éste surgen las actitu- 
des activas o pasivas que pueden adoptarse. 


Cuando votamos el Tratado de Asunción, dijimos que el 
país había ingresado a la integración tarde, mal y porque no 
había más remedio; sin embargo, entendíamos que debía adop- 
tarse, en adelante, una actitud activa de parte del Gobierno 
uruguayo, a los efectos de minimizar los costos que dicho 
proceso iba a acarrear a nuestra economía y a nuestros ciuda- 
danos, así como de aumentar los beneficios que el mismo 
podría generar. Uno de los elementos que este Parlamento 
debe desarrollar por medio de la sección uruguaya de la Co- 
misión Parlamentaria Conjunta es la realización de un segui- 
miento mucho más estrecho y ligado a la actividad del Poder 
Ejecutivo en el sentido de saber qué es lo que se está hacien- 
do en defensa de nuestra participación en el proceso de inte- 
gración, en defensa de las empresas uruguayas, del comercio, 
de la industria y de la producción agropecuaria uruguayas y 
del empleo de nuestros trabajadores. Recalco que toda esta 
materia recae fundamentalmente en el Poder Ejecutivo, y 
adelanto que estamos absolutamente de acuerdo con que el 


Poder Legislativo debe colaborar y tratar de allanar todos los 


obstáculos al proceso de integración, tarea que me parece 
fundamental. 


A nuestro juicio, hasta el presente, el desarrollo del marco 
institucional favorece la defensa eficaz de los intereses de 
nuestro país, en el entendido, además -en este sentido, com- 
parto las expresiones recientemente vertidas por el señor Se- 


“nador Posadas Montero- de que el proceso de integración 


sirve si es favorable a las cuatro partes. De lo contrario, el 
instrumento, el ámbito o el marco que se nos da no son 
válidos ni propicios. 


Por este motivo defendemos la necesidad de contar con 
una activa política de parte del Poder Ejecutivo y, en la 
medida en que corresponda, una misma actitud del Poder 
Legislativo. 


SEÑOR MALLO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MALLO. - Recibido ayer, 21 de agosto, el Re- 
partido relativo al Protocolo Adicional al Tratado de Ásun- 
ción sobre la estructura institucional del MERCOSUR, no me 
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considero cabalmente en condiciones para un examen profun- 
de del tema, bien importante por cierto. 


No obstante, expresaré algunas consideraciones que tie- 
nen importancia y validez, y que siento con profunda convic- 
ción. La Doctrina y la Cátedra de los países del MERCOSUR 
han ofrecido y ofrecen valioso material de esta nueva rama 
del Derecho, que es el Derecho de la Integración. 


El Tratado de Asunción, ratificado por la Ley N* 16.196, 
promulgada el 22 de julio de 1991, y el llamado Protocolo de 
Brasilia son los únicos documentos originarios de esencia 
jurídica vigentes hasta el momento. 


Como lo dice el Título, el Tratado de Asunción es un 
tratado para la constitución de un mercado común y no cons- 
titutivo de un mercado común. Dice el Doctor Valdés Costa: 
“El análisis del Tratado se ve dificultado por la extrema va- 
guedad de sus pocas normas”, claramente insuficientes para 
regular un mecanismo tan complejo como lo es la constitu- 
ción de un mercado común. 


La característica principal es que es un Tratado Marco, 
nueva figura que se distingue de los tipos clásicos de Trata- 
dos de Derecho Internacional, o. sea, de los Tratados-Contra- 
to, que detallan los compromisos contraídos por los Estados y 
de los Tratados-Ley, que establecen reglas generales y objeti- 
vas y tienen, por ende, carácter normativo. 


El Tratado Marco establece los lineamientos generales de 
un acuerdo que hay que ir llenando de contenido. Este proce- 
so se ha ido cumpliendo por medio de lo que se han llamado 
“Protocolos Adicionales”, suscritos sobre determinadas áreas. 


Para la materia que hoy consideramos, debemos destacar 
el Protocolo de Brasilia, aprobado por los cuatro Estados 
Partes que, como se manifestó en la HI Reunión del Consejo, 
constituirá un instrumento fundamental para la seguridad ju- 
rídica del MERCOSUR, para lo cual todo elemento jurídico 
que se adopte en su marco, deberá estar expresamente vincu- 
lado con el Tratado de Asunción y con el citado Protocolo de 
Brasilia. Este último dispone que el laudo dei Tribunal Arbi- 
tral que instituye no puede anular o revocar el acto objeto del 
proceso, sino únicamente imponer al Estado perdidoso su 
revisión. 


Hoy tenemos en consideración uno de estos Protocolos 
Adicionales, el relativo a la estructura institucional del MER- 
COSUR, bien descrito en el minucioso informe del señor 
Senador Pereyra; es lo que se Hama el Protocolo de Ouro 
Preto. 


Las Cortes Supremas de Justicia del Cono Sur, de Améri- 
ca Latina, en su reunión de Buenos Aires, en agosto de 1991, 
“recomendaron que la complementación del Tratado Marco 
de Asunción establezca un sistema institucional que permita 
el desarrollo de las políticas económicas de integración bajo 
un orden normativo que garantice la seguridad jurídica y la 
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aplicación uniforme del Derecho comunitario por un Tribu- 
nal independiente”. 


No voy a ocuparme de hasta dónde nuestras normas cons- 
titucionales nos habilitan para alcanzar el grado de integra- 
ción deseado, tema planteado por el Doctor Gros Espiell en 
un excelente trabajo denominado “La integración económica 
de Latinoamérica y la Constitución uruguaya”, tema al que 
también se refiere nuestro colega, el señor Senador Korze- 
niak -en el Tomo I, página 110, de su “Curso de Derecho 
Constitucional H”- examinando el artículo 6”, inciso segun- 
do, de la Constitución nacional. 


“Brevitatis causa” o, dicho más sencillamente, por impe- 
rio de la brevedad, quiero resaltar que los acuerdos económi- 
cos que culminaron en Ouro Preto, consagrando una zona de 
libre comercio aun con excepciones y una unión aduanera 
imperfecta, no fueron acompañados por los instrumentos jurí- 
dicos acordes con su trascendencia. En particular, faltó esta- 
blecer un adecuado sistema de control de supranacionalidad 
de normas comunitarias que fueran eficaz paraguas protector 
y la indispensable institución de un órgano independiente e 
idóneo para dirimir los inevitables conflictos. Esta omisión 
hizo perfectamente profetizables ciertos estallidos por deci- 
siones unilaterales de algunos Estados Partes. Este pronósti- 
co, con fácil premonición, se formuló en las Jornadas 
Internacionales sobre Instituciones Jurídicas en los espacios 
económicos integrados organizados por la Universidad Aus- 
tral en la República Argentina y en el Seminario Unión Euro- 
pea - MERCOSUR, celebrado en San Pablo el pasado mes de 
mayo. 


Desde que se suscribieron los Tratados de París y Roma el 
proceso de integración europea ha avanzado mucho más en 
sus aspectos jurídicos que en los políticos y económicos, 
mientras que en el Tratado de Asunción el proceso ha sido 
inverso. ; 


Se consideró en la región que antes de organizar las insti- 
tuciones' comunitarias, dictar las reglas jurídicas y crear el 
Tribunal común que dirima los conflictos, debería concretar- 
se en forma gradual la integración económica en sectores 
comerciales o industriales. No es del caso analizar si el des- 
dén a la juridicidad se originó en la calidad profesional de los 
Operadores O en una suerte de economicismo fundamentalts- 
ta. Lo cierto es que se prescindió de la más autorizada expe- 
riencia: lo acontecido en la estructuración del derecho 
comunitario europeo y su más fecundo resultado que es la 
garantía jurisdiccional por parte de un tribunal respecto de 
normas, principios e intereses en presencia. 


Recusamos la desconfianza hacia la institucionalización 
-que está patente- con la alta autoridad del Premio Nobel de 
Economía 1993, Profesor Douglas North. El laureado Profe- 
sor de la Washington University de San Luis en su libro 
“Instituciones, cambio institucional y desempeño económi- 
co” introdujo el análisis institucional en la economía y en la 
historia económica. 


130-C.S. 


Suya es la analogía entre las reglas de juego que estable- 
cen las instituciones y las de una contienda deportiva y tam- 
bién el énfasis que pone en la presencia de un tercero neutral 
o independiente para la garantía efectiva de lo convenido 
contractualmente. 


Trasladando su agudo enfoque a nuestra realidad semanal, 
pensemos qué sería de un encuentro futbolístico sin reglas 
penales, sin un árbitro que señalase las infracciones e impu- 
siese conductas a los jugadores. 


El MERCOSUR debe orientarse hacia la organización de 
los distintos factores políticos, económicos y jurídicos, en 
una coherente visión de conjunto, en un enfoque interdisci- 
plinario que armonice y supere las dicotomías, construyendo 
y garantizando el marco institucional por vía de un Tribunal 
de Justicia independiente e imparcial. De otra forma, el socio 
más fuerte será el que se expanda, llevándose el “MERCO” y 
dejando a los otros el “SUR”. 


Me siento bien acompañado en la exposición que realizo, 
merecedora en este Senado de intérprete más avezado. Algo 
semejante a lo que sostengo sin mucha autoridad, señalaron 
los representantes de Chile y del BID. 


La crisis causada por la decisión brasileña de junio último 
y otras de menor exposición pública que son su necesario 
antecedente, hubieran sido más controladas en su inicio, ase- 
guró nuestro compatriota Enrique Iglesias, si el bloque dispu- 
siera de un sistema claro y supranacional para resolver las 
discrepancias internas. Y José Miguel Insulza, Ministro de 
Relaciones Exteriores de Chile, manifestó: “Es necesario que 
se establezcan mecanismos que tomen decisiones centrales 
como los tiene la Unión Europea”. 


Hablando claramente, ya que no es a los Cuerpos Parla- 
mentarios -como lo dijo el señor Senador Gargano- a quienes 
compete la palabra oficial de la República en materia inter- 
nacional, podemos decir exactamente lo que pensamos sin 
comprometerla. 


En el Brasil la estructura de intereses es poderosa y está 
básicamente intacta. Cada vez que Fernando Henrique Car- 
doso con percepción certera da dos pasos adelante en direc- 
ción de la apertura económica y la competencia, dehe dar un 
paso atrás para conformar al inmenso poder de los grupos de 
presión. 


Nuestros países, a mayor o menor distancia, vienen de un 
pasado político inestable, con sus respectivos Gobiernos mili- 
tares. Como lo escribió Alexis de Tocqueville al analizar la 
Revolución Francesa, el problema de las revoluciones y de 
los golpes de fuerza es que privilegian el voluntarismo, ya 
que lo que manda en esos procesos no es la Ley universal, 
impersonal y preexistente, sino la voluntad de poder de los 
que tienen fuerza apta para imponer su criterio. Y ese volun- 
tarismo trasciende y se infiltra en el espíritu de los gobernan- 
tes, en mayor o menor medida. 
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Cité en esta Sala a Rawls en su Teoría de la Justicia; hoy 
el hombre de Harvard coincide con el Alberdi del siglo pasa- 
do, a quien no podemos nombrar sin reverencia, porque fue 
el que defendió a Artigas de los malévolos juicios de Mitre. 
Ambos, cada uno en su forma, sentencian que lo propio de 
una sociedad bien ordenada es la primacía de lo que dispone 
la ley, el Derecho, lo que Rawls llama el Right. Si cada vez 
que molesta la norma se abandona la ley, ésta a la larga 
pierde toda credibilidad y, después de todo, éste es el peor 
mal imaginable. 


La integración económica europea fue concebida y ejecu- 
tada desde la década de los 50 a la de los 80 mediante un 
proceso eminentemente jurídico. No sóla se aprobaron reglas 
después de trabajosas negociaciones, sino que se estatuyó la 
Comisión con sede en Bruselas y un órgano judicial, una 
Corte de alcance supranacional, que aseguraron desde el co- 
mienzo, una vez aprobadas las reglas, que ningún país podría 
violarlas sin sufrir consecuencias legales suficientemente se- 
veras. Este constituye el único ejemplo en la historia, por lo 
menos que yo conozca, que ha funcionado con eficacia un 
organismo supranacional respecto de los Estados y de los 
particulares. El MERCOSUR es, en cambio, un operativo 
eminentemente político. No tiene nada parecido a una Corte 
de Justicia y por eso avanzó rápido. Esta es mi convicción y, 
seguramente, la de muchos. Sin seguridad jurídica no habrá 
seguridad económica y el inversor no va donde las reglas de 
juego no son claras y provistas de imperio. 


Hoy damos un paso más hacia la institucionalización del 
MERCOSUR. Lo hago con esperanza y con fe porque es 
conforme al sentido histórico profundo de la corriente cívica 
que integro, porque preservo la esencia del legado tradicional 
del Partido Blanco, su vocación nacionalista, americana y 
anti-imperialista y porque es mi ambición suprema ser el 
continuador humilde de cierto hilo secular que trasmite, si no 
el ideario, por lo menos el sentimiento y la vocación ameri- 
cana del federalismo artiguista y rioplatense. 


Marchemos hacia una patria grande, pero que sea a la vez 
una asociación de patrias chicas que nos preserve de la adop- 
ción indiscriminada de los influjos foráneos, cuyo destino 
casi ineluctable es el descastamiento que nos deja finalmente 
inermes ante la penetración económica, imperialista y políti- 
ca que generalmente acompaña a la influencia cultural. 


Muchas gracias. 
SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU. - Señor Presidente: con un elemental 
principio de conexión y coherencia con la posición que sostu- 
viéramos cuando se discutió este tema del Tratado de Asun- 
ción en la Cámara de Representantes. queremos señalar las 
razones que, de algún modo, nos llevaron a votar en contra 


22 de Agosto de 1995 


en aquella oportunidad del Tratado de Asunción y en qué 
medida inciden o tienen que ver con lo que podemos sostener 
ahora respecto a este Protocolo de Ouro Preto. 


Sin duda, nosotros -como todos- consideramos que la in- 
tegración es un elemento esencial para la vida de: Latinoamé- 
rica y que lo que quisieron los grandes líderes como Artigas, 
Bolívar y San Martín, sigue siendo hoy una generalizada 
aspiración. Sin embargo, entendemos que debe ser una inte- 
gración entre iguales, entre hermanos de Latinoamérica, para 
resolver los objetivos en el marco de la condición común de 
subdesarrollados. 


Encontramos que los hechos históricos que dan lugar al 
nacimiento del Tratado de Asunción están envueltos en cier- 
tas circunstancias que le quitan el carácter que debería tener, 
de plenamente autónomo para realizar los objetivos de los 
países latinoamericanos. Esto es así en la medida en que 
dicho Tratado está ligado al Acuerdo del Jardín de tas Rosas 
(Tratado de 4+1) -firmado en Washington en EE.UU. dos 
meses después- de la suscripción del Tratado de Asunción 
que implanta una determinada filosofía política absolutamen- 
te neoliberal. Esto es así, puesto que se instituye fundamen- 
talmente como principios del Tratado 4+1] la apertura-total de 
la economía, que todo ingreso de capital sin ninguna especi- 
ficación y limitación es útil para el país, fijando, además, que 
todo proteccionismo es un elemento contradictorio con ese 
espacio abierto que debe darse al comercio internacional, 


Lo antes mencionado está dentro de una formulación ab- 
solutamente liberal que, evidentemente, supone para los paí- 
ses subdesarrollados la apertura de sus economías a la 
penetración de las supranacionales y capitales extranjeros, lo 
que ha determinado desde el punto de vista económico gra- 
ves consecuencias en nuestro país. 


Shilling señalaba que esta política que había impulsado 
Estados Unidos a partir del Tratado de Asunción -extendién- 
dose también en toda América, ya que también promueve el 
Tratado de NAFTA y busca aplicar la misma política en 
América Central, ratificando además el Pacto Andino- impli- 
ca un cambio de frente del Departamento de Estado, en la 
medida en que en los casos de la ALALC Y ALADI, había 
existido una tesis distinta, que podría ubicarse dentro de lo 
que Trías llamó la balcanización de América Latina, como 
forma de ejercitar en el área, como potencia dominante, en 
mejor forma todos los objetivos de dominio o de influencia 
que caracteriza a una potencia hegemónica en una. zona sub- 
desarrollada como la que integramos. 


Indudablemente, este' hecho significó que capitales espe- 
cialmente de inversión en armamento que Estados Unidos 
tenía de alguna manera ociosos como consecuencia de haber 
cesado la confrontación con el mundo socialista -y las trabas 
que existían en el campo asiático, por no poder penetrarlo, y 
aun en el campo europeo- debieran ser invertidos en otro 
espacio, lo que hizo que cambiara su política para dirigir la 
entrada de capitales en América Latina. 
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Esto, en alguna medida, ya estaba previsto en el Docu- 
mento de Santa Fe, firmado en mayo de 1990, que un conjun- 
to de expertos había estudiado para el Gobierno de Reagan. 
De algún modo, esta circunstancia ha hecho que en la apro- 
bación del Tratado de Asunción hayamos tenido que hacer un 
acto de adhesión porque, prácticamente, el eje Brasil-Argen- 
tina tenía ya fijadas las condiciones de dicho Tratado. De ahí 
surgen, evidentemente, inconvenientes, algunos de los cuales 
fueron señalados por el propio Gobierno en su Mensaje, don- 
de se estableció que “el Poder Ejecutivo desea dejar constan- 
cia de que se extremaron los esfuerzos y gestiones tendientes 
a lograr un trato diferencial permanente para Paraguay y Uru- 
guay, según lo dispuesto en el Tratado de Montevideo de 
1980, de ALADI, que contemplare la menor magnitud de sus 
economías, así como la inclusión de los principios de reci- 
procidad efectiva o de reciprocidad de resultado. Tales es- 
fuerzos fueron infructuosos ante la no aceptación de dicha 
posición por parte de la República Argentina y de la Repúbli- 
ca Federativa de Brasil”. 


La omisión de la cláusula de nación de menor desarrollo 
económico relativo llevaba al Embajador Gustavo Magari- 
ños, a pensar en cierto modo que no debería haberse ratifica- 
do el Tratado. Por nuestra parte esa carencia del Tratado nos 
hacía estimar que cuando se aplicara el artículo 18, podía ser 
la oportunidad para realizar ciertas rectificaciones importan- 
tes al Tratado de Asunción, que no se hacieron cuando se 
creó, por cuanto existía una situación según la cual había que 
adherirse o no, como lo explica el propio Mensaje del Go- 
bierno. Esta es nuestra primera preocupación. Tan es así, que 
nosotros habíamos presentado un Proyecto de Ley en la Cá- 
mara de Representantes -Repartido No. 1273- en el que se 
proponía replantear el tema del MERCOSUR con las debidas 
correcciones y aprovechar la instancia del artículo 18, que si 
bien era meramente para la parte institucional, podía consti- 
tuir la ocasión para recuperar el terreno, porque Uruguay no 
intervino en las negociaciones, sino que lo tomó tal como se 
lo presentaron, Están además las circunstancias negativas que 
sufrimos como consecuencia del MERCOSUR y que, sin duda, 
hoy están presentes. En primer término, han creado una grave 
situación ocupacional. El cierre de nuestras industrias es un 
elemento que actualmente es el resultado de la baja de aran- 
celes -no sólo con respecto al MERCOSUR, sino también por 
la apertura hacia el mundo- ya que concretamente no pueden 
competir con la producción extranjera. Hace unos días hablá- 
bamos con un alto directivo de una tienda, quien nos decía 
que vendían muy bien mientras los precios eran bajos a raíz 
de la competencia de la importación, pero ello fue asf cuando 
estaban empleados los que podían comprar. Ahora quedó des- 
empleado el personal de las fábricas, lo que hace que no 
tengamos demanda, aunque los precios sigan siendo baratos. 
De manera que este fenómeno ha creado un trastorno enorme 
en el trabajo de la gente. Mientras nosotros estamos consu- 
miendo en el Uruguay duraznos de Grecia y papas de Holan- 
da, los trabajadores de nuestro país están asistiendo al cierre 
de las principales fuentes industriales de trabajo. También se 
está afectando al sector agropecuario. En la reciente movili- 
zación de los trabajadores de Juanicó, se advertía, además de 
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los problemas que tenían con el Banco de la República, la 
situación que creaba esta competitividad en el terreno del 
MERCOSUR. 


Pensamos que este tema tendríamos que considerarlo nue- 
vamente ahora en el momento dé revisar toda esta temática. 
Repito que si bien el artículo 18 no habilitaba dicha revisión, 
los tratados siempre se pueden modificar con el consenso de 
todos. Esto era muy importante porque la reconversión indus- 
trial no se ha producido y la conquista de un mercado de 
doscientos millones de personas prometido y propagandeado 
no sólo no se consiguió, sino que hemos perdido, también, el 
interno. Entonces, toda esta problemática, que de alguna ma- 
nera la temíamos, tiene que ver con la impronta creada por la 
intervención de EE.UU. y además por las condiciones de 
funcionamiento del MERCOSUR y también por la omisión 
de cláusulas de salvaguardia. Me refiero a las cláusulas de 
menor desarrollo relativo --que el Poder Ejecutivo señalaba 
que no las había podido introducir- así como a la que hacía 
referencia al hecho de no establecer la salvaguardia por daño 
laboral y de que no existieran fondos de atención en caso de 
desocupación, algo que sí existía en las relaciones entre Bra- 
sil y Argentina, ya que habían contemplado esa posibilidad. 
También la cláusula de salvaguardia a los actos macroeconó- 
micos de los países vecinos, porque ya hemos visto a lo largo 
de la experiencia de los últimos años que el MERCOSUR no 
se ha cumplido regularmente por nuestros asociados. Hubo 
instancias diplomáticas en las que se ha tratado de reparar 
esta situación pero, sin duda, no es ese el mecanismo, sino 
que tendríamos que tener instrumentos jurídicos que no de- 
pendan de las eventualidades de una gestión diplomática para 
lograr el respeto de nuestra propia suerte como país, de nues- 
tros trabajadores y de nuestra economía. 


Hay que mencionar también que en el plano laboral se ha 
sufrido mucho en lo que tiene que ver con los derechos de los 
trabajadores. Inclusive, el artículo 5” del Tratado establece 
prácticamente lo que el Doctor Plá Rodríguez llamaba el 
principio de rendimiento, cuando habla de la optimización 
del factor trabajo que conduce a la sobreexplotación y a la 
polivalencia. Este es un elemento que, ligado a lo que un 
autor italiano decía cuando comentaba la integración europea 
en el sentido de que tenía cierta frigidez desde el punto de 
vista social de los principios, se refleja también en este Tra- 
tado. No existe una declaración importante de principios en 
el orden de los derechos humanos, dentro de lo que el Doctor 
Barbagelata denominaba “principio de homogeneidad políti- 
ca”. Esto se trató de reparar y se reparó en alguna medida, 
aunque no a nivel del Tratado, en una de las reuniones de 
Parlamentarios en que se realizó en Asunción una declara- 
ción sobre derechos humanos, pero evidentemente, es un ele- 
mento que está faltando en el mismo Tratado. Lo mismo 
ocurre con los principios relacionados con la protección del 
derecho laboral de los trabajadores. A pesar de que se ha 
hablado de realizar una carta social. en el Tratado no apare- 
cen estos elementos. 
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Queremos señalar, entonces, que el Protocolo de Ouro 
Preto toma el Tratado de Asunción tal como está con estos 
elementos que, evidentemente, presentan inconvenientes y han 
provocado consecuencias negativas. Por lo tanto, nos parece 
que esto tendría que haber sido pensado, de alguna manera, 
para su rectificación más allá del vicio de origen que implica 
la doctrina neoliberal y la presencia dominante de los EE.UU. 


Ahora hacemos referencia a estas críticas a los efectos de 
que se repiense el MERCOSUR; no podemos negar que re- 
presenta un elemento positivo el hecho de haber aportado la 
idea de la integración. Esto quiere decir que dicha idea, que 
no estaba en la mentalidad colectiva, sin duda la aportó el 
Mercado Común del Sur. No obstante lo cual, los inconve- 
nientes y los errores que se han presentado por la forma en 
que se adoptó la integración por la digitación de la potencia 
dominante en el área y por la política neoliberal impondría 
un replanteamiento global. E 


En lo que tiene que ver con lo orgánico -y con esto quiero 
referirme concretamente al Protocolo de Ouro Preto- debe- 
mos decir que entendemos que, de alguna manera, se ratifica 
algo que evidentemente constituía una política de gobierno. 
Hago esta afirmación porque no comparto que se diga que se 
trató de una política nacional ni de Estado. La primera, hu- 
biera implicado que cuando se produjo la adhesión inicial al 
Tratado de Asunción, como también ahora cuando se ratificó, 
se hubiera operado una consulta muy amplia en un debate 
nacional sobre las rectificaciones que debía tener el MER- 
COSUR. Entonces, para ser nacional, debe contemplar, no 
sólo a las fuerzas políticas, sino también a los sectores socia- 
les. Tampoco podría decirse que es de Estado, en el sentido 
de que se hayan contemplado todos los sectores políticos en 
cuanto a la conducción. A mi juicio, para decir que es una 
política global de Estado que representa a toda la comunidad, 
debería existir un órgano comunitario en el que estuvieran 
representados con capacidad decisoria e interviniendo los sec- 
tores económicos y sociales que sufrirán las consecuen- 
cias, tales como los trabajadores y los empresarios. Al 
respecto, ha habido observaciones muy importantes por 
parte de la industria que, en alguna oportunidad, legó a 
no festejar el día de la industria, por los efectos dañosos 
que ésta había sufrido como consecuencia del funciona- 
miento del MERCOSUR. 


Por nuestra parte, pensamos que aquí se ratifica entera- 
mente que la conducción política del Gobierno es neoliberal 
puesto que los artículos 3* y 4” del Protocolo de Ouro Preto * 
presentan la misma línea de los artículos 10 y 11 del Tratado 
que le daba la conducción política del proceso de integración 
a los Ministros de Economía y de Relaciones Exteriores. En 
nuestra opinión, esto debería merecer un órgano comunitario 
en el que estuvieran representadas también las fuerzas econó- 
micas y sociales. Debemos aclarar que no creemos que esto 
se llame corporativismo y lo decimos porque muchas veces 
éste ha sido considerado -como ya se ha dicho en alguna 
oportunidad- como un régimen en el que se sustituye el Par- 
lamento por la representación de intereses. Sin embargo, a 
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nuestro juicio, se trata de la participación de los sectores 
sociales para darle valor de mayor consenso a las decisiones 
que se adopten. 


Entonces, en lo orgánico se ratifica enteramente esta con- 
ducción política total por parte del Gobierno, ya que se esta- 
blece para sus Ministros. Por lo tanto, el funcionamiento o la 
previsión que se hace para las fuerzas económicas y sociales 
es solamente consultiva, Es decir que el Foro Consultivo 
Laboral presenta alguna diferencia con lo que fue el Grupo 
11 -que era consultivo- que se creó “ad hoc” porque no exis- 
tía el Tratado. Hasta tal punto se había ignorado a los trabaja- 
dores, que en el Tratado de Asunción no se había 
contemplado un grupo en el que pudieran actuar trabajado- 
res y empresarios. Ahora se traslada este aspecto al Trata- 
do, lo cual le da mayor jerarquía, porque este Foro 
Consultivo Laboral es -podríamos decir- el órgano que va a 
representar a trabajadores y patronos, siempre con un carác- 
ter consultivo porque, evidentemente, no da la participación 
efectiva en la gestión. Por supuesto, este aspecto depende de 
la posición distinta que uno pueda tener en relación con el 
tema, respetando aquellas que no admitan la participación direc- 
ta en la gestión y que reduzcan este ámbito a lo consultivo. 


Pensamos que con la trascendencia que tiene este tema 
debería ser así. En tal sentido, hemos percibido de qué mane- 
ra la mano de obra brasileña ha ingresado al Uruguay causan- 
do graves problemas y competitividad entre trabajadores, 
especialmente en Punta del Este donde nos han denunciado 
este problema. Ello ha ocurrido porque no se ha organizado 
debidamente toda esta temática y no se han armonizado las 
legislaciones laborales. Entonces, este asunto está librado a 
lo que pueda ser la competitividad, lo cual, evidentemente, 
es muy negativo, porque muchas veces ese ingreso de mano 
de obra se produce en forma clandestina, perturbando de ma- 
nera importante el mercado de trabajo. 


En consecuencia, en relación a lo orgánico, haber incor- 
porado el Foro Consultivo Laboral no modifica ese campo de 
mera consulta, aunque se lo haya jerarquizado haciéndolo 
figurar en el Protocolo de Ouro Preto y no en un anexo, como 
sucedía con el Grupo 11. 


De todas maneras, debo decir que existe un segundo ele- 
mento orgánico que nos preocupa, que es el de la Comisión 
Parlamentaria. Esta sigue siendo de orden consultivo, y se le 
agregan dos facultades: acelerar los procedimientos para lle- 
gar a la integración y colaborar en la armonización de la 
legislación. Creemos que en los temas que están previstos 


aquí, tales como el arancel externo y la necesidad de la armo- . 


nización de la política macroeconómica, el Parlamento debe- 
ría tener una intervención decisoria. Consideramos que es así 
porque nos parece que se trata de temas de mucha trascen- 
dencia, por lo cual tendría que estar representada la posición 
de todos los partidos. Asimismo, esta Comisión también es 
consultiva. Además, cuando se examina el artículo que se 
refiere a cuáles son las fuentes jurídicas del MERCOSUR, se 
limita exclusivamente al artículo 41, en el que se dice que las 
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fuentes jurídicas son solamente la decisión del Consejo del 
Mercado Común, las resoluciones del Grupo Mercado Co- 
mún y las directivas de la Comisión de Comercio del MER- 
COSUR. Este último órgano también se crea en esta 
oportunidad. Ello quiese decir que las recomendaciones de la 
Comisión Parlamentaria y del Foro Consultivo Laboral no 
constituyen fuente de Derecho del MERCOSUR. Esto refuer- 
za mi convicción de que esta intervención no asume el rol 
efectivo, porque sus expresiones no forman parte de las fuen- 
tes jurídicas del Tratado. 


Por último, queremos señalar que cuando propusimos apro- 
vechar la oportunidad que nos brinda el artículo 18 para, de 
alguna manera, repensar el MERCOSUR, atendiendo la ex- 
periencia y las omisiones -inclusive, algunas de ellas fueron 
forzadas porque, como dijimos, había sido un acto de adhe- 
sión- habíamos pensado que se debería constituir una Comi- 
sión en la que estuvieran representados, por supuesto, el Poder 
Ejecutivo, la Comisión Parlamentaria del MERCOSUR, dele- 
gados de cada uno de los sectores políticos de ambas Cáma- 
ras, del PIT-CNT, de los sectores empresariales y de la 
Universidad de la República. Decimos esto porque pensamos 
que en la integración de la Comisión debían estar contempla- 
dos todos los aspectos que apuntaran a la definición de un 
cambio de la orientación. Además, nos parecía que eso tenía 
que ver con el análisis de una suspensión de la caída automá.- 
tica de aranceles que, evidentemente, fue provocando en for- 
ma continua el cierre de nuestras principales industrias. 


Por otra lado, hay que tener en cuenta la inclusión de la 
cláusula de la salvaguardia, no sólo en lo que tiene que ver 
con los actos macroeconómicos y con el menor desarrollo 


. económico relativo, sino también la de abuso del capital ex- 


tranjero y la previsión de las posibilidades de desocupación o 
daño grave por la misma. Quiero aclarar que el Tratado prevé 
el daño grave por fenómeno de importación, pero no -el Tra- 
tado lo excluye expresamente- los fenómenos de desocupa- 
ción por razones tecnológicas como causa de salvaguardia, 


A nuestro juicio, podría incluirse una declaración de dere- 
chos humanos en el propio Tratado, así como una interven- 
ción parlamentaria, sobre todo en los temas claves de la 
política macroeconómica, laboral, y en el arancel externo. 
Asimismo, debería establecerse la ampliación de la integra- 
ción, más allá de los aspectos comerciales. Es decir que ten- 
dría que avanzarse hacia lo productivo, lo social y lo cultural. 


Por estas razones, mantenemos observaciones sobre este 
Protocolo de Ouro Preto, las que también están asociadas con 
aspectos que tienen que ver con el Tratado de Asunción y 
con la experiencia que vivimos en el país. 

Muchas gracias. . 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Ricaldoni) 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). - Tiene 
la palabra el señor Senador. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: naturalmente, el 
señor Senador Mallo ya se ha referido al tema con la brillan- 
tez y la erudición que es habitual en su persona, por lo que 
nuestra intervención será sumamente puntual, ya que nos re- 
feriremos a un aspecto que nos preocupa particularmente, 
Decimos esto, en virtud de que las circunstancias que rodean 


al Tratado del MERCOSUR y al Protocolo adicional de Ouro . 


Preto -que está a consideración del Senado- conforman una 
situación para el Parlamento uruguayo que amerita una vi- 
sualización, su posterior análisis y algunas conclusiones. 


Concretamente, nos referimos al hecho de que el Tratado 
de Asunción indica -por primera vez- en una de sus disposi- 
ciones que, con el objeto de facilitar el avance hacia la con- 
formación del mercado común, se establecerá una Comisión 
Parlamentaria conjunta al MERCOSUR. Dicha Comisión es- 
taría integrada por representantes de los Parlamentos de los 
países que, a su vez, integran el MERCOSUR. La disposición 
a que estamos haciendo referencia señala que los Poderes 
Ejecutivos de los Estados partes mantendrán informados a los 
respectivos Poderes Legislativos-sobre la evolución del mer- 
cado común, objeto del presente Tratado. Esta referencia es 
meramente enunciativa, sin ninguna posibilidad de darle una 
trascendencia mayor. 


Sin embargo, en el Protocolo adicional de Ouro Preto 
sobre la estructura institucional del MERCOSUR, se inclu- 
yen disposiciones que hacen referencia a la Comisión Parla- 
mentaria conjunta. Del caso es significar que en dicho 
Protocolo sí se procede a desarrollar con mayor amplitud las 
facultades, posibilidades, competencias e integración de la 
mencionada Comisión. Al respecto, se indica que es el órga- 
no representativo de los Parlamentos de Jos Estados Partes 
del MERCOSUR y que estará integrada por igual número de 
sus parlamentarios representantes. 


Además, se señala cuáles serán sus funciones, especifi- 
cándose lo siguiente: procurar acelerar los procedimientos 
internos en los Estados partes para la pronta entrada en vigor 
de las normas emanadas de los órganos del MERCOSUR, 
previstos en el artículo 2” de este Protocolo; coadyuvar en la 
armonización de las legislaciones según los requerimientos 
del proceso de integración; examinar temas prioritarios, cuando 
fuere necesario, a solicitud del Consejo del Mercado Común, 
y remitir recomendaciones al Consejo por intermedio del Gru- 
po Mercado Común. 


Pese a que, como lo expresara hace nos instantes el señor 
Senador Sarthou, esta Comisión Parlamentaria conjunta no 
representa una fuente jurídica para el MERCOSUR -ya que, 
como se dijo, está constituida por las decisiones del Consejo 
del Mercado Común, las resoluciones del Mercado Común y 
las directivas de comercio de dicho Mercado- cabe señalar 
que ella tiene, de acuerdo a este Protocolo de Ouro Preto, las 
facultades, competencias y funciones que hemos indicado. 
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Como decíamos anteriormente, el aludido Protocolo adi- 
cional establece la forma de integración de la Comisión Par- 
lamentaria Conjunta. Asimismo, se determina -y ese aspecto, 
precisamente, es el que queremos resaltar- que los miembros 
de dicha Comisión serán designados de acuerdo con los pro- 
cedimientos internos de cada Parlamento. En ese sentido, hay 
que tener presente cuáles deben ser esos procedimientos y si 
los hay en el caso del Parlamento uruguayo, o si es necesario 
proceder a instrumentarlo. 


Insistimos en que nos interesa fundamentalmente este as- 
pecto -que advertimos que no fue considerado; no sé si algún 
señor Legislador lo planteó en los encuentros relativos al 
MERCOSUR o si lo tuvieron en cuenta los integrantes de la 
Comisión Parlamentaria conjunta- por su trascendencia. De- 
cimos esto, porque estimamos que esta Comisión Parlamen- 
taria conjunta no es similar a las actuaciones internacionales 
del Parlamento uruguayo en lo relativo a la Unión Interparla- 
mentaria, así como tampoco al Parlatino. Cabe recordar que 
cuando Uruguay se reincorporó a la Unión Parlamentaria en 
1985, luego de un período sin vigencia constitucional que 
vivió el país, el Senado de la República aprobó un Proyecto 
de Resolución, autorizando al Presidente de la Asamblea Ge- 
neral a resolver la integración del Grupo Nacional Parlamen- 
tario y formalizar las comunicaciones necesarias, conforme a 
los fines expresados en el artículo correspondiente. Posterior- 
mente, en esa resolución se indicó que la Comisión de Asun- 
tos Internacionales redactaría el reglamento del Grupo 
Nacional y que se le autorizaría, de conformidad con lo dis- 
puesto en el Inciso 2? del artículo 146 del Reglamento del 
Cuerpo -que es el que habilita a las reuniones conjuntas de 
las Comisiones de ambas Cámaras- a integrarse a los efectos 
correspondientes con su similar de la Cámara de Representantes. 
Como es obvio, en ese caso existió una reglamentación. 


Con respecto al Parlatino, no conocemos las medidas que 
se adoptaron. 


En cuanto al MERCOSUR, deseo recordar que en el mes 
de abril solicitamos información al señor Presidente de la 
Cámara de Senadores sobre la integración de esos organis- 
mos internacionales, con representantes de Uruguay. En la 
respuesta correspondiente que se nos dio de inmediato, se nos 
dijo que en el caso del Parlatino y de la Comisión Parlamen- 
taria Conjunta del MERCOSUR, las delegaciones se compo- 
nen con los parlamentarios integrantes de dichos organismos, 
conforme a la propuesta que le formulan al Presidente del 
Senado, y quienes participan en las sesiones de las Comisio- 
nes serán los miembros respectivos. Indudablemente, esta res- 
puesta no tiene la virtud de ser muy clara, pero se nos indicaba 
una costumbre o forma de actuar. 


De todos modos, queremos significar muy particularmen- 
te que ya no estamos simplemente en la vida parlamentaria 
común del país, sino que estamos ingresando a la actividad 
de otros Parlamentos que, en cierta medida, pueden tener una 
constitución novísima, como es el caso de la Comisión Parla- 
mentaria del MERCOSUR. Se trata de un hecho que supera 
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la vinculación a organismos internacionales porque, de acuerdo 
con la estructura, la regulación, las conformaciones y dispo- 
siciones del MERCOSUR, dicha Comisión viene a constituir- 
se en el Parlamento del Mercado Común. Entonces, por 
razones elementales, resulta imprescindible determinar cómo 
se va a proceder a su integración por parte del Parlamento 
uruguayo. 


No sabemos si el Miembro Informante, señor Senador 
Pereyra, está en condiciones de brindarnos una respuesta en 
ese sentido; en ese caso, le agradeceríamos que nos la hiciera 
saber. De lo contrario, solicitaríamos que por intermedio de 
la Comisión de Asuntos Internacionales y, naturalmente, 
con la intervención del señor Presidente de la Asamblea 
General, se procediera a elaborar una reglamentación para 
la integración de la Comisión Parlamentaria Conjunta del 
MERCOSUR. Decimos esto, porque hay que tener en cuenta 
que el conjunto de legisladores uruguayos no representa una 
Comisión más de las tantas que tiene el Parlamento, ya que 
evidentemente ésta no encuadra en las Comisiones del Sena- 
do, en las de la Cámara de Representantes ni en las de la 
Asamblea General. Entonces, esta figura de la Comi- 
sión Parlamentaria Conjunta no es fuente jurídica para 
el MERCOSUR y hace instantes escuchábamos las manifes- 
taciones del señor Senador Hierro López acerca de las vincu- 
laciones de dicha Comisión con los restantes organismos del 
MERCOSUR. En tal sentido, debemos señalar que es algo 
distinto y particularizado. Por lo tanto, si bien no le vamos a 
dar la denominación de Parlamento Americano, sí surge como 
un Parlamento extra al uruguayo, tanto por su conformación, 
integración, forma en que actúa, como por las funciones que 
debe cumplir, las que son muy importantes. 


Por consiguiente, repito, esto no encaja en ninguna de las 
regulaciones actuales y habría que determinar, a través de 
una reglamentación tal como lo establece este protocolo adi- 
cional, qué procedimiento aplicará el Parlamento uruguayo 
para designar a sus representantes. 

SEÑOR PEREYRA. - ¿Me permite una interrupción, se- 
for Senador? : 


SEÑOR SANTORO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). - Puede 
interrumpir el señor Senador. 


SEÑOR PEREYRA. - Todos sabemos que un documento 
de esta naturaleza, aprobado por los países que forman parte 
del MERCOSUR, no puede ser modificado y el Senado sólo 
puede aprobarlo a rechazarlo. De todos modos, el planteo 
que ha formulado el señor Senador Santoro es compartible en 
cuanto pregunta cuáles son las formas con que el Parlamento 
uruguayo va a designar a sus representantes para integrar la 
Comisión Parlamentaria Conjunta y otras delegaciones al ex- 
terier. Sobre este tema y todos los que ha mencionado el 
señor Senador, tales como la integración de la delegación al 
Parlatino y a la Comisión Interparlamentaria Mundial, ha dado 
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motivo a distintas reuniones en la Presidencia del Senado. 
Inclusive, la Comisión de Asuntos Internacionales dirigió una 
nota la semana pasada al Presidente de la Asamblea Generali 
reclamando una acción conjunta de dicho Cuerpo, donde es- 
tán representados todos los partidos políticos -y con la lógica 
intervención, repito, del Presidente de la Asamblea General- 
a los efectos de encontrar la forma a través de la cual el 
Parlamento uruguayo nombrará a sus delegados. Por lo tanto, 
si bien no es posible introducir modificaciones a este docu- 
mento, la Comisión de Asuntos Internacionales tomó inter- 
vención de la misma forma que lo acaba de plantear el señor 
Senador Santoro y, reitero, con la anuencia de todos sus inte- 
grantes, envió una nota dirigida al Presidente del Senado a 
fin de regular estas designaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). - Puede 
continuar el señor Senador Santoro. 


SEÑOR GARGANO. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR SANTORO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). - Puede 
interrumpir el señor Senador. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: la Comisión Par- 
lamentaria Conjunta fue establecida por el artículo 24 del 
Tratado de Asunción, simple y llanamente diciendo que exis- 
tirá una Comisión Parlamentaria Conjunta que tendrá como 
finalidad la de viabilizar los textos legislativos que ayuden al 
proceso de integración. Concretamente, ese es el sentido de 
dicha disposición. 


En la Legislatura anterior, el Parlamento uruguayo esta- 
bleció como procedimiento para integrar sus representaciones 
-las que debían ser de 16 Legisladores porque ese era el 
acuerdo que existía entre todos los Parlamentos- el manteni- 
miento de la representación proporcional integral que existía 
en el país. De esa manera, se distribuyeron los 16 cargos de 
conformidad a la representación parlamentaria que tuviera 
cada lema. Ese mismo mecanismo es el que se ha aplicado en 
la presente Legislatura; se han distribuido los cargos de esa 
representación uruguaya en la Comisión Parlamentaria Con- 
junta de conformidad con la representación que cada lema 
tiene en el Parlamento uruguayo y ha sido voluntad de cada * 
lema la individualización de los Legisladores que integrarán 
la Comisión. 


Por otra parte, señor Presidente, existe un reglamento de 
funcionamiento de la Comisión Parlamentaria Conjunta que 
fue dictado de conformidad por las cuatro representaciones 
en ese Cuerpo. Insisto: se adoptó por consenso y en la re- 
unión de Asunción realizada hace aproximadamente un mes, 
se modificó el texto de dicha Reglamentación adaptándola a 
las nuevas disposiciones del Protocolo de Ouro Preto. 
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Esto es cuanto puedo informar como miembro de la Co- 
misión Parlamentaria Conjunta del período pasado y del pre- 
sente. A mi juicio, no puede existir otro mecanismo de 
designación que no fuere éste, de acuerdo con la legislación 
uruguaya. Naturalmente, el Tratado no podía prever otro ins- 
trumento que el establecido en el artículo 24 que dice que los 
integrantes de la Comisión Parlamentaria Conjunta serán de- 
signados por los respectivos Parlamentos nacionales de acuerdo 
con sus procedimientos internos. En conclusión, creo que el 
mecanismo utilizado por nuestro Parlamento es el que corres- 
ponde a los efectos de trasladar a ese ámbito el mismo espec- 
tro político que hay en el Poder Legislativo del Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). - Puede 
continuar el señor Senador Santoro. 


SEÑOR SANTORO. - Agradezco las intervenciones de 
los señores Senadores Pereyra y Gargano. Con respecto a la 
primera de ellas, debo decir que naturalmente sabemos que 
no podemos modificar el Tratado ni el Protocolo adicional. 
Simplemente, nos referíamos a que el artículo 24 establece 
que los integrantes de la Comisión Parlamentaria Conjunta 
serán designados por los respectivos Parlamentos nacionales 
de acuerdo con sus procedimientos internos. En consecuen- 
cia, estábamos procurando esa reglamentación interna. 


Por su parte, el señor Senador Gargano informó que se ha 
utilizado como procedimiento el mantenimiento del principio 
de representación proporcional integral. A nuestro juicio, esto 
debe merecer una decisión de la Asamblea General, esta- 
bleciendo el Reglamento para integrar este Parlamento del 
MERCOSUR. Debemos tener en cuenta que en algún tiempo 
ese Cuerpo alcanzará una dimensión excepcional y, en aten- 
ción a ello, es necesario que se den los elementos adecuados 
para que su integración en el orden interno de nuestro país 
sea producto de algo que tenga permanencia, la condición de 
ser claro y que respete los derechos de todos los sectores 
representados en este Parlamento. En tal sentido, creemos 
que no alcanza con la información brindada por el señor 
Senador Gargano ya que si bien fue una decisión respetuosa 
de la integración del Parlamento, debe establecerse, insisto, 
una reglamentación. Por último, repito, no estamos en la con- 
dición de las Comisiones Permanentes ni tampoco en la de 
estar afiliado a determinado organismo internacional, sino 
que estamos integrando el Parlamento del MERCOSUR, 


SEÑOR GARGANO. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR SANTORO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). - Tiene 
la palabra el señor Senador. 


SEÑOR GARGANO. - Quiero aclarar que cuando se inte- 
gró la representación uruguaya a la Comisión Parlamentaria 
Conjunta en la Legislatura pasada, se dio cuenta de ello al 
Senado y a la Cámara de Representantes. En esta oportunidad 
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todavía no se ha cumplido dicho requisito porque la nómina 
aún no está completa dado que falta designar a los suplentes 
respectivos de algunos sectores. Naturalmente, una vez que 
esté terminado se procederá como en la Legislatura pasada, 
dando cuenta a ambas Cámaras a fin de que tomen conoct- 
miento de la lista propuesta y la avalen. Además, en lo que se 
refiere a nuestro lema, todos los integrantes de la bancada 
están informados del procedimiento que se ha seguido hasta 
ahora. Inclusive, quiero señalar que a través de los coordina- 
dores respectivos, tanto en la Cámara de Senadores como en 
la de Representantes, es que se ha acordado la nómina de los 
representantes por cada uno de los lemas. 


Quería hacer esta aclaración porque me parece que va en 
el mismo sentido de la preocupación manifestada por el señor 
Senador Santoro. De todas formas, estoy de acuerdo en que 
estas decisiones deben ser avaladas formalmente tanto por el 
Senado como por la Cámara de Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). - Puede 
continuar el señor Senador Santoro. 


SEÑOR SANTORO. - Nosotros no nos estábamos dete- 
niendo en el tema estrictamente puntual de cómo se había 
actuado ni estábamos cuestionando de manera determinada y 
precisa la forma en que se procedió, sino que reclamábamos 
que se dé cumplimiento a lo que establece este Protocolo 
Adicional. La delegación uruguaya -por decirlo así- en la 
Comisión Parlamentaria Conjunta debe ser designada por pro- 
cedimientos internos de cada Parlamento. Reclamamos que 
se fije un procedimiento y esa es la razón por la que realiza- 
mos esta exposición. 


Creemos que en esa intención contaremos con el apoyo y 
la buena voluntad de todos los integrantes del Parlamento, 
porque resulta esencial y fundamental que en una cuestión 
tan delicada, de tanta trascendencia y de carácter internacio- 
nal, se actúe con el procedimiento que es habitual a nivel del 
Parlamento. i 


En su momento -creo que no necesita ser votado- solicita- 
remos que la versión taquigráfica de las palabras que hemos 
pronunciado sea enviada a la Comisión de Asuntos Interna- 
cionales, ya que consideramos que es el vehículo adecuado 
para proceder -junto con la Comisión de Asuntos Internacio- 
nales de la Cámara de Representantes y la respectiva de la 
Asamblea General- a estructurar el procedimiento adecuado 
para la designación de los parlamentarios uruguayos para ta 
Comisión Parlamentaria Conjunta. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). - Si no 
se hace uso de la palabra, se va a votar en general el Proyecto 
de Ley. 


(Se vota:) 


-18 en 19. Afirmativa. 
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En discusión particular. 
Léase el artículo único del Proyecto. 
(Se lee:) 


“ARTICULO UNICO. - Apruébase el Protocolo 
Adicional al Tratado de Asunción sobre la Estructura 
Institucional del MERCOSUR -Protocolo de Ouro Pre- 
to- y su Anexo, suscritos en la ciudad de Ouro Preto, 
República Federativa del Brasil, el 17 de diciembre de 
1994”. 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-19 en 20. Afirmativa. 


Queda aprobado el Proyecto de Ley, que se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del Proyecto de Ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


8) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). - Dése 
cuenta de asuntos entrados fuera de hora. 


(Se da de los siguientes:) 


“La Comisión de Transporte y Obras Públicas re- 
mite la aspiración de invitar a los señores Diputados 
nacionales de la República Argentina, Arquitecto Juan 
Manuel Valcarcel y señora Silvia Buonomi, a efectos 
de que concurran a una sesión que celebrará esta Co- 
misión para tratar el proyecto binacional del puente 
Colonia-Buenos Aires.” 


-No significando esto ningún gasto para el Cuerpo, sim- 
plemente, se le ha dado lectura para información de los seño- 
res Senadores. 


“La Cámara de Representantes remite con sanción 
un proyecto de Ley por el que se establece que los 
funcionarios que ocupan cargos de Gobierno de carác- 
ter político de particular confianza y de especial jerar- 
quía deberán presentar una declaración jurada de 
patrimonio, de ingresos y de bienes de uso en forma 
habitual o a cualquier título.” 


-A la Comisión de Constitución y Legislación. 
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9) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). - Dése 
cuenta de una solicitud de licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Astori solicita licencia del 28 de 
agosto al 3 de setiembre del corriente año.” 


-Léase. 
(Se lee:) 
“Montevideo, 21 de agosto de 1995, 


Sr. Presidente del Senado 
Dr. Hugo Batalla 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Como miembro del Consejo Interparlamentario en 
representación de Uruguay, he sido convocado a parti- 
Ccipar de la reunión extraordinaria de dicho organismo 
a celebrarse en la ciudad de Nueva York, con motivo 
de celebrarse el 50 aniversario de la Organización de 
las Naciones Unidas. 


Por esta razón solícito se me conceda licencia en- 
tre el 28 de agosto y el 3 de setiembre próximos. 


Aprovecho la ocasión para saludarlo cordialmente. 
Danilo Astori. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). - Se va 
a votar la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-19 en 20. Afirmativa. 


A partir del 28 de agosto del corriente en lugar del señor 
Senador Astori quedará convocado el señor Leonardo Nicoli- 
ni. 


10) CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE DES- 
APARICION FORZADA DE PERSONAS. Aproba- 
ción. Proyecto de Ley. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). - El Se- 
nado pasa a considerar el asunto que figura en segundo térmi- 
no del orden del día: “Proyecto de Ley por el que se aprueba la 
Convención Interamericana sobre desaparición forzada de per- 
sonas. (Carp. N” 183/95 - Rep. N* 78/95)”. 


(Antecedentes:) 
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“Ministerio de Relaciones 
Exteriores 
Ministerio del Interior 
Ministerio de Defensa 
Nacional 
Ministerio de Educación y 
Cultura 


Montevideo, 8 de mayo de 1995. 
Señor Presidente de la Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo de conformidad con lo previsto por los artícu- 
los 168, numeral 20 y 85, numeral 7 de la Constitu- 
ción de la República, a efectos de someter a su 
consideración para la correspondiente aprobación le- 
gislativa la Convención Interamericana sobre Desapa- 
rición Forzada de Personas, adoptada y abierta a la 
firma por los Estados Miembros de la Organización de 
los Estados Americanos durante la Asamblea General 
de la OEA que tuviera lugar en la Ciudad de Belén, 
Brasil, el día nueve de junio de mil novecientos no- 
venta y cuatro. La Convención fue suscripta por nues- 
tro país el día treinta de junio del mismo año. 


Esta Convención basa su articulado en un informe 
del Grupo de Trabajo establecido por la OEA en 1991, 
creado con el cometido de estudiar un sistema jurídico 
tendiente a evitar la desaparición forzada de personas, 
en el reconocimiento de que esta práctica se encuentra 
totalmente reñida no solamente con la Declaración Uni- 
versal de Derechos Humanos, sino con la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pac- 
to de San José de Costa Rica), instrumentos jurídicos 
que constituyen la piedra angular del régimen de De- 
rechos Humanos en el Hemisferio. 


El texto adoptado se inicia con un importante 
preámbulo en el cual los países reconocen que la 
desaparición forzada de personas constituye “una afren- 
“ta a la conciencia del Hemisferio” y caracterizan a 
esta práctica como crimen de lesa humanidad. 


El artículo 11 define la desaparición forzada. La 
misma comprende la privación de libertad seguida del 
pretendido desconocimiento de tal situación -o del pa- 
radero de la persona en cuestión- con lo cual se impi- 
de el ejercicio, entre otros, de los derechos de amparo 
o habeas corpus y, en general, de un debido proceso 
legal, derechos que se encuentran consagrados en to- 
das las Constituciones del Continente americano. 


Tal artículo se vincula con los artículos X. y XI, 
por los que los Estados Partes se comprometen a no 
suspender, bajo ningún aspecto, ni aun en estado de 
guerra o inestabilidad interna, los mencionados dere- 
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chos, a fin de que se pueda establecer el paradero de 
un detenido, así como su estado de salud o determinar 
la orden de la autoridad por la cual fue arrestado, 
debiendo presentarse al detenido “sin demora, confor- 
me a la legislación interna respectiva” ante autoridad 
judicial competente. En el mismo sentido, tales artícu- 
los prevén que los detenidos se mantendrán en lugares 
oficialmente reconocidos y que los registros oficiales 
que deberán elaborarse a tal respecto deberán ser pues- 
tos a disposición de cualquier autoridad o persona con 
interés legítimo. 


El delito se encontrará comprendido en esta Con- 
vención ya sea que los sujetos activos sean agentes del 
Estado o personas que actúen con su autorización, apo- 
yo o aquiescencia (artículo IT). 


En el artículo 1 los Estados establecen los princi- 
pios generales para prevenir, impedir y sancionar la 
desaparición forzada. Cabe destacar que el literal d) de 
este artículo impone la obligación de adoptar medidas 
de carácter legislativo, administrativo y judicial para 
hacer efectiva la aplicación de la Convención. 


En el mismo sentido, el artículo HI estipula la ne- 
cesidad de que los derechos internos respectivos tipifi- 
quen como delito la desaparición forzada de personas, 
teniendo la característica de delito continuado (o per- 
manente, para aquellos ordenamientos que prevén tal 
figura) mientras no se establezca el destino o paradero 
de la víctima. 


Como consecuencia de tal carácter continuado, y 
acorde con una característica de los delitos llamados 
internacionales, se establece en el artículo VI la im- 
prescriptibilidad de la acción penal, como principio 
general. Se exceptúan de este principio los Estados 
cuyas Constituciones impidan transformar la acción de 
persecución en imprescriptible, en cuyo caso deberán 
aplicar un período de prescripción igual al del delito 
más grave según su legislación interna. 


La jurisdicción se atribuye tanto al Estado en el 
que el delito haya sido cometido, como al de la nacio- 
nalidad o residencia del presunto delincuente o al de 
la nacionalidad de la víctima, ampliándose asf la posi- 
bilidad de sanción. Obviamente el artículo IV, relativo 
a la jurisdicción, establece como límite a esta combi- 
nación de principios de territorialidad y nacionalidad, 
el ejercicio de la jurisdicción o el desempeño de fun- 
ciones que la legislación interna reserve para un Esta- 
do Parte en forma exclusiva, evitando de ese modo el 
conflicto de jurisdicciones. 


Cabe destacar que no se acepta ningún tipo de ju- 
risdicción especial -incluyendo la militar- mantenién- 
dose solamente la jurisdicción de derecho común, 
consecuencia de que se reconoce que la desaparición 
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forzada, en tanto delito de lesa humanidad, no puede 
considerarse como cometido en ejercicio de funciones 
militares (artículo 1X). El concepto de obediencia de- 
bida es expresamente excluido como causal eximente 
de responsabilidad (artículo VID. 


Los artículos Y y VI -que por otra parte reprodu- 
cen disposiciones incorporadas a la Convención Inter- 
nacional contra la Tortura- regulan lo relativo a la 
extradición, impidiendo que la concesión o no de la 
misma suponga la finalización del caso sin investiga- 
ción y, eventualmente, sín proceso penal. 


El artículo XII ratifica el compromiso de ayuda 
recíproca de los Estados Partes para la localización, 
identificación y restitución de menores. 


Las peticiones y comunicaciones sobre desapari- 
ción forzada de personas se regirán por los procedi- 
mientos establecidos en los instrumentos legales 
interamericanos relativos a derechos humanos, habili- 
tándose a la Comisión Interamericana de Derechos Hu- 
manos a dirigirse directamente al gobierno vinculado 
- a una supuesta desaparición forzada, con el fin de soli- 
citarle información sobre el caso en forma urgente y 
confidencial (artículos XI y XIV). 


Marcando el alcance de la aplicación de estas nor- 
mas, se señala la permanencia de disposiciones adop- 
tadas bilateral o multilateralmente por uno o varios de 
los Países de OEA y la exclusión de los casos de 


conflictos armados que estuvieran regidos por las Con- . 


venciones de Ginebra de 1949 (artículo XV). 


Con solamente dos ratificaciones el Convenio en- 
trará en vigor para los Estados ratificantes, lo que de- 
muestra el interés de la Organización en este tema 
(artículo XX). 


El Poder Ejecutivo se permite señalar el destacado 
papel cumplido por las Delegaciones del Uruguay que 
participaron en la elaboración de esta Convención. 


Tal actuación revela el renovado interés de nuestro 
país por promover activamente la salvaguarda de los 
Derechos Humanos en el Continente, reivindicando así 
su antigua tradición en la materia y adoptando, en este 
caso, un instrumento internacional que impide, en la 
forma más comprensiva posible, la realización de ac- 
tos absolutamente contrarios a nuestro sistema demo- 
crático. 


La rápida ratificación de la Convención Interame- 
ricana sobre Desaparición Forzada de Personas, así 
como la adopción de las normas de derecho interno 
que la misma exige -en particular, la tipificación del 
delito en cuestión- evidenciará tal interés y la protec- 
ción de los derechos que allí se reafirman. 
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Por todo lo cual, el Poder Ejecutivo cumple en 
solicitar a ese Cuerpo la aprobación de la mencionada 
Convención. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta con- 
sideración. 


Julio María Sanguinetti PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA, Alvaro Ramos, Washington 
Bado, Samuel Lichtensztejn, Raúl Iturria. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Apruébase la Convención Intera- 
mericana sobre Desaparición Forzada de Personas, 
adoptada durante la Asamblea General de la Organiza- 
ción de los Estados Americanos que tuviera lugar en 
la ciudad de Belén, Brasil, el día nueve de junio de 
mil novecientos noventa y cuatro, y suscrita por nues- 
tro país el treinta de junio del mismo año. 


Alvaro Ramos, Washington Bado, Samuel Li- 
chtensztejn, Raúl Iturria. 


CONVENCION INTERAMERICANA SORBE 
DESAPARICION FORZADA DE PERSONAS 


LOS ESTADOS MIEMBROS DE LA ORGANI 
ZACION DE LOS ESTADOS AMERICANOS, 


PREOCUPADOS por el hecho de que subsiste la 
desaparición forzada de personas; 


REAFIRMANDO que el sentido genuino de la so- 
tidaridad americana y de la buena vecindad no puede 
ser otro que el de consolidar en este Hemisferio, den- 
tro del marco de las instituciones democráticas, un 
régimen de libertad individual y de justicia social, fun- 
dado en el respeto de los derechos esenciales del hom- 
bre; 


CONSIDERANDO que la desaparición forzada de 
personas constituye una afrenta a la conciencia del 
Hemisferio y una grave ofensa de naturaleza odiosa a 
la dignidad intrínseca de la persona humana, en con- 
tradicción con los principios y propósitos consagrados 
en la Carta de la Organización de los Estados Ameri- 
canos; 


CONSIDERANDO que la desaparición forzada de 
personas viola múltiples derechos esenciales de la per- 
sona humana de carácter inderogable, tal como están 
consagrados en la Convención Americana sobre Dere- 
chos Humanos, en la Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre y en la: Declaración 
Universal de Derechos Humanos; 
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RECORDANDO que la protección internacional 
de Jos. derechos humanos es de naturaleza convencio- 
nal coadyuvante o complementaria de la que ofrece el 
derecho interno y tiene como fundamento los atributos 
de la persona humana; 


REAFIRMANDO que la práctica sistemática de la 
desaparición forzada de personas constituye un crimen 
de lesa humanidad; 


ESPERANDO que esta Convención contribuya a 
prevenir, sancionar y suprimir la desaparición forzada 
de personas en el Hemisferio y constituya un aporte 
decisivo para la protección de los derechos humanos y 
el estado de derecho, 


RESUELVEN adoptar la siguiente Convención In- 
teramericana sobre Desaparición Forzada de Personas; 


ARTICULO ! 


Los Estados Partes en esta Convención se compro- 
meten a: 


a) No practicar, no permitir, ni tolerar la desapari- 
ción forzada de personas, ni aun en estado de 
emergencia, excepción o suspensión de garan- 
tías individuales; 


b) Sancionar en el ámbito de su jurisdicción a los 
autores, cómplices y encubridores del delito de 
desaparición forzada de personas, así como la 
tentativa de comisión del mismo; 


c) Cooperar entre sí para contribuir a prevenir, san- 
cionar y erradicar la desaparición forzada de 
personas; y 


d) Tomar las medidas de carácter legislativo, ad- 
ministrativo, judicial o de cualquier otra índole 
necesarias para cumplir con los compromisos 
asumidos en la presente Convención. 


ARTICULO H 


Para los efectos de la presente Convención, se 
considera desaparición forzada la privación de la li- 
bertad a una o más personas, cualquiera que fuere su 
forma, cometida por agentes del estado o por perso- 
nas o grupos de personas que actúen con la autoriza- 
ción, el apoyo o la aquiescencia del estado, seguida 
de la falta de información o de la negativa a recono- 
cer dicha privación de libertad o de informar sobre 
el paradero de la persona, con lo cual se impide el 
ejercicio de los recursos legales y de las garantías 
procesales pertinentes. 
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ARTICULO II 


Los Estados Partes se comprometen a adoptar, con 
arreglo a sus procedimientos constitucionales, las me- 
didas legislativas que fueren necesarias para tipificar 
como delito la desaparición forzada de personas, y a 
imponerle una pena apropiada que tenga en cuenta su 
extrema gravedad. Dicho delito será considerado como 
continuado o permanente mientras no se establezca el 
destino o paradero de la víctima. 


Los Estados Partes podrán establecer circunstan- 
cias atenuantes para los que hubieren participado en 
actos que constituyan una desaparición forzada cuando 
contribuyan a la aparición con vida de la víctima o 
suministren informaciones que permitan esclarecer la 
desaparición forzada de una persona. 


ARTICULO IV 


Los hechos constitutivos de la desaparición forzada 
de personas serán considerados delitos en cualquier 
Estado Parte. En consecuencia, cada Estado Parte adop- 
tará las medidas para establecer su jurisdicción sobre 
la causa en los siguientes casos: 


a. Cuando la desaparición forzada de personas 0 
cualesquiera de sus hechos constitutivos hayan 
sido cometidos en el ámbito de su jurisdicción; 


b. Cuando el imputado sea nacional de ese Estado; 


c. Cuando la víctima sea nacional de ese Estado y 
éste lo considere' apropiado. 


Todo Estado Parte tomará, además, las medidas 
necesarias para establecer su jurisdicción sobre el deli- 
to descrito en la presente Convención cuando el pre- 
sunto delincuente se encuentre dentro de su territorio y 
no proceda a extraditarlo. 

da 

Esta Convención no faculta a un Estado Parte para 
emprender en el territorio de otro Estado Parte el ejer- 
cicio de la jurisdicción ni el desempeño de las funcio- 
nes reservadas exclusivamente a Jas autoridades de la 
otra Parte por su legislación interna. 


ARTICULO V 


La desaparición forzada de personas no será consi- 
derada delito político para los efectos de extradición. 


La desaparición forzada se considerará incluida en- 
tre los delitos que dan lugar a extradición en todo 
tratado de extradición celebrado entre Estados Partes. 


Los Estados Partes se comprometen a incluir el 
delito de desaparición forzada como susceptible de ex- 
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tradición en todo tratado de extradición que celebren. 
entre sí en el futuro. 


Todo Estado Parte que subordine la extradición a 
la existencia de un tratado y reciba de otro Estado 
Parte con el que no tiene tratado una solicitud de ex- 
tradición podrá considerar la presente Convención como 
la base jurídica necesaria para la extradición referente 
al delito de desaparición forzada. 


Los Estados Partes que no subordinen la extradición a 
la existencia de un tratado reconocerán dicho delito como 
susceptible de extradición, con sujeción a las condiciones 
exigidas por el derecho del Estado requerido. 


La extradición estará sujeta a las disposiciones pre- 
vistas en la Constitución y demás leyes del Estado 


requerido. 
ARTICULO VI 


Cuando un Estado Parte no conceda la extradición, 
someterá el caso a sus autoridades competentes como 
si el delito se hubiere cometido en el ámbito de su 
jurisdicción, para efectos de investigación y, cuando 
corresponda, de proceso penal, de conformidad con su 

" legislación nacional. La decisión que adopten dichas 
autoridades será comunicada al Estado que haya soli- 
citado la extradición. 


ARTICULO VIH 


La acción penal derivada de la desaparición forza- 
da de personas y la pena que se imponga judicialmen- 
te al responsable de la misma no estarán sujetas a 
prescripción. 


Sin embargo, cuando existiera una norma de carác- 
ter fundamental que impidiera la aplicación de Jo esti- 
pulado en el párrafo anterior, el período de prescripción 
deberá ser igual al del delito más grave en la legisla- 
ción interna del respectivo Estado Parte. 


ARTICULO VIN 


No se admitirá la eximente de la obediencia debida 
a órdenes O instrucciones superiores que dispongan, 
autoricen o alienten la desaparición forzada. Toda per- 
sona que reciba tales órdenes tienen el derecho y el 
deber de no obedecerlas. 


Los Estados Partes velarán asimismo por que, en la 
formación del personal o de los funcionarios públicos 
encargados de la aplicación de la Ley, se imparta la 
educación necesaria sobre el delito de desaparición 
forzada de personas. 


ARTICULO IX 


Los presuntos responsables de los hechos constitu- 
tivos del delito de desaparición forzada de personas 
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sólo podrán ser juzgados por las jurisdicciones de dere- 
cho común competentes en cada Estado, con exclusión 
de toda jurisdicción especial, en particular la militar. 


Los hechos constitutivos de la desaparición forzada 
no podrán considerarse como cometidos en el ejercicio 
de las funciones militares. 


No se admitirán privilegios, inmunidades, ni dis- 
pensas especiales en tales procesos, sin perjuicio de 
las disposiciones que figuran en la Convención de Viena 
sobre Relaciones Diplomáticas. 


ARTICULO X 


En ningún caso podrán invocarse circunstancias ex- 
cepcionales, tales como estado de guerra o amenaza 
de guerra, inestabilidad política interna o cualquier 
otra emergencia pública, como justificación de la 
desaparición forzada de personas. En tales casos, .el 
derecho a procedimientos o recursos judiciales rápidos 
eficaces se conservará como medio para determinar el 
paradero de las personas privadas de libertad o su esta- 
do de satud o para individualizar a la autoridad que 
ordenó la privación de libertad o la hizo efectiva. 


En la tramitación de dichos procedimientos O re- 
cursos y conforme al derecho interno respectivo, las 
autoridades judiciales competentes tendrán libre e in- 
mediato acceso a todo centro de detención y a cada 
una de sus dependencias, así como a todo lugar donde 
haya motivos para creer que se puede encontrar a las 
personas desaparecidas, incluso lugares sujetos a la 
jurisdicción militar. 


ARTICULO XI 


Toda persona privada de libertad debe ser manteni- 
da en lugares de detención oficialmente reconocidos y 
presentada sin demora, conforme a la legislación inter- 
na respectiva, a la autoridad judicial competente. 


Los Estados Partes establecerán y mantendrán re- 
gistros oficiales actualizados sobre sus detenidos y, 
conforme a su legislación interna, los pondrán a dispo- 
sición de los familiares, Jueces, Abogados, cualquier 
persona con interés legítimo y otras autoridades. 


ARTICULO XH 


Los Estados Partes se prestarán recíproca cooperación 
en la búsqueda, identificación, localización y restitución 
de menores que hubieren sido trasladados a otro Estado o 
retenidos en éste, como consecuencia de la desaparición 
forzada de sus padres, tutores o guardadores. 


ARTICULO XUHI 


Para los efectos de la presente Convención, el trá- 
mite de las peticiones o comunicaciones presentadas 
ante la Comisión Interamericana de Derechos Huma- 
nos en que se alegue la desaparición forzada de perso- 
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nas estará sujeto a los procedimientos establecidos en 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y 
en los Estatutos y Reglamentos de la Comisión y de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, incluso 
las normas relativas a medidas cautelares, 


ARTICULO XIV 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, 
cuando la Comisión Interamericana de Derechos Hu- 
manos reciba una petición o comunicación sobre una 
supuesta desaparición forzada se dirigirá, por medio 
de su Secretaría Ejecutiva, en forma urgente y confi- 
dencial, al correspondiente Gobierno solicitándole que 
proporcione a la brevedad posible la información so- 
bre el paradero de la persona presuntamente desapare- 
cida y demás información que estime pertinente, sin 
que esta solicitud prejuzgue la admisibilidad de ta pe- 
tición. 


ARTICULO XV 


Nada de lo estipulado en la presente Convención 
se interpretará en sentido restrictivo de otros tratados 
bilaterales o multilaterales u otros acuerdos suscritos 
entre las Partes. 


Esta Convención no se aplicará a conflictos arma- 
dos internacionales regidos por los Convenios de Gi- 
nebra de 1949 y su Protocolo relativo a la protección 
de los heridos, enfermos y náufragos de las fuerzas 
armadas, y a prisioneros y civiles en tiempo de guerra. 


ARTICULO XVI 


La presente Convención está abierta a la firma de 
los Estados miembros de la Organización de los Esta- 
dos Americanos. 


ARTICULO XVII 


La presente Convención está sujeta a ratificación. 
Los instrumentos de ratificación se depositarán en la 
Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos. 


ARTICULO XVHI 


La presente Convención quedará abierta a la adhe- 
sión de cualquier otro Estado. Los instrumentos de 
adhesión se depositarán en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos. 


ARTICULO XIX 


Los Estados podrán formular reservas a la presente 
Convención en el momento de firmarla, ratificarla o 
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adherirse a ella, siempre que no sean incompatibles 
con el objeto y propósito de la Convención y versen 
sobre una o más disposiciones específicas. 


ARTICULO XX 


La presente Convención entrará en vigor para los 
Estados ratificantes el trigésimo día a partir de la fe- 
cha en que se haya depositado el segundo instrumento 
de ratificación. 


Para cada Estado que ratifique la Convención o 
adhiera a ella después de haber sido depositado el se- 
gundo instrumento de ratificación, la Convención en- 
trará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en 
que tal Estado haya depositado su instrumento de rati- 
ficación o adhesión. 


ARTICULO XXI 


La presente Convención regirá indefinidamente, 
pero cualquiera de los Estados Partes podrá denunciar- 
la. El instrumento de denuncia será depositado en la 
Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos. Transcurrido un año contado a partir de 
la fecha de depósito del instrumento de denuncia la 
Convención cesará en sus efectos para el Estado de- 
nunciante y permanecerá en vigor para los demás Es- 
tados Partes. 


ARTICULO XXU 


El instrumento original de la presente Convención, 
cuyos textos en español, francés, inglés y portugués 
son igualmente auténticos, será depositado en la Se- 
cretaría General de la Organización de Jos Estados 
Americanos, la cual enviará copia auténtica de su tex- 
to, para su registro y publicación, a la Secretaría de las 
Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 102 
de la Carta de las Naciones Unidas. La Secretaría Ge- 
neral de la Organización de los Estados Americanos 
notificará a los Estados miembros de dicha Organiza- 
ción y a los Estados que se hayan adherido a la Con- 
vención, las firmas, los depósitos de instrumentos de 
ratificación, adhesión y denuncia, así como las reser- 
vas que hubiese. 


EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios in- 
frascritos, debidamente autorizados por sus respecti- 
vos Gobiernos, firman el presente Convenio, que se 
llamará “Convención Interamericana sobre Desapari- 
ción Forzada de Personas”. 


HECHA EN LA CIUDAD DE BELEN, BRASIL, 
el nueve de junio de mil novecientos noventa y cuatro. 
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ORGANIZACION DE LOS ESTADOS AMERICANOS 
WASHINGTON, D.C. 


SECRETARIA GENERAL 


Certifico que el documento preinserto es copia fiel 
y exacta de los textos auténticos en español, inglés, 
portugués y francés de la Convención Interamericana 
sobre Desaparición Forzada de Personas, suscrita en 
Belém do Pará, Brasil, el 9 de junio de 1994, en el 
vigésimo cuarto período ordinario de sesiones de la 
Asamblea General de la Organización de los Estados 
Americanos, y que los textos firmados de dichos origi- 
nales se encuentran depositados en la Secretaría Gene- 
ra] de la Organización de los Estados Americanos. 


24 de junio de 1994 


Í hereby certify that the foregoing document is a 
true and faithful copy of the authentic texts in Spa- 
nish, English, Portuguese and French of the Inter-Ame- 
rican Convention on the Disppearance of Persons, 
signed at Belém do Pará, Brazil, on June 9, 1994, at 
the Twenty-fourth Regular Session of the General As- 
sembly of the Organization of American States, and 
that the signed originals of these texts are on deposit 
with the General Secretariat of the Organization of 
American States. 


June 24, 1994 


Certifico que o documento transcrito é cópia fiel e 


exata dos textos auténticos em espanhol, inglés, portu- 


gués e francés da Convencáo Interamericana sobre o 
Desaparecimento Forcado de Pessoas, assinado em Be- 
lém do Pará, Brasil, em 9 de junho de 1994, no Vigé- 
simo Quarto Período Ordinário de Sessóes da 
Assembléia Geral, e que os textos originais assinados 
encontram-se depositados na Secretaria-Geral da Or- 
ganizagáo dos Estados Americanos. 


24 de junho de 1994 


Je certifie que le document qui précede est une 
copie fidéle et conforme aux textes authentiques 
frangais, anglais, espagnol, et portugais de la Conven- 
tion Interaméricaine sur la Disparation Forcée des Per- 
sonnes, signée A Belém do Pará, (Brasil) le 9 juin 
1994, lors de la vingt-quatrieme Session ordinaire de 
 Assemblée Générale, et que des originaux signés de 
ces textes sont déposés aupres du Secrétariat Général 
de POrganisation des Etats Américains. 


Le 24 juin 1994 
Por el Secretario General 


For The Secretary General 
Pelo Secretário-Geral 
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Pour le Secrétaire Général 
Hugo Caminos 


Subsecretario de Asuntos Jurídicos  Subsecretário de Assuntos Jurídicos 
Secretaría General de la OEA Secretaria-Geral da OEA 


Sous-secrétalre aux 
questions juridiques 
Secrétariat Général de POEA 


Under-Secretary for Legal Affairs 
OAS General Secretarial 
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Comisión de 
Asuntos Internacionales 


INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión de Asuntos Internacionales, por 
unanimidad de sus miembros, ha resuelto proponer al 
Cuerpo la aprobación de la “Convención Interamerica- 
na Sobre Desaparición Forzada de Personas”, aproba- 
da por la Asamblea General de la OEA el 9 de junio 
de 1994, en la ciudad brasileña de Belém do Pará y 
suscrita por nuestro país el 30 de junio del mismo año. 


La referida Convención: viene a llenar un vacío 
legal importante en lo que respecta a legislación inter- 
nacional, al menos en el ámbito interamericano. Sobre 
todo, porque la aberrante práctica de la “desaparición 
forzada” ha contado y cuenta, con elocuente frecuen- 
cia, con la participación y/o la complicidad de órganos 
represivos integrantes de los Estados en los que ellos 
han ocurrido y ocurren. 


En las últimas décadas, la desaparición forzada de 
personas ha sido práctica corriente en Latinoamérica y 
otras partes del mundo. Sólo en nuestro Continente, 
las desapariciones suman decenas de miles de perso- 
nas en diferentes países, de acuerdo con los datos apor- 
tados por las numerosas organizaciones defensoras de 
los Derechos Humanos existentes en nuestros países. 
Pero, así también lo han entendido los Grupos de Tra- 
bajo de las Naciones Unidas y de la propia Organiza- 
ción de Estados Americanos, que han tenido como 
cometido el estudio de este fenómeno. Y es precisa- 
mente sobre la base de un informe producido por el 
Grupo de Trabajo designado por la OEA en 1991, que 
se llegó a la redacción de la presente Convención. 


Lamentablemente, la desaparición forzada de per- 
sonas no es un problema del pasado, ni en América 
Latina ni en otros lugares del mundo. En lo que a los 
países latinoamericanos refiere, año a año se suman al 
total centenares de casos. Ha cambiado sí, el escenario 
principal de las desapariciones: de los países del Cono 
Sur -escenario principal de las mismas en las décadas 
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del 70 y del 80- éste se ha trasladado fundamentalmente 
a otros países sudamericanos y de América Central. 


Han cambiado los escenarios, pero no los principa- 
les grupos destinatarios de las desapariciones, que con- 
tinúan siendo dirigentes políticos opositores, integrantes 
de organizaciones defensorás de los Derechos Huma- 
nos, periodistas, miembros de grupos religiosos, mili- 
tantes y dirigentes estudiantiles y sindicales, docentes 
de la enseñanza pública y privada, integrantes de co- 
lectividades indígenas, etc. 


Esta Convención estructura un sistema jurídico “ten- 
diente a evitar la desaparición forzada de personas, en 
el reconocimiento de que esta práctica se encuentra 
totalmente reñida no solamente con la Declaración Uni- 
versal de Derechos Humanos, sino con la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y la 
Convención Americana Sobre Derechos Humanos (Pac- 
to de San José de Costa Rica), instrumentos jurídicos 
que constituyen la piedra angular del Régimen de De- 
rechos Humanos en el Hemisferio” (Mensaje del Po- 
der Ejecutivo). 


En el Preámbulo, los países signatarios reafirman 
que la práctica sistemática de la desaparición forzada 
de personas constituye un crimen de lesa humanidad, 
una afrenta a la conciencia del Hemisferio y una grave 
ofensa de naturaleza odiosa a la dignidad intrínseca de 
la persona humana. 


Y “esperando que esta Convención contribuya a 
prevenir, sancionar y suprimir la desaparición forzada 
de personas en el Hemisferio y constituya un aporte 
decisivo para la protección de los Derechos Humanos 
y el estado de Derecho”, tos Estados miembros de la 
Organización de los Estados Americanos resolvieron 
adoptar la presente Convención Interamericana Sobre 
Desaparición Forzada de Personas: 


” Articulado de la Convención 


Conforme al artículo 1, los Estados Partes se com- 
prometen a: 


a) no practicar, no permitir ni tolerar la desapari- 
ción forzada de personas, ni aun en estado de emer- 
gencia, excepción o suspensión de garantías 
individuales, 


b) sancionar en el ámbito de su jurisdicción a in- 
fractores, cómplices y encubridores del delito de des- 
aparición forzada de personas, así como la tentativa de 
comisión del mismo; 


c) cooperar entre sí para contribuir a prevenir, san- 
cionar y erradicar la desaparición forzada de personas; 
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d) tomar las medidas de carácter legislativo, admi- 
nistrativo, judicial o de cualquier otra índole necesa- 
rias para cumplir con los compromisos asumidos en la 
presente Convención. 


Por el artículo Il, se define la desaparición forzada, 
estableciendo que: “se considera desaparición forzada 
la privación de la libertad a una o más personas, cual- 
quiera fuere su forma cometida por agentes del Estado 
O por personas o grupos que actúen con la autoriza- 
ción, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida 
de la falta de información o de la negativa a reconocer 
dicha privación de libertad o de informar sobre el pa- 
radero de la persona, con lo cual se impide el ejercicio 
de los recursos legales y de las garantías procesales 
pertinentes”. 


Por el artículo HI, los Estados Partes se comprome- 
ten a adoptar “con arreglo a sus procedimientos cons- 
titucionales, las medidas legislativas que fueren 
necesarias para tipificar como delito la desaparición 
forzada de personas, y a imponerle una pena apropiada 
que tenga en cuenta su extrema gravedad”. Se estable- 
ce asimismo, que dicho delito será considerado como 
continuado o permanente mientras no se establezca el 
destino o paradero de la víctima. 


El último inciso de este artículo, establece que los 
Estados Partes podrán legislar circunstancias atenuan- 
tes para los que habiendo participado en actos que 
constituyen una desaparición forzada, contribuyan a la 
aparición con vida de la víctima o suministren infor- 
maciones que permitan esclarecer el delito. 


Por el artículo IV, se establece que los hechos cons- 
titutivos de la desaparición forzada de personas, serán 
considerados delitos en cualquier Estado Parte y la 
jurisdicción se atribuye, tanto al Estado en el que el 
delito se haya cometido, como al de la nacionalidad o 
residencia del presunto delincuente o al de la naciona- 
lidad de la víctima, ampliándose así la posibilidad de 
sanción; en consecuencia “cada Estado Parte, adoptará 
las medidas para establecer su jurisdicción sobre la 
causa en dichos casos”. 


Por el inciso segundo, se dispone que “todo Estado 
Parte tomará, además, las medidas necesarias para es- 
tablecer su jurisdicción sobre los delitos descritos en 
la presente Convención, cuando el presunto delincuen- 
te se encuentre dentro de su territorio y no proceda a 
extraditarlo”. 


En el inciso tercero, se establece que “esta Con- 
vención no faculta a un Estado Parte, para emprender 
en el territorio de otro Estado Parte, el ejercicio de la 
jurisdicción ni el desempeño de las funciones reserva- 
das exclusivamente a las autoridades de la otra Parte 
por su legislación interna”. 
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Por el artículo V, se dispone que “la desaparición 
forzada de personas no será considerada delito político 
para los efectos de la extradición” y que se la conside- 
rará incluida “entre los delitos que dan lugar a extradi- 
ción en todo Tratado de Extradición celebrado entre 
los Estados Partes”. 


El inciso tercero, dispone que los Estados Partes se 
comprometen a incluir el delito de la desaparición for- 
zada como susceptible de extradición en todo Tratado 
de Extradición que celebren entre sí en el futuro. 


En el inciso cuarto, dispone que “todo Estado Parte 
que subordine la extradición a la existencia de un Tra- 
tado y reciba de otro Estado Parte con el que no tiene 
tratado una solicitud de extradición podrá considerar 
la presente Convención como la base jurídica necesa- 
ria para la extradición referente al delito de desapari- 
ción forzada”. 


En el inciso quinto, se establece que “los Estados 
Partes que no subordinen la extradición a la existencia 
de un Tratado, reconocerán dicho delito como suscep- 
tible de extradición, con sujeción a las condiciones 
exigidas por el Derecho del Estado requerido”. 


En el artículo VI, dispone que cuando un Estado 
Parte no conceda la extradición, someterá el caso a sus 
sutoridades competentes como sj el delito se hubiere 
cometido en el ámbito de su jurisdicción, para efec- 
tos de investigación y cuando corresponda, del proce- 
so penal, de conformidad con su legislación nacional. 
La decisión será comunicada al Estado que haya soli- 
citado la extradición. 


El artículo Vll establece que la acción penal deri- 
vada de la desaparición forzada de personas y la pena 
que se imponga judicialmente no estarán sujetas a pres- 
cripción. Cuando existiera una norma de carácter fun- 
damental que impidiera la aplicación de lo 
anteriormente estipulado, el período de prescripción 
deberá ser igual al del delito más grave en la legisla- 
ción interna del respectivo Estado. 


Por el artículo VIII, se establece que no se admitirá 
la eximente de la obediencia debida. Toda persona que 
reciba tales órdenes tiene el derecho y el deber de no 
obedecerías, El inciso segundo prescribe que los Esta- 
dos Partes velarán para que el personal y los funciona- 
rios públicos encargados de la aplicación de la Ley 
sean educados recibiendo la información necesaria so- 
bre el delito de la desaparición forzada de personas. 


El artículo IX, establece que no se aceptará ningún 
tipo de jurisdicción especial y en particular la militar 
y los presuntos responsables serán sometidos solamen- 
te a la jurisdicción de derecho común. Los incisos 
segundo y tercero disponen que los hechos constituti- 
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vos de la desaparición forzada no podrán considerarse 
como cometidos en el ejercicio de las funciones mili- 
tares. Y que no se admitirán privilegios, inmunidades 
ni dispensas especiales en tales procesos, sin perjuicio 
de las disposiciones que figuran en la Convención de 
Viena sobre Relaciones Diplomáticas. 


El artículo X, establece que en ningún caso podrán 
invocarse circunstancias excepcionales tales como es- 
tado de guerra o amenaza de guerra, inestabilidad po- 
lítica interna o cualquier otra emergencia pública como 
justificación de la desaparición forzada de personas. 
En tales casos, el derecho a procedimientos O Tecursos 
judiciales rápidos y eficaces se conservará como me- 
dio para determinar el paradero de las personas priva- 
das de libertad o su estado de salud o para individualizar 
a la autoridad que ordenó la privación de libertad o la 
hizo efectiva. 


Durante la tramitación de los procedimientos o re- 
cursos, las autoridades judiciales competentes tendrán 
libre e inmediato acceso a todo centro de detención y 
a cada una de sus dependencias, así como a todo lugar 
donde haya motivos para creer que se puede encontrar 
a las personas desaparecidas. incluso Jugares sujetos a 
la jurisdicción militar. 


El artículo XI, prevé que los detenidos se manten- 
drán en Jugares oficialmente reconocidos y que toda 
persona privada de libertad debe ser presentada sin 
demora a la autoridad judicial competente. Se estable- 
cerán registros oficiales sobre los detenidos que se 
mantendrán actualizados y deberán ser puestos a dis- 
posición de los familiares, jueces, Abogados, cualquier 
persona con interés legítimo y otras autoridades. 


El artículo XII, ratifica el compromiso de ayuda 
recíproca y cooperación de los Estados Partes para la 
búsqueda, identificación, localización y restitución de 
menores que hubieran sido trasladados a otro Estado o 
retenidos en éste, como consecuencia de la desapari- 
ción forzada de sus padres, tutores o guardadores. 


El artículo XIII, dispone, para los efectos de la 
presente Convención, que el trámite de las peticiones 
o comunicaciones presentadas ante la Comisión Inte- 
ramericana de Derechos Humanos en que se alegue a 
la desaparición forzada de personas, estará sujeto a los 
procedimientos establecidos en la Convención Ameri- 
cana sobre los Derechos Humanos y en los Estatutos y 
Reglamentos de la Convención y de ta Corte Intera- 
mericana de Derechos Humanos, incluso las normas 
relativas a medidas cautelares. 


El artículo XIV, establece que, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo anterior, cuando la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos reciba una peti- 
ción o comunicación sobre una supuesta desaparición 
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forzada, se dirigirá, por medio de su Secretaría Ejecu- 
tiva, en forma urgente y confidencial al respectivo Go- 
bierno, solicitándole que proporcione a la brevedad 
posible la información sobre el paradero de la persona 
presuntamente desaparecida y demás información que 
estime pertinente, sin que esta solicitud prejuzgue la 
admisibilidad de la petición. 


El artículo XV, dispone que “nada de lo estipulado 
en la presente Convención se interpretará en sentido 
restrictivo de otros tratados bilaterales o multilaterales 
u otros acuerdos suscritos entre las partes”. Y que esta 
Convención no se aplicará a los conflictos armados 
internacionales que estuvieran regidos por los Conve- 
nios de Ginebra de 1949 y sus Protocolos relativos a la 
protección de los heridos, enfermos y náufragos de las 
Fuerzas Armadas y a prisioneros y civiles en tiempos 
de guerra. 


Los artículos XVI, XVI y XVIII, establecen los 
mecanismos de firma y ratificación, estipulando el 
XVIII que la Convención quedará abierta a la adhe- 
sión de cualquier otro Estado, más allá de los miemn- 
bros de la Organización de los Estados Americanos. 


El artículo XIX, dispone que los Estados podrán 
formular reservas a la presente Convención en el mo- 
mento de firmarla, ratificarla o adherirse a ella y siem- 
pre que no sean incompatibles con el objeto y propósito 
de la Convención y versen sobre una o varias disposi- 
ciones específicas. 


El artículo XX establece que la Convención entrará 
en vigor para los Estados ratificantes 30 días después 
de la fecha en que se haya depositado el segundo ins- 
trumento de ratificación. Para cada Estado que ratifi- 
que la misma o adhiera a ella después que haya sido 
depositado el segundo instrumento de ratificación, la 
Convención entrará en vigor a los treinta días a partir 
de la fecha en que tal Estado haya depositado su ratifi- 
cación o adhesión. 


Finalmente, el artículo XXI prescribe que la Con- 
vención regirá indefinidamente, pero cualquiera de los 
Estados Partes podrán denunciarla. Los efectos de la 
Convención cesarán para el Estado denunciante, trans- 
currido un año a partir de la fecha de depósito del 
instrumento de denuncia, permaneciendo en vigor para 
los demás Estados Partes. 


La Convención analizada sobre desaparición forza- 
da de personas, constituye un avance extraordinaria- 
mente importante para la defensa de los derechos 
humanos en el Continente. La experiencia histórica 
vivida por nuestros pueblos y, en especial la peripecia 
de las últimas décadas, en las que regímenes antide- 
mocráticos realizaron actos absolutamente contrarios a 
los principios democráticos, violando tos derechos hu- 
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manos y recurriendo muchas veces a la aplicación del 
método de lá desaparición forzada de personas, hacen 
imprescindible que nuestros países adopten los meca- 
nismos jurídicos que coadyuven a impedir la reitera- 
ción en el futuro de aquellos actos, 


Vuestra Comisión, por unanimidad, recomienda al 
Cuerpo la sanción del Proyecto de Ley por el cual se 
aprueba esta Convención. 


Sala de la Comisión, 10 de agosto de 1995, 


Reinaldo Gargano (Miembro Informante), Al- 
berto Couriel, Sergio Chiesa, Rafael Miche- 
lini, Pablo Millor, Carlos Julio Pereyra, 
Américo Ricaldoni. Senadores”. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). - Léase 
el Proyecto de Ley. 


(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante señor Senador 
Gargano, 


SEÑOR GARGANO. - El Cuerpo se va a abocar a la 
consideración de uno de los documentos de mayor trascen- 
dencia, según creemos, para la defensa de los Derechos Hu- 
manos procesados a nivel de la Organización de Estados 
Americanos. 


Se trata de ratificar y aprobar la Convención Interameri- 
cana sobre desaparición forzada de personas, adoptada y abier- 
ta la firma por los Estados Miembros de la Organización de 
Estados Americanos durante una Asamblea General que tuvo 
lugar en la ciudad de Belém, Brasil, el día 9 de junio de 
1994. La Convención fue suscrita por nuestro país el día 30 
de junio del mismo año. 


No voy a hacer un examen pormenorizado del articulado 
de la Convención; simplemente, quiero llamar la atención del 
Cuerpo acerca de la trascendencia del documento que vamos 
a aprobar, refiriéndome específicamente, a las partes medula- 
res del mismo. 


La mencionada Convención basa su articulado en un in- 
torme del grupo de trabajo establecido por la Organización 
de Estados Americanos en 1991 y creado con el cometido de 
estudiar un sistema jurídico tendiente a evitar la desaparición 
forzada de personas, en el reconocimiento de que esta prácti- 
ca se encuentra totalmente reñida, no solamente con la De- 
claración Universal de Derechos Humanos sino, asimismo, 
con la Declaración Americana de los Derechos y Deberes de! 
Hombre y la Convención Americana sobre Derechos Huma- 
nos, llamada Pacto de San José de Costa Rica, instrumentos 
jurídicos que constituyen la piedra angular del régimen de 
Derechos Humanos en el Hemisferio, 
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En las últimas décadas, señor Presidente, la desaparición 
forzada de personas ha sido una práctica corriente en Améri- 
ca Latina y en otras partes del mundo. Sólo en nuestro conti- 
nente las desapariciones suman decenas de miles de personas 
en los diferentes países, de acuerdo con los datos aportados 
por las numerosas organizaciones defensoras de los Derechos 
Humanos existentes en nuestro país. Así también lo han en- 
tendido los grupos de trabajo de las Naciones Unidas y de la 
propia Organización de los Estados Americanos, que han te- 
nido como cometido el estudio de este fenómeno. Precisa- 
mente sobre la base de un informe producido por el grupo de 
trabajo designado por la OEA en 1991, se llegó a la redac- 
ción de la presente Convención. 


A continuación, me voy a referir especificamente a aque- 
llas partes del informe en que se analiza minuciosamente el 
articulado, describiendo su contenido y el mecanismo de su 
aplicación. Asimismo, allí se hace mención a algunas de las 
disposiciones que, a nuestro juicio, constituyen los aspectos 
medulares de la Convención. 


Concretamente, el primer párrafo del artículo VII estable- 
ce: “La acción penal derivada de la desaparición forzada de 
personas y la pena que se imponga judicialmente al responsa- 
ble de la misma no estarán sujetas a prescripción”. Esta nor- 
ma recoge un concepto jurídico de carácter internacional, por 
el cual los delitos de lesa humanidad no prescriben; en este 
caso, se transforma en una obligación que asumen los Esta- 
dos de aplicar este mismo criterio jurídico a la desaparición 
forzada de personas. 


El segundo parágrafo del mencionado artículo, señala: “Sin 
embargo, cuando existiera una norma de carácter fundamen- 
tal que impidiera la aplicación de lo estipulado en el párrafo 
anterior, el período de prescripción deberá ser igual al del 
delito más grave en la legislación interna del respectivo Esta- 
do Parte”. 


Por su parte, en el artículo VIII se indica: “No se admitirá 
la eximente de la obediencia debida a órdenes o instrucciones 
superiores que dispongan, autoricen o alienten la desapari- 
ción forzada. Toda persona que reciba tales órdenes tiene el 
derecho y el deber de no obedecerlas. 


Los Estados Partes velarán asimismo por que, en la for- 
mación del personal o de los funcionarios públicos encarga- 
dos de la aplicación de la Ley, se imparta la educación necesaria 
sobre el delito de desaparición forzada de personas”. 


Como se verá, señor Presidente, aquí se alude a dos as- 
pectos de enorme trascendencia: por un lado, que no hay 
eximente de la obediencia debida y, por otro, se prescribe 
que las fuerzas de seguridad deben ser instruidas acerca de 
los contenidos precisos de esta Convención y de las conse- 
cuencias que acarrea su no cumplimiento. 
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El artículo IX establece que no se aceptará ningún tipo de 
jurisdicción especial y, en particular, la militar y que los 
presuntos responsables serán sometidos solamente a la juris- 
dicción de derecho común. La historia de un pasado no muy 
lejano en América Latina, hace pensar en la trascendencia de 
esta disposición. Según lo que allí se indica, quienes cometan 
este tipo de delitos serán sometidos, repito, solamente a la 
jurisdicción de derecho común y no podrán alegar que tienen 
derecho a una especial, en particular, a la militar. 


Concretamente, en los incisos segundo y tercero de esta 
norma, se expresa lo siguiente: “Los hechos constitutivos de 
la desaparición forzada no podrán considerarse como cometi- 
dos en el ejercicio de las funciones militares. 


No se admitirán privilegios, inmunidades, ni dispensas 
especiales en tales procesos, sin perjuicio de las disposicio- 
nes que figuran en la Convención de Viena sobre Relaciones 
Diplomáticas”. 


El artículo X establece: “En ningún caso podrán invocarse 
circunstancias excepcionales, tales como estado de guerra o 
amenaza de guerra, inestabilidad política interna o cualquier 
otra emergencia pública, como justificación de la desapari- 
ción forzada de personas. En tales casos, el derecho a proce- 
dimientos o recursos judiciales rápidos eficaces se conservará 
como medio para determinar el paradero de las personas pri- 
vadas de libertad o su estado de salud o para individualizar a 
la autoridad que ordenó la privación de libertad o la hizo 
efectiva. 


En la tramitación de dichos procedimientos o recursos y 
conforme al derecho interno respectivo, las autoridades judi- 
ciales competentes tendrán libre e inmediato acceso a todo 
centro de detención y a cada una de sus dependencias, así 
como a todo lugar donde haya motivos para creer que se 
puede encontrar a la persona desaparecida, incluso lugares 
sujetos a la jurisdicción militar”. 


El artículo XI indica lo siguiente: “Los Estados Partes se 
prestarán recíproca cooperación en la búsqueda, identifica- 
ción, localización y restitución de menores que hubieren sido 
trasladados a otro Estado o retenidos en éste, como conse- 
cuencia de la desaparición forzada de sus padres, tutores o 
guardadores”. Basta la lectura de esta disposición para darse 
cuenta de su trascendencia, teniendo en cuenta los hechos 
acaecidos en la región durante décadas pasadas. 


El artículo XIII expresa: “Para los efectos de la presente 
Convención, el trámite de las peticiones o comunicaciones 
presentadas ante la Comisión Interamericana de Derechos Hu- 
manos en que se alegue la desaparición forzada de personas 
estará sujeto a los procedimientos establecidos en la Conven- 
ción Americana sobre Derechos Humanos y en los Estatutos 
y Reglamentos de la Comisión y de la Coite Interamericana 
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de Derechos Humanos, incluso las normas relativas a medi- 


das cautelares”. 


Por su parte, el artículo XIV indica: “Sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo anterior, cuando la Comisión Intera- 
merciana de Derechos Humanos reciba una petición o comu- 
nicación sobre una supuesta desaparición forzada se dirigirá, 
por medio de su Secretaría Ejecutiva, en forma urgente y 
confidencial, al correspondiente Gobierno solicitándole que 
proporcione a la brevedad posible la información sobre el 
paradero de la persona presuntamente desaparecida y demás 
información que estime pertinente, sin que esta solicitud pre- 
juzgue la admisibilidad de la petición”. 


Entendemos que la ratificación de este documento por 
parte del Parlamento uruguayo, contribuye a poner en funcio- 
namiento un sistema jurídico de cooperación en América des- 
tinado a dar más garantía a la protección de tos derechos 
humanos, especialmente en aquellas situaciones límites, cuan- 
do ocurre, por ejemplo, la desaparición forzada. Lamentable- 
mente, este hecho ha sido muy frecuente en tiempos no muy 
lejanos. Pensamos que nuestro Parlamento, al aprobar rápida- 
mente esta Convención y comprometerse a su aplicación, 
ganará en el ámbito interamericano el respeto y el derecho a 
usar los mecanismos internacionales para proteger no sólo los 
derechos de sus ciudadanos, sino también los de todos aque- 
llos que viven en el continente americano y que estén ligados 
mediante la ratificación de esta Convención. 


SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). - Tiene 
la palabra el señor Senador. 


SEÑOR SARTHOU. - Simplemente, deseo ratificar la im- 
portancia que señalaba el señor Senador Gargano con respec- 
to a esta Convención. 


Todos conocemos los hechos acaecidos en la vecina oriila 
que hace no mucho tiempo conmocionaron la opinión públi- 
ca. En realidad, es un oprobio para el ser humano que pueda 
existir este tipo de delitos. Los gobiernos de facto del Cono 
Sur y de América Latina nos han enfrentado a ese tema que 
es distinto al de la muerte: se trata de múertes sin domicilio y 
sin sede. Los familiares de estas personas desaparecidas su- 
fren la tortura de no haber hecho todo lo posible para ubicar- 
las. 


Cabe destacar que esta Convención ro es meramente de- 
clarativa. En ese sentido, el señor Senador Gargano se refirió 
a las garantías que introduce. En primer lugar, se define al 
delito de desaparición forzada mediante cuatro característi- 
cas. Nos parece que esto es un avance con respecto al Pacto 
de Costa Rica que, aunque en su artículo 7” trataba el tema 
de la desaparición de las personas físicas, no lo desarrollaba 
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en la forma en que lo hace esta Convención. Aquí se aclara 
que dicho delito se integra con cuatro elementos: la privati- 
zación de la libertad -cualquiera sea la forma en que se haya 
producido- que sea cometido por agentes del Estado, perso- 
nas o grupos que actúen bajo su orden, la negativa a recono- 
cer dicha privación y el impedimento de ejercer los recursos 
legales o de hábeas corpus. 


Los que durante el gobierno de facto acompañamos a los 
familiares, sabemos lo que es no poder ubicar, ni saber donde 
interponer un recurso, a fin de localizar a la persona desupa- 
recida. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Santoro) 


-Es por esto que nos parece muy importante la forma en 
que está definido el delito que, repito, significa un avance 
con respecto a lo establecido en el Pacto de San José de 
Costa Rica. 


En segundo lugar, queremos señalar que esto obliga a la 
tipificación del delito en sede nacional. Se trata de un ele- 
mento fundamental, dado que no queda, meramente, en el 
plano internacional, sino que nos obliga a aprobar un texto 
que establezca el referido delito. En este sentido, quiero ex- 
presar que en la Comisión de Derechos Humanos de la Cá- 
mara de Representantes se ha presentado un proyecto sobre 
delitos de lesa humanidad, elaborado por el Colegio de Abo- 
gados, que tendría que ser estudiado, en función de la obliga- 
ción que contraemos como consecuencia del artículo 3” de 
esta Convención. 


En síntesis, deseo ratificar la importancia de las garantías 
que se dan aquí y a las que aludió el señor Senador Gargano. 
Quiero referirme, especialmente a cinco de ellas. 


La primera expresa que no se considere nunca como deli- 
to político, ya que esto último implicaría una escapatoria a la 
responsabilidad. 


La segunda rechaza el expediente de la obediencia debi- 
da. Pensamos que esta es una manera de eludir una responsa- 
bilidad que se ha usado y se usa todavía en distintos países 
latinoamericanos. 


La tercera establece el carácter de imprescriptible, princi- 
pio que ha venido reclamando el derecho humanitario desde 
siempre, pero que aún no se había concretado, como sucede 
en el texto de esta Convención. 


La cuarta determina que no haya una jurisdicción espe- 
cial, ya que aclara, expresamente, que no se incluya, tam- 
poco, la jurisdicción militar. Esto significa aplicar, en todos 
los casos, la jurisdicción común, elemento de suma impor- 
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La última, se refiere al hecho de que no se pueda invocar 
el estado de guerra, el de inestabilidad o el de medidas de 
seguridad para eludir la aplicación de la Convención. 


Creemos que esta Convención es muy positiva. No se 
trata solamente de una cuestión declarativa por las garantías 
que establece y porque, además, nos impone legislar en lo 


interno. 
* SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Si no 
se hace uso de la palabra, se va a votar, en general, el Pro- 


yecto de Ley relativo a la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas. 


(Se vota:) 

-19 en 19, Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular, 

léase el artículo único. 


(Se Ice:) 


“ARTICULO UNICO. - Apruébase la Conven- 
ción Interamericana sobre Desaparición Forzada de 
Personas, adoptada durante la Asamblea General de 
ta Organización de los Estados Americanos que tu- 
viera lugar en la ciudad de Belén, Brasil, el día 
nueve de junio de mil novecientos noventa y cuatro, 
y suscrita por nuestro país el treínta de junio del 
mismo año”. 


-Lin consideración. 

Si na se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el Proyecto de Ley, que se comunicará a 


la Cámara de Representantes. 
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SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene 
la palabra el señor Senador. 


SEÑOR GARGANO. - Si bien pienso que es norma de la 
Secretaría, solicito que este Proyecto se comunique, en el 
día. a la Cámara de Representantes, dada la urgencia que 
existe de parte del Poder Ejecutivo y de las fuerzas políticas, 
en aprobar esta Convención. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - La Mesa 
quiere aclarar que los proyectos siempre se comunican de 
inmediato, ya que en el Senado no seguimos el procedimien- 
to de la Cámara de Representantes, donde es necesario lograr 
determinado quórum para que la comunicación se realice en 
el día. 


(No se publica el texto del Proyecto de Ley aprobado por 
ser igual al considerado). 


11) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - No ha- 
biendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 18 y 24 minutos, presidiendo el 
Doctor Walter R. Santoro y estando presentes los señores 
Senadores Andújar, Arismendi, Astori, Batlle, Brezzo, Cid, 
Dalmás, Fernández Faingold, Gandini, Garat, Gargano, 
Heber, Hierro López, Irurtia, Korzeniak, Mallo, Micheli- 
ni, Millor, Pereyra, Posadas Montero, Ricaldoni, Sanabria, 
Sarthou, Segovia, Storace y Virgili) 
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